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EDITORIAL
Hace un año que estalló la pandemia en nuestro país. Aquello que desde di-

ciembre veníamos siguiendo en las noticias, con la mirada escéptica que da la distan-
cia, nos golpeó con fuerza, sin previsión y sin margen de maniobra. Tras unas prime-
ras semanas de desconcierto y la avalancha de necesaria normativa para responder 
a la situación de urgencia que se desató, y que ha resultado ser mucho más duradera 
de lo que se vaticinaba, y desde luego de lo que esperábamos, comenzamos a estu-
diar y reflexionar sobre supuestos futuros, que hoy son nuestro día a día. 

A las puertas de la cuarta ola y de otro robado mes de abril, seguimos deba-
tiendo -ahora en casos concretos- sobre los temas que antes teorizábamos. Uno de 
los artículos de este número aborda la protección que el RD 30/2020 establece en su 
disposición adicional primera a favor de las empresas integrantes de la cadena de va-
lor o dependientes de las empresas clasificadas en alguno de los CNAE 09 del Anexo 
del RDL 30/2020, y se cuestiona la competencia jurisdiccional social para conocer 
de la impugnación de la resolución administrativa sobre tal calificación. El segundo de 
los artículos incorporados estudia los efectos económicos derivados del ejercicio del 
derecho de opción por el trabajador, la empresa y el Fondo de Garantía Salarial en 
los supuestos de despido improcedente, de gran interés en la actualidad, en la que la 
inasistencia al acto de la vista de empresas desaparecidas determina el ejercicio de la 
opción por la persona trabajadora y/o por el Fogasa.

También sobre legislación Covid versan varias sentencias que podéis encontrar 
en esta revista y cuya lectura recomendamos, como la relativa a la interpretación del 
permiso retribuido recuperable del RDL 10/20 y la consideración de actividades esen-
ciales, o la que analiza las ayudas previstas en el RD 17/20 también para el sector de 
espectáculos taurinos.

Pero quizá uno de los temas que da lugar a mayor debate es el relativo a la 
calificación como nulo o improcedente del despido operado durante la vigencia de la 
prohibición de despedir, que se mantiene, por el momento, hasta el próximo 31 de 
mayo. En contraposición del artículo y sentencias que publicamos en la última revista 
en los que se defendía la calificación de improcedencia, en este compartimos dos 
sentencias de la Sala de lo Social del TSJ del País Vasco, que postulan la declaración 
de nulidad, en la misma línea que hace unos días defendió la Ministra de Trabajo en 
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su comparecencia ante el Congreso de los Diputados, al afirmar que la pandemia no 
puede ser causa del despido y que el sentido originario de la prohibición de despedir 
conlleva la nulidad de tales despidos.

Otros temas tratados en dicha comparecencia nos transmiten optimismo, en 
especial la referencia al trabajo decente, como asignatura pendiente de la democra-
cia española, y el esfuerzo por conseguir un empleo estable, digno y con derechos. 
Lo que desde siempre hemos venido defendiendo en nuestra Comisión Social. Y 
ello, entre otras cuestiones, pasa por atajar sin mayor demora, la temporalidad en la 
contratación y poner freno a la merma de derechos derivada de la subcontratación. 
Al respecto publicamos en este número una interesante sentencia del Juzgado de 
lo Social nº 1 de Mataró que condena solidariamente a la empresa franquiciante 
respecto de la deuda salarial que la franquicia mantenía con uno de sus empleados.

En el Rincón de la contraCultura encontraréis la segunda entrega de los Goya 
y podéis aprovechar para explorar al Carlos Santana menos comercial.

Finalizamos la publicación, como cada mes, con el análisis de la Carta Social 
Europea que dedica su artículo 16 al derecho de la familia a la protección social, 
jurídica y económica, y que incide en el derecho a una vivienda digna y adaptada a 
las necesidades de la familia como premisa para el ejercicio de los derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales y culturales.
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La Competencia 
jurisdiccional en la 
declaración de la condición 
de empresa integrante 
de la cadena de valor 
o dependiente de las 
clasificadas en alguno  
de los CNAE del anexo  
del RD 30/2020
Domingo Andrés SÁNCHEZ PUERTA
Magistrado del Juzgado de lo Social nº 25 de Barcelona
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El RD 30 /2020 ha establecido en su disposición a adicional primera (y ha sido 
prorrogado por  el reciente RD 2/2021 de 26 de enero) una especial protección, 
mediante el reconocimiento automático de exoneraciones en la cuota empresarial 
a la Seguridad Social estableciendo la posibilidad de otorgar a determinadas em-
presas la condición de empresa integrante de la cadena de valor o dependiente 
indirectamente de las empresas clasificadas en alguno de los CNAE 09 del Anexo 
del RDL 30/2020,en los términos previstos en dicha disposición, lo que les permite 
disfrutar de determinadas exenciones a la hora de cotizar a la Seguridad Social, 
como una medida social que se configura dentro del marco legislativo que se está 
implementando con la finalidad, de defender el empleo ante la situación de crisis 
económica derivada de la del virus de Covid-Sars-2.

Así, como expone este RD, “La persistencia de los efectos negativos sobre las 
empresas y el empleo de la situación de emergencia sanitaria causada por la Co-
vid-19 exige mantener las medidas excepcionales previstas en el Real Decreto-ley 
8/2020, de 17 de marzo de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al 
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impacto económico y social del COVID-19, en sus artículos 22 y 23, relativos a 
las suspensiones y reducciones de jornada por causa de fuerza mayor y causas 
económicas, técnicas, organizativas y de producción vinculadas con la COVID-19, 
así como las medidas extraordinarias vinculadas a las mismas en materia de pro-
tección por desempleo y cotizaciones (exposición de motivos RD 30/2020)

La Disposición Adicional Primera del RD 30/2020 tiene el objetivo de atender de 
manera adecuada el diferente impacto que la crisis está causando en diferentes 
sectores productivos más directamente “vinculados con los factores asociados a 
los riesgos epidemiológicos de la COVID-19”1. Así, incluyen sectores con una ele-
vada tasa de cobertura por ERTE y una reducida tasa de recuperación de actividad 
por su clasificación en un código concreto de la Clasificación Nacional de Activida-
des Económicas (CNAE), así como aquellas otras que forman parte de la cadena 
de valor de las anteriores o que presentan una dependencia económica importante 
en relación con las mismas por los motivos que aduce. Se establece pues un régi-
men específico en materia de beneficios en las cotizaciones a la Seguridad Social 
para empresas que pertenezcan a los sectores del CNAE 09 por tener con una ele-
vada tasa de cobertura por expedientes de regulación temporal de empleo y una 
reducida tasa de recuperación de actividad. Y además, se establece la posibilidad 
de que determinadas empresas puedan acreditar ante la autoridad laboral que son 
dependientes indirectamente o integrantes de la cadena de valor de las anteriores 
con el objeto de acceder a los mismos beneficios en materia de cotizaciones.

Dicho precepto considera “empresas pertenecientes a sectores con una elevada 
tasa de cobertura y una reducida tasa de recuperación de actividad aquellas que 
tengan expedientes de regulación temporal de empleo prorrogados automá-
ticamente hasta el 31 de enero de 2021, conforme a lo establecido en el del 
artículo 1, y cuya actividad se clasifique en alguno de los códigos de la Clasifica-
ción Nacional de Actividades Económicas –CNAE-09– previstos en el Anexo de la 
presente norma en el momento de su entrada en vigor.

También podrán acceder a las exoneraciones previstas en el apartado tercero de 
esta disposición adicional, las empresas que tengan expedientes de regulación 
temporal de empleo prorrogados automáticamente hasta el 31 de enero de 2021, 
conforme a lo establecido en el artículo 1, cuyo negocio dependa, indirectamente 
y en su mayoría, de las empresas a las que se refiere el apartado anterior, o que 
formen parte de la cadena de valor de estas, en los términos establecidos a con-
tinuación.

Se entenderá que son integrantes de la cadena de valor o dependientes indirec-
tamente de las empresas a que se refiere el apartado 1, las empresas cuya fac-
turación, durante el año 2019, se haya generado, al menos, en un cincuenta por 
ciento, en operaciones realizadas de forma directa con las incluidas en alguno de 

1.   �II in fine de la exposición de Motivos del RD 30/2020, de 29 de septiembre de Medidas Sociales en defensa 
del empleo.
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los códigos de la CNAE-09 referidos en el anexo indicado, así como aquellas cuya 
actividad real dependa indirectamente de la desarrollada efectivamente por las 
empresas incluidas en dichos códigos CNAE-09.”

Para la declaración de empresa dependiente o integrante de la cadena de valor, la 
disposición adicional primera establece un procedimiento administrativo que debe 
resolver la autoridad laboral, siendo el considerado el silencio positivo, y aplicán-
dose en lo no previsto el Título II del Reglamento de los procedimientos de despido 
colectivo y de suspensión de contratos y reducción de jornada, aprobado por el 
Real Decreto 1483/2012, de 29 de octubre, lo que nos llevaría a determinar a priori 
la competencia del orden social, ya que el artículo 15 de dicho texto da por hecho 
que los acuerdos y decisiones en materia de despidos colectivos se impugnaran 
conforme a la Ley de Jurisdicción Social.

Sin embargo como analizaremos, atendiendo al derecho material aplicable a dicha 
resolución así como a los sujetos afectados, esta última consideración, no parece 
estar nada clara, como bien pone de manifiesto alguna reciente resolución de los 
Juzgados de Barcelona, en concreto del Juzgado de lo Social núm. 32 que, con 
informe favorable del Ministerio Fiscal, ha determinado la incompetencia del orden 
social de la Jurisdicción (Auto de fecha 15 de enero de 2021 del Juzgado de los 
social 32 de Barcelona al que más tarde aludiremos).

Y es, desde luego, bien cierto, que ab initio, no es una cuestión que este clara 
(pese a que desde luego las primeras impugnaciones se están presentado ante 
los Juzgados de los Social) debido a que, precisamente, el efecto que tiene la in-
clusión en la susodicha cadena de valor o  la dependencia económica con dichas 
empresas, es un acto que tiene como efecto la no obligación de abonar las cuota 
empresarial o parte de ella y, ello puede ser considerado a priori, como un acto de 
gestión recaudatoria. El  art 3 f) de la LRJS señala que no conocerán los órdenes 
de la Jurisdicción Social de “f) De las impugnaciones de los actos administrativos 
en materia de Seguridad Social relativos a inscripción de empresas, formalización 
de la protección frente a riesgos profesionales, tarifación, afiliación, alta, baja y 
variaciones de datos de trabajadores, así como en materia de liquidación de cuo-
tas, actas de liquidación y actas de infracción vinculadas con dicha liquidación de 
cuotas y con respecto a los actos de gestión recaudatoria, incluidas las resolucio-
nes dictadas en esta materia por su respectiva entidad gestora, en el supuesto de 
cuotas de recaudación conjunta con las cuotas de Seguridad Social y, en general, 
los demás actos administrativos conexos a los anteriores dictados por la Tesorería 
General de la Seguridad Social; así como de los actos administrativos sobre asis-
tencia y protección social públicas en materias que no se encuentren comprendi-
das en las letras o) y s) del artículo 2”.

Surgen, vista esta exclusión, las dudas, pues estamos ante un acto administrativo 
que tiene como efecto la exoneración del pago de distintas cuotas, por lo que es 
razonable pensar que si estamos ante un acto propio o conexo de esta gestión, o 
de liquidación de cuotas… o bien, sin embargo y como parece que plantean los de-
mandantes e incluso el propio legislador, ante un acto de los previstos en el art 2 o) 
relativo a las prestaciones o n) relativo a actos de la autoridad laboral  o incluso s)  
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de la  LRJS  relativo este último a la impugnación de actos de las Administraciones 
públicas, sujetos a derecho administrativo y que pongan fin a la vía administrativa, 
dictadas en el ejercicio de sus potestades y funciones en materia de Seguridad 
Social, distintas de las comprendidas en el apartado o), incluyendo las recaídas en 
el ejercicio de la potestad sancionadora en esta materia.

Pero antes de fijar una postura, debemos hacer una pequeña reseña, que nos 
mostrará que, en materia de Seguridad Social, este problema se ha venido repi-
tiendo con más frecuencia del que parece.  

LAS ZONAS GRISES ENTRE LOS ÓRDENES 
CONTENCIOSO Y SOCIAL EN MATERIA DE SEGURIDAD 
SOCIAL. UN DESENCUENTRO “ACONSTITUCIONAL”.

Cuando a finales  de 2007 tuve la oportunidad de leer el trabajo del catedrático de 
Derecho del Trabajo y Seguridad Social de la Universidad de Murcia, CAVAS MAR-
TÍNEZ  titulado “La materia contenciosa de Seguridad Social: distribución y deli-
mitación de competencias entre el Orden Social y el orden Contencioso-adminis-
trativo, inconvenientes de la actual situación y propuesta de unificación del control 
jurisdiccional en el Orden Social”), advertí ya  de inmediato la fragilidad en la que 
descansa la distribución legal de competencias entre ambos órdenes jurisdicciona-
les y la carencia de fundamentos legales para llevar a cabo dicha distribución, que 
en la práctica se lleva a cabo por caprichosas decisiones políticas carentes de la 
necesaria justificación racional en defensa de los intereses generales.

El punto de partida de la insatisfactoria situación actual se encuentra en el art. 9 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial, cuya redacción plantea serios problemas 
de adscripción de la materia de Seguridad Social a un orden jurisdiccional único 
y determinado. La complicación surge porque del art. 9 LOPJ se infieren dos cri-
terios distintos de atribución competencial en esta materia: el primero, contenido 
en el número 5, es de carácter objetivo, ya que atiende a la especificidad de la 
“materia de Seguridad Social” (asignando el conocimiento de este tipo de asuntos 
al orden judicial social), en tanto que el segundo, que se expresa en el número 4, 
es de índole subjetiva-formal, ya que se refiere a la cualidad jurídico-pública de la 
Administración productora del acto impugnado (residenciándose dichas impugna-
ciones en el orden contencioso-administrativo). Estos dos criterios son en buena 
parte contradictorios y, por ello, equívocos. Si nos atenemos al criterio material o 
de la disciplina jurídica que utiliza el número 5, todas las controversias en mate-
ria de Seguridad Social serían competencia del orden social. Por el contrario, si 
aplicamos el criterio formal del acto administrativo que se recoge en el número 
4, la competencia sería del orden contencioso, pues todos los actos de gestión 
de la Seguridad Social son actos administrativos. De hecho, en un mismo acto 
administrativo o, si se prefiere, en una misma actuación de la Administración cabe 
distinguir aspectos de Derecho administrativo -competencia y procedimiento- y as-
pectos de Derecho social o laboral -el contenido material del acto, regulado por 
normas típicas de la Seguridad Social, como el alcance de la obligación de cotizar 
o el reconocimiento de una prestación-.

1
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No existe, por tanto, en nuestro ordenamiento jurídico un único criterio de atribu-
ción que, con precisión y coherencia, delimite el respectivo ámbito de las jurisdic-
ciones social y contencioso-administrativa ante la presencia de la Administración 
Pública en las relaciones laborales, y, muy especialmente, en la materia de Segu-
ridad Social donde el elemento de la intervención administrativa es constitutivo. 
Ambos criterios de especialización -objetivo y subjetivo-, recogidos en el art. 9 
LOPJ, han pugnado, desde los orígenes del Sistema de Seguridad Social, y aún 
antes, cuando apenas comenzaban a existir algunas medidas de previsión social, 
para determinar la atribución de competencia a órganos distintos de los tribunales 
civiles. Por otro lado, la inclusión de un determinado conflicto sobre protección so-
cial en uno u otro orden jurisdiccional ha podido variar con el tiempo, dependiendo 
del criterio de atribución priorizado, siendo poco probable que en la distribución 
acordada en cada momento por las leyes procesales llegara a existir materia cons-
titucional, considerando el amplio margen de actuación que la ambigua redacción 
del art. 9 LOPJ proporciona al legislador ordinario. Es decir, el orden social limita 
su competencia en materia de Seguridad Social al núcleo duro de ésta (acción pro-
tectora), con algunas extensiones a temas periféricos que se refieren a sistemas 
o mecanismos de protección próximos pero ajenos a la Seguridad Social, como 
las mejoras de la acción protectora de la Seguridad Social, la valoración, recono-
cimiento y calificación del grado de discapacidad y las prestaciones del Sistema 
de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación 
de dependencia, si bien la entrada en vigor de la atribución competencial al orden 
social en esta materia (la dependencia) está en suspenso hasta que se produzca 
el acontecimiento legislativo previsto en la disposición final séptima de la Ley Re-
guladora de la Jurisdicción Social.

Como recuerda MÁRQUEZ PRIETO, es problemático y contradictorio el plantea-
miento general del enjuiciamiento en materia de Seguridad Social por la incidencia 
de dos principales desajustes: el de la determinación de la competencia procesal 
objetiva y el de la propia configuración legal del proceso. La distribución de la 
competencia judicial objetiva entre los distintos órdenes jurisdiccionales comienza 
siendo problemática desde la propia LOPJ. A ello se añade que la «materia de 
Seguridad Social» no constituye precisamente un referente fuerte a efectos de 
atribución de competencia judicial. No solo por la ambigüedad de dicha noción en 
el plano jurídico sustantivo, sino porque, en la vertiente procesal, la alusión a esta 
materia no permite identificar una parcela jurídica, sino más bien un verdadero 
cruce de caminos. Realmente, se ha venido distinguiendo tradicionalmente cuatro 
bloques de litigios dentro de la materia de Seguridad Social –prestaciones, actos 
de encuadramiento, cuotas y sanciones–, los cuales, lejos de estar residenciados 
de forma pacífica en su orden jurisdiccional correspondiente, han estado someti-
dos a cambios continuos.2

2.   �MÁRQUEZ PRIETO, A. – MARTÍNEZ JIMÉNEZ, J.M. y ROMERO PARDO, P., «El proceso de Seguridad 
Social: Balance y perspectivas», en AA.VV., MONEREO PÉREZ, J.L. – MOLINA NAVARRETE, C. y MORENO 
VIDA, M.N. (Coords),  La Seguridad Social a la luz de sus reformas pasadas, presentes y futuras, Homenaje al 
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La jurisprudencia se ha hecho eco de esta difícil delimitación. No existe, por tanto, 
un criterio dogmático o principio teórico que, con precisión y coherencia, delimite el 
respectivo ámbito de las jurisdicciones Social y Contencioso-administrativa ante la 
presencia de la Administración Pública en las relaciones laborales, y, en concreto, 
ante materias como las relativas a la Seguridad Social. Incluso, puede decirse que 
la inclusión de una clase de asuntos en uno u otro orden jurisdiccional ha podido 
variar con el tiempo.

Resulta claro, pues, que, en principio, la cuestión debería quedar resuelta acudien-
do a una norma legal que, de modo expreso, conforme indica el artículo 3.a) LJCA, 
atribuya la competencia a uno u otro orden jurisdiccional. El problema ha sido el 
de la ausencia de esa norma, o, por lo menos, el hecho de que las normas orgá-
nicas y procesales no han realizado la delimitación con la debida precisión ni han 
alcanzado a fijar unos principios que puedan considerarse suficientes para llegar a 
la unidad jurisdiccional sobre el tema.

Un intento de solucionar el problema lo constituyó la modificación introducida en su 
día en el artículo 3 de la LPL, por la Ley 52/2003. Intento vano, que demostró aque-
llo de que “las cosas siempre pueden ir a peor” y que en los continuos retoques de 
nuestro sufrido ordenamiento en la «época de las Leyes desbocadas» no hay una 
voluntad de reforma centrada en un estudio objetivo de los problemas, sino un go-
teo continuo de medidas de oportunidad, que reflejan intereses coyunturales de la 
Administración cuando no la simple búsqueda por esta del proceso que le resulta 
más cómodo. Claro que lo más cómodo para la Administración muchas veces no 
es lo más “idóneo” para el administrado3.

Así, una sentencia de la Sala 3ª, de 30 de mayo de 2014, reflexionaba en los 
siguientes términos: «Es doctrina reiterada de esta Sala (por todas, S. de 20 de 
octubre de 1995), que la delimitación de los órdenes jurisdiccionales –Social y 
Contencioso-administrativo– en materia laboral reviste una conocida dificultad, 
como consecuencia de la coexistencia de normas de distinta naturaleza dentro del 
Derecho del Trabajo. Dificultad que resulta, incluso, acrecentada porque el reparto 
competencial entre ambas jurisdicciones obedece, en gran medida, no a esa diver-
sa naturaleza normativa, sino a razones meramente históricas y convencionales 
que impiden encontrar un principio general delimitador».

Tampoco la jurisprudencia ha arrojado luz sobre el particular, puesto que ha llega-
do a sostener criterios contradictorios en puntos cruciales de fricción.
La descentralización funcional que ha caracterizado la Seguridad Social, con una 
distribución de competencias entre la Administración del Estado y los Organismos 
gestores, constituye una de las razones históricas de su escisión a los efectos del 
control jurisdiccional. Efectivamente, la Seguridad Social es una materia jurisdic-

profesor JOSÉ VIDA SORIA con motivo de su jubilación, Granada, 2008, págs. 1480 a 1486.
3.    DESDENTADO BONETE, A.: La jurisdicción de la Seguridad Social…, cit., pág. 206
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cionalmente escindida, derivada en parte, en razones históricas que se relacionan 
con la distribución de competencias entre la Administración del Estado y los Or-
ganismos gestores.  La descentralización institucional en materia de Seguridad 
Social ha sido limitada y algunas competencias quedaron «retenidas» por la Admi-
nistración estatal. Se trataba fundamentalmente de las competencias vinculadas a 
la obtención de recursos financieros, quedando la gestión de prestaciones «des-
centralizada funcionalmente». 

Esta situación presenta grandes inconvenientes, como consecuencia de su com-
plejidad y de la eventual contradicción de criterios de los distintos órdenes jurisdic-
cionales, no resueltos ni por la LJCA, ni por la Ley 52/2003, que atribuyó al orden 
Contencioso-administrativo la competencia en materia de impugnación de los ac-
tos de encuadramiento. En relación a esta última atribución, lo que constata quizás 
la falta de fundamento de la distinción,  destacar que el TSJ de Andalucía denunció 
la inconstitucionalidad de dicha norma, siendo esta rechazada por el TC, pero a su 
vez poniendo en evidencia el mismo de un modo si se quiere sutil, la falta de cohe-
rencia sistemática de dicha norma. Así, La Sala de lo Contencioso-administrativo 
de TSJ de Andalucía (Sevilla) planteó cuestión de inconstitucionalidad respecto 
al artículo 23 de la Ley 52/2003, de 10 de diciembre, que dio nueva redacción al 
artículo 3.1.b) LPL, atribuyendo al orden jurisdiccional Contencioso-administrativo 
el conocimiento de los llamados «actos de encuadramiento». El TC en Sentencia 
121/2011, de 7 de julio, dio al precepto cuestionado plena validez, señalando que 
la Sala promotora de la cuestión de inconstitucionalidad, lo que plantea más bien, 
es un juicio sobre la oportunidad o acierto de la opción del legislador. Pero, na-
turalmente, «no corresponde a este Tribunal pronunciarse sobre la conveniencia 
de atribuir a uno u otro orden jurisdiccional el conocimiento de la referida materia, 
pues, como tantas veces hemos dicho, este TC no es juez de la calidad técnica de 
las Leyes (por todas, STC 341/2005, de 21 de diciembre, FJ 9), ni en nuestro juicio 
de constitucionalidad ha de incidir el modo en que una determinada materia sea 
objeto de definición doctrinal (ATC 132/1992, de 12 de mayo, FJ 3)».

Tras la lectura del argumentario esgrimido por el TC para atribuir el conocimiento 
de los actos de encuadramiento al orden Contencioso-administrativo, se advierte 
de inmediato el titánico esfuerzo utilizado por el Tribunal para demostrar lo in-
demostrable, que se acredita por su propia confesión: «no corresponde a este 
Tribunal pronunciarse sobre la conveniencia de atribuir… no es juez de la calidad 
técnica de las Leyes». Así con esta reforma se dio un paso atrás en los intentos lle-
vados a cabo para unificar la competencia en materia de Seguridad Social, refleja-
das en la tramitación parlamentaria de la LJCA en donde se intentó llevar al orden 
social el conocimiento de la impugnación de los actos de gestión recaudatoria de la 
seguridad social y de las resoluciones administrativas en materia de impugnación 
de sanciones laborales (actas de liquidación de la inspección).

La situación actual, pues, se define por la atribución al orden contencioso de las 
competencias en materia de cotización, recaudación y actos de encuadramiento y 
al Orden Social, las relativas a la acción protectora. Sin embargo, en la práctica, la 
situación es más complicada como estamos viendo.
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Ante esto, y en estas materias, pasaremos a esbozar las principales pronuncia-
mientos jurisprudenciales al respecto, para concluir, cuál es, a los efectos que aquí 
nos interesa, la línea delimitadora de la competencia jurisdiccional en materia de 
Seguridad Social, teniendo en cuenta que, como señaló la exposición de motivos 
de la ley 52/2003 (de reforma de la LJCA)   los actos de encuadramiento, se atri-
buyen a la jurisdicción contenciosa por estar “más directamente vinculados a la 
recaudación de cuotas y demás recursos y la actuación de la TGSS.”

LA JURISPRUDENCIA MÁS RELEVANTE EN RELACIÓN 
A LOS LÍMITES Y ZONAS GRISES CASO LOS ACTOS 
DE ENCUADRAMIENTO, LIQUIDACIÓN Y DE GESTIÓN 
RECAUDATORIA Y OTROS SUPUESTOS CONFLICTIVOS.

Como decíamos, la ausencia de regulación sistemática en esta materia ha pro-
vocada diversos conflictos y decisiones judiciales que han ido conformando un 
cuerpo de “jurisprudencia” (aunque las resoluciones de la Sala de conflictos no 
son vinculantes), que, a la postre supone la determinación de ciertos criterios deli-
mitadores de la competencia jurisdiccional en las zonas grises existentes entre los 
órdenes contencioso-administrativo y social. De entre las resoluciones judiciales 
más destacadas en esta materia en los últimos años podemos destacar las que a 
continuación señalo:

1.	 El TS en sentencia de 10 de diciembre de 20144 , resolvió la cuestión 
planteada que consiste en determinar si es o no competente el orden social 
para decidir si la Administración de la Seguridad Social (INSS y/o TGSS) 
cuando ha procedido, fuera de los procedimientos de apremio administrati-
vo (gestión recaudatoria), a deducir de la pensión de invalidez permanente 
que tienen reconocida un beneficiario, cantidades derivadas de embargos 
sobre tal pensión decretadas por diversos Juzgados u Organismos, ha 
respetado o no la prohibición de inembargabilidad absoluta o los límites de 
embargabilidad que afectan a las pensiones, pudiendo incidir en que el be-
neficiario la perciba en cuantía inferior a la establecida como garantía legal 
para su subsistencia. La sentencia recurrida, dio una respuesta positiva a 
favor de la competencia del orden social de la jurisdicció. 

2.	 Por Auto de 24 de septiembre de 2014 de la Sala de Conflictos de ju-
risdicción sentó el criterio interpretativo expuesto sobre la extensión com-
petencial del orden social en materia de Seguridad Social y en cuanto a 
que las excepciones, en cuanto tales, deben ser interpretadas de forma 
restrictiva, (conflicto 16/2014), en un supuesto en el que el conflicto se 
centraba en determinar el orden jurisdiccional competente (Social o Con-

4.    R. unificación de doctrina 2599/2013, ponente D. FERNANDO SALINAS MOLINA
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tencioso-administrativo) para conocer de las sanciones impuestas por la auto-
ridad laboral como consecuencia del incumplimiento de la normativa referida 
a la afiliación y alta en la Seguridad Social, declaró la competencia del orden 
social sino se había practicado la liquidación de cuotas, declarando que:

«A tal efecto, debemos empezar por destacar que el nuevo régimen 
competencial surgido de la Ley 36/2011 de 10 de octubre, modifica el 
ámbito de conocimiento del orden jurisdiccional social, que se amplía y 
clarifica respecto a la normativa anterior, pretendiendo, según señala la E. 
de M. de dicha norma, que se concentre ante la Jurisdicción Social» “…
por su mayor especialización, el conocimiento de todas aquellas materias 
que, de forma directa o por esencial conexión, puedan calificarse como 
sociales. La mayor nitidez del contorno competencial de la jurisdicción 
requería de una expansión para unificar el conocimiento de los conflictos 
y pretensiones que se produzcan en el ámbito laboral, sindical o en el 
de la Seguridad Social”. Manteniendo, sin embargo, la competencia 
del orden Contencioso-administrativo con respecto a determinados 
actos administrativos en materia de Seguridad Social más directamente 
vinculados con la recaudación de las cuotas y demás recursos de la misma 
y la actuación de la TGSS.

Desde este planteamiento general el artículo 2 de dicha norma establece 
una cláusula general atributiva de competencia a los órganos jurisdiccio-
nales del orden social para conocer, entre otras cuestiones, de la “impug-
nación de resoluciones administrativas de la autoridad laboral recaídas… 
en el ejercicio de la potestad sancionadora en materia laboral y sindical y, 
respecto de las demás impugnaciones de otros actos de las Administra-
ciones públicas sujetos al Derecho Administrativo en el ejercicio de sus 
potestades y funciones en material laboral y sindical que pongan fin a la 
vía administrativa, siempre que en este caso su conocimiento no esté atri-
buido a otro orden jurisdiccional” [art. 2.n)].

En definitiva, en este nuevo diseño competencial se atribuye, con carácter 
general, a la Jurisdicción Social el conocimiento de aquellas impugnacio-
nes relacionadas con el ejercicio de la potestad sancionadora en materia 
laboral y, por lo que ahora nos ocupa, también el conocimiento de los 
asuntos relacionados con el régimen sancionador de la Seguridad Social, 
con las excepciones contenidas en la letra f) del artículo 3 de dicha norma.

El artículo 3.f) excluye del conocimiento de los órganos jurisdiccionales del 
orden social: “…las impugnaciones de los actos administrativos en materia 
de Seguridad Social relativos a inscripción de empresas, formalización de 
la protección frente a riesgos profesionales, tarifación, afiliación, alta, baja 
y variaciones de datos de trabajadores, así como en materia de liquidación 
de cuotas, actas de liquidación y actas de infracción vinculadas con dicha 
liquidación de cuotas y con respecto a los actos de gestión recaudatoria, 
incluidas las resoluciones dictadas en esta materia por su respectiva En-
tidad gestora, en el supuesto de cuotas de recaudación conjunta con las 
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cuotas de la Seguridad Social y, en general, los demás actos administrati-
vos conexos a los anteriores dictados por la TGSS…”.

3.	 En el mismo sentido tenemos otras resoluciones posteriores de la Sala de 
Conflictos como la de 10 de mayo de 2017 (nº 14/2017, rec. 1/2017), 
que resuelve en el sentido de declarar que es competente la Jurisdicción 
Social, pues aunque en  la ley se excluye del orden jurisdiccional social los 
actos administrativos dictados en materia de Seguridad Social relativos a 
la afiliación, altas, bajas y en materia de liquidación de cuotas, por lo que 
respecta al ejercicio de la potestad sancionadora tan solo excluye las ac-
tas de infracción vinculadas con dicha liquidación de cuotas y con respecto 
a los actos de gestión recaudatoria, razón esta última por la que la misma 
Sala en Auto de  24 de septiembre de 2018 determina que “en el caso 
ahora analizado la sanción si está vinculada a irregular cotización de las 
cuotas de Seguridad Social, al ser inferior ésta a las horas realmente tra-
bajadas por el trabajador afectado, por lo que se considera que el orden 
jurisdiccional competente es el contencioso-administrativo”.

4.	 Otra resolución importante la STS de 9 de abril de 2019,  que dispone que 
la jurisdicción social es competente para conocer de la acción de reintegro 
ejercitada por una mutua colaboradora de la Seguridad Social del capital 
coste de la prestación por incapacidad permanente total constituido en 
concepto de anticipo, tras la declaración de responsabilidad empresarial 
por falta de alta porque no se trata de un acto recaudatorio del art. 3.f) 
LRJS, sino de reconocimiento prestacional del art. 2.o) de la misma ley 
(STS 9-4-2019 [rec. 2150/2017]).

Afirma la misma: “Así pues, la sentencia recurrida no ha infringido los artí-
culos 4º.d), en relación con el art. 89 del mismo Real Decreto 1637/1995, 
que aprueba el reglamento General de Recaudación de los Recursos de 
gestión de Seguridad Social, sino que ha interpretado y aplicado correc-
tamente los arts. 9.5 LOPJ (EDL 1985/8754) y 2.1.b) LPL, atribuyendo al 
orden jurisdiccional social el conocimiento de la reclamación de reintegros 
litigiosos. Por ello se impone la desestimación del presente recurso. Sin 
hacer expresa declaración sobre costas procesales.”

Se afirma por la recurrente que la doctrina de mérito no resulta de aplicación 
a la luz de las modificaciones habidas en las normas rectoras. Al respecto, 
el análisis de los artículos 3.f) de la Ley 36/2011 de 10 de octubre (EDL 
2011/222121), LJS y del artículo 126.3 de la LGSS (EDL 2015/188234) , 
así como del artículo 69.1 del Reglamento General de Recaudación apro-
bado por el RD 1415/2004, de 11 de junio (EDL 2004/45068) no permiten 
obtener un resultado que varíe la interpretación efectuada hasta la fecha”.
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Se trata en esencia de dirimir una cuestión situada en el límite, la calificación de 
acto recaudatorio o de reconocimiento prestacional, ciertamente es la segunda 
calificación la adecuada el objeto de la reclamación por la Mutua.

La Resolución del INSS incluía un escalonamiento de declaración de responsabi-
lidades que señalaba a la Mutua demandante como obligada al anticipo, frente a 
lo que la actora muestra su disconformidad. El contenido de dicha resolución es 
el mismo que se habría producido en una resolución judicial de haber sido ésta 
la primera en declarar que existe la contingencia o bien la incapacidad o sus con-
secuencias prestacionales entre ellas la constitución del capital coste y en ningún 
momento la resolución habría tenido un contenido recaudatorio.

5.	 Un importante Auto de la Sala de Conflictos  de 19 de febrero de 2019, 
deja patente el carácter eminente extensivo de la interpretación de la com-
petencia del orden social, en el caso en el que como se ejercitaba una 
acción donde se exigía que se declare la nulidad de la resolución dictada 
por la Gerencia de un determinado hospital de fecha 18 de enero de 2017, 
y se obligue a la misma entidad a cotizar en nombre de la trabajadora por 
la contingencia por desempleo tomando como fecha inicial el momento 
en que se dejó de cotizar por la misma, declarando la Sala que el orden 
social de la jurisdicción es el competente para conocer de esta materia, en 
tanto que no se trata de cuantificar el importe de la cotización que haya de 
abonar la empresa, ni de ninguna otra actuación de tarificación vinculada 
de alguna forma con la liquidación o recaudación de tales cuotas, sino tan 
solo con el reconocimiento del derecho a la prestación de desempleo y 
consiguiente obligación empresarial de seguir cotizando por el trabajador 
para cubrir con esa contingencia, que es lo que en definitiva constituye el 
objeto de la pretensión ejercitada en la demanda.

6.	 Un reciente Auto de 15 de junio de 2020 de la misma Sala concluye con 
resumen de pronunciamientos anteriores, que la competencia del orden 
social, ante una petición de se condene “a la demandada o a quien en 
su lugar tenga la obligación de hacerlo” al abono de las cotizaciones que 
correspondan, mediante su pago a la TGSS por los cuatro años anteriores 
al cese y que se reconozca la existencia de infra cotización a los efectos 
de la responsabilidad sobre eventuales prestaciones de Seguridad Social. 

 “Insistamos en ese enfoque, decisivo a nuestros efectos. Con arreglo a lo 
establecido en el art. 3 f) LRJS (EDL 2011/222121), los órganos jurisdiccio-
nales del orden social no conocerán de los actos de gestión recaudatoria. 
Pero, según señala nuestro Auto de 22 marzo 2000 (cc 43/1999) “como 
gestión recaudatoria sólo puede ser considerada aquella actividad que 
mire a la recaudación propiamente dicha”. Con palabras del Auto de 10 
febrero 2015, el concepto de gestión recaudatoria “viene limitado tan sólo 
a aquellos que persigan el cobro de los recursos o que se refieran al ejercicio 
de la actividad administrativa conducente a la realización de los créditos y 
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derechos de la Seguridad Social, está atribuido al orden jurisdiccional social 
en cuanto son, propiamente, reclamaciones en materia de seguridad Social”.

E) Mención especial merece nuestro Auto 18/2018 de 28 noviembre (cc 
13/2018), que ha resuelto un asunto análogo al presente, suscitado tam-
bién entre el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 2 de los de Cas-
tellón y el Juzgado de lo Social nº 4 de los de Castellón. Aborda pleito 
en el que se persigue, en esencia, la declaración de la existencia de una 
relación laboral entre las partes, de la que, ulteriormente, habría de deri-
varse el cumplimiento de las obligaciones empresariales en materia de 
cotización. Para el Juzgado de lo Social el objeto de la demanda afecta a 
la materia de gestión recaudatoria excluida de la competencia del orden 
social. Sus razonamientos en favor de la competencia del Juzgado de lo 
Social son los siguientes:

2. [...] Nos hallamos en este caso ante una pretensión clásica de 
la rama social del Derecho promovida por quien alega ostentar la 
condición de trabajador frente a aquella parte a la que atribuye al 
empresario la consecuencia del contrato de trabajo ( art. 2 a) LRJS 
(EDL 2011/222121)). De ahí que cualquier controversia surgida entre 
las partes del contrato de trabajo precisamente por razón de ese vín-
culo contractual deba ser necesariamente ventilada ante los jueces y 
tribunales de lo Social.

3. El que la parte actora concrete su suplico en la obligación de co-
tizar no altera el carácter netamente laboral de la pretensión, dado 
que lo que pretende es el cumplimiento de una de las obligaciones 
que la empresa tiene frente al propio trabajador como consecuencia 
del contrato de trabajo.

4. Por consiguiente, es al órgano judicial de lo Social al que le corres-
ponde dar respuesta a la pretensión de la parte demandante y, en 
consecuencia, procede atribuir a este la competencia, como también 
propone el Ministerio Fiscal”.

7.	 La impugnación de sanciones por infracción normativa laboral y de la se-
guridad social es competencia del juez social, salvo excepciones que de-
ben interpretarse con carácter restrictivo. En base a ello, es competencia 
del orden social de la jurisdicción la impugnación de una sanción por in-
fracción grave en materia de formación profesional para el empleo (STS 
6-3-2019 [rec. 1/2017]) y también la impugnación de una sanción por falta 
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de afiliación de trabajadores, respecto a los que no se practicó una liqui-
dación de cuotas a la Seguridad Social ni la impugnación versaba sobre 
la regularidad de aquéllas (ATS, Sala conflictos competencia 24-9-2014 y 
STS Sala III 23-5-2017 [rec. 4227/2015]). 

Así pues, visto este conjunto de resoluciones podemos entender que existe en la 
materia un cuerpo de resoluciones de la Sala de Conflictos y del TS del que pode-
mos intentar extraer las siguientes directrices o criterios interpretativos. 

◗ La Competencia del orden social, pese a la redacción del art 3 f) de la 
LRJS en materia de Seguridad Social si bien no es plena debe, en la me-
dida de lo posible interpretarse extensivamente, excluyendo sólo aquella 
actividad que vaya dirigida a la “recaudación propiamente dicha” o deter-
minación de la deuda. 

◗ No todo acto de alta, baja, liquidación de deuda, determinación de cuotas, 
tiene porqué estar bajo la competencia del orden social, pero si es un acto 
conectado a una prestación de Seguridad Social o a un derecho laboral, el 
mismo puede ser competencia del orden social de la jurisdicción.

◗ En materia de sanciones, sólo se solo excluye las actas de infracción vin-
culadas con dicha liquidación de cuotas.

LA IMPUGNACIÓN DE LA NO INCLUSIÓN EN LA CADENA DE 
VALOR O EQUIVALENTE. EL MARCO ACTUAL APLICABLE Y UN 
DESEO PARA EL FUTURO. 

El RD Ley 30/2020, producto del tercer Acuerdo Social en Defensa del Empleo 
entre agentes sociales y Gobierno (III ASDE), impulsa de nuevo la adopción de 
medidas ante la crisis sanitaria para amortiguar los efectos socioeconómicos pro-
vocados por la pandemia y seguir salvaguardando el empleo, e incluye, asimismo, 
los mecanismos necesarios para ofrecer una protección que se adecue a diferen-
tes escenarios y entornos de crisis, ya sea por la diferente afectación del sector 
de actividad, por el grado de impacto que en determinadas circunstancias pueden 
provocar las decisiones adoptadas por razones sanitarias, o por el tránsito a cau-
sas de naturaleza distinta que fundamenten el mantenimiento de las medidas de 
suspensión o reducción de jornada.

Ante la impugnación de la resolución administrativa que deniega dicha condición 
a una empresa, son posibles dos criterios como ya se ha apuntado. La Magistrada 
del Juzgado Social núm. 32 de Barcelona en el auto referido sostiene como principal 
línea argumental que nos encontramos ante un acto de gestión recaudatoria al tener 
como finalidad la exoneración del pago de la cotización por determinados empleados 
mientras dure la situación de fuerza mayor derivada de la situación   de ERTE de fuer-
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za mayor, y que por ello se encuentra dentro de las excepciones que contempla en 
apartado f) del art. 3 de la LRJS. Así, afirma motivadamente que se trata de una 
cuestión eminentemente recaudatoria y de cotización y que, pese a no estar atri-
buida a la TGSS, ello no desdibuja ese carácter material, razón por la que entiende 
que la competencia corresponde al orden contencioso-administrativo.

Además, afirma que a ello no obsta ni que el procedimiento lo resuelva la autori-
dad laboral, ni que el procedimiento supletorio aplicable sea el previsto el título III 
de Reglamento de los procedimientos de despido colectivo u de suspensión y re-
ducción de jornada, ya que ello no conforma reglas de atribución de competencia 
jurisdiccional.

Sin perjuicio de compartir esta última consideración relativa a que la disposición 
adicional primera no es una norma que pueda basarse para la atribución de com-
petencias, sí que, vista la jurisprudencia más arriba señalada, considero que este 
caso, pese a que no existen duda alguna de que es una cuestión que no está nada 
clara (sic), entiendo que podemos defender que la declaración de empresa como 
dependiente indirectamente de una de las empresas  integrantes de la “dichosa” 
cadena de valor ( y cuyos sectores se explicitan en el anexo del RD) puede ser un 
acto administrativo en materia de Seguridad Social de los incluidos en las letras s) 
y n) de la LRJS. 

El art. 2 s) de la LRJS señala que  será competencia del orden jurisdiccional social 
en “En impugnación de actos de las Administraciones públicas, sujetos a derecho 
administrativo y que pongan fin a la vía administrativa, dictadas en el ejercicio de 
sus potestades y funciones en materia de Seguridad Social, distintas de las com-
prendidas en el apartado o) de este artículo, incluyendo las recaídas en el ejercicio 
de la potestad sancionadora en esta materia y con excepción de las especificadas 
en la letra f) del artículo 3”, entre las que se encuentran recordemos “impugnacio-
nes de los actos administrativos en materia de Seguridad Social relativos a inscrip-
ción de empresas, formalización de la protección frente a riesgos profesionales, 
tarifación, afiliación, alta, baja y variaciones de datos de trabajadores, así como 
en materia de liquidación de cuotas, actas de liquidación y actas de infracción 
vinculadas con dicha liquidación de cuotas y con respecto a los actos de gestión 
recaudatoria, incluidas las resoluciones dictadas en esta materia por su respectiva 
entidad gestora, en el supuesto de cuotas de recaudación conjunta con las cuotas 
de Seguridad Social y, en general, los demás actos administrativos conexos a los 
anteriores dictados por la Tesorería General de la Seguridad Social; así como de 
los actos administrativos sobre asistencia y protección social públicas en materias 
que no se encuentren comprendidas en las letras o) y s) del artículo 2”.

Por otro lado el apartado n) nos dice que también será competente en “En im-
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pugnación de resoluciones administrativas de la autoridad laboral recaídas en los 
procedimientos previstos en el apartado 3 del artículo 47 y en el apartado 7 del ar-
tículo 51 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, así como las recaídas en el 
ejercicio de la potestad sancionadora en materia laboral y sindical y, respecto de 
las demás impugnaciones de otros actos de las Administraciones públicas su-
jetos al Derecho Administrativo en el ejercicio de sus potestades y funciones 
en materia laboral y sindical que pongan fin a la vía administrativa, siempre que 
en este caso su conocimiento no esté atribuido a otro orden jurisdiccional”.

En este contexto normativo, la acción que se ejercita por parte de la empresa, im-
pugna su  no declaración de empresa dependiente o integrante de la cadena de 
valor, por lo que, debemos considerar que estamos, a mi juicio ante un acto admi-
nistrativo declarativo de derechos y que otorga un determinado status a la persona 
jurídica vinculado con el derecho laboral y con posteriores actos recaudatorios, 
que le permitirá  finalmente no abonar y quedar exonerada conforme apartado 3 
de la DA del abono de la aportación empresarial a la cotización de la Seguridad 
Social. Y ello se constata por la comprobación de una determinada facturación (un 
50%) vinculada en operaciones realizadas de forma directa con las incluidas en 
algún de los códigos de la CNAE-09 referidos en el anexo. 

	

Por ello, ante la naturaleza declarativa del acto impugnado y el sustrato material 
del objeto del proceso, considero que no nos encontramos ante un acto de liqui-
dación de cuotas o de gestión recaudatoria, propiamente dicho, de los dictados 
por la TGSS, sino ante un acto administrativo en uso de  potestades laborales que 
está vinculado directamente con las normas de la Seguridad Social, y de modo in-
directo con  la recaudación, pero que no entraría en los supuestos de recaudación 
propiamente dicha a los que aludía el auto de 15 de junio de 2020 de la Sala de 
Conflictos.

Así, tomando en consideración la interpretación extensiva de la competencia del 
orden social en las que hemos denominado “zonas grises” con el orden conten-
cioso-administrativo, entiendo que si bien es defendible perfectamente la postura 
contraria como ha venido haciendo el Ministerio Fiscal y la resolución menciona-
da, creo que, lo más acorde con los principios que rigen la jurisdicción social es 
considerar competente a esta última. No debemos olvidar que la rama social del 
derecho, como señala el preámbulo de la LRJS asigna “al juez de lo social de la 
función de garante ordinario de los derechos fundamentales, tanto en las relacio-
nes de trabajo como en el proceso social”, y convierte al orden social en el “garante 
ordinario de los derechos fundamentales y libertades públicas de empresarios y 
trabajadores en el ámbito de la relación de trabajo”,  y tiene como  finalidad “uni-
ficar competencias evitando el peregrinaje de jurisdicciones, el atribuirle el cono-
cimiento de  la impugnación de los actos administrativos, singulares o generales, 
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en materia laboral y de seguridad social”; pretendiendo, asimismo, “clarificar la 
jurisdicción competente sobre las esenciales materias relativas a la asistencia y 
protección social pública” y concluyendo que “Con ello se adapta la normativa 
procesal laboral a la doctrina constitucional en su interpretación de la protección 
social, conforme al artículo 41 de la Constitución (EDL 1978/3879) y, de esta ma-
nera, la jurisdicción social queda configurada como el juez natural de todas las 
esenciales políticas públicas relativas a la protección social (STS de 30 diciembre 
de 2014 en su fundamento 4).

A ello, creo que debemos añadir el criterio subjetivo, relativo a la autoridad que 
dicta el acto administrativo, ya que como señaló la exposición de motivos de la ley 
52/2003 (de reforma de la LJCA) los actos de encuadramiento, se atribuyen a la 
jurisdicción contenciosa por estar “más directamente vinculados a la recaudación 
de cuotas y demás recursos y la actuación de la TGSS”. 

Desde una  perspectiva social, con la que debemos interpretar la disposición adi-
cional primera, se puede concluir pues que,  no  nos encontramos ante  un estricto 
acto de gestión recaudatoria, sino ante un acto de declaración que en virtud de 
sus potestades laborales realiza la autoridad laboral, que concede un determi-
nados status a una empresario-persona jurídica que tiene por finalidad última, la 
conservación y mantenimiento de actividad económico-empresarial en tiempos de 
una crisis sanitaria devastadora  para la conservación  de puestos de trabajo. Por 
ello, considero, pese a que desde luego la cuestión no es pacífica y son perfecta-
mente razonables y argumentadas las posturas contrarias, en este momento una 
interpretación favorable a la competencia del orden social es más conforme con 
los principios inspiradores de nuestra jurisdicción.

No es, ni creo que vaya a ser, una cuestión pacifica, en parte desde luego, por 
la dualidad competencial existente en materia de Seguridad Social. Lo deseable, 
a mi parecer, sería la unificación de la jurisdicción, entendiendo como ámbito de 
los órganos de la Jurisdicción Social todas las cuestiones que afecten a materias 
laborales y de Seguridad Social en sentido amplio (actos de encuadramiento, co-
tización, recaudación, acción protectora y potestad sancionadora), aunque exclu-
yendo el control de la potestad reglamentaria de la Administración, el uso de la 
delegación legislativa otorgada al Gobierno por las Cortes Generales para dictar 
Decretos legislativos y las reclamaciones sobre responsabilidad patrimonial contra 
los Organismos de la Seguridad Social. Otra cosa es si la planta judicial es sufi-
ciente y adecuada para la necesaria asunción de todas las competencias relativas 
al orden social en nuestra jurisdicción, pero esa…  “esa es otra historia y merece 
ser contada en otra ocasión5”. 

5.   Cita de La Historia Interminable, Michael Ende.
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Efectos económicos 
derivados del ejercicio  
del derecho de opción por 
el trabajador, la empresa 
y el Fondo de Garantía 
Salarial en los supuestos 
de despido improcedente
Pedro TUSET DEL PINO
Magistrado del Juzgado de  
lo Social nº 11 de Barcelona

Como es conocido, para el supuesto de declaración judicial de la improcedencia 
del despido, tanto el art. 56, en sus ordinales 1 y 2, del Real Decreto Legislativo 
1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores (ET) como el art. 110.1 de la vigente Ley 36/20122, 
de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social (LRJS), permiten que el em-
presario demandado pueda optar entre readmitir al trabajador injustamente despe-
dido, abonándole en tal caso los salarios de tramitación dejados de percibir desde 
la fecha de efectos del despido hasta la de la notificación de la sentencia, o bien, 
de forma alternativa, abonarle una indemnización. 

En todo caso, dicha opción deberá ejercitarse mediante escrito o comparecencia 
ante la oficina del Juzgado de lo Social, dentro del plazo de cinco días desde la 
notificación de la sentencia que declare el despido improcedente, sin esperar a la 
firmeza de la misma, si fuera la de instancia (art. 110.3 LRJS), con la advertencia 
de que cuando la sentencia que declarase la improcedencia del despido se refiera 
a un representante legal o sindical de los trabajadores y fuese recurrida, la opción 
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corresponderá al trabajador que acredite dicha condición (art. 56.4 del ET y art. 
110.2, con las consecuencias contempladas en el art. 112, ambos de la LRJS).

De optarse por la readmisión y el pago de los salarios de tramitación su importe 
deberá limitarse hasta que el demandante haya encontrado otra ocupación, si esta 
es anterior a la sentencia y se pruebe por el empresario el importe efectivamente 
percibido, para proceder al descuento de aquellos salarios y, además, con las pre-
venciones del art. 209.5 de la vigente Ley General de la Seguridad Social, en el 
supuesto de percibir la prestación contributiva por desempleo, y con exclusión del 
período en el que el trabajador hubiera permanecido de baja médica por incapaci-
dad temporal. 

Si la opción lo fuera por el pago de la indemnización, la última reforma legal ope-
rada por el Real decreto ley 3/2012, de 10 de febrero de medidas urgentes del 
mercado de trabajo, posteriormente derogado por la Ley 3/2012, de 6 de julio, 
introdujo, como es de todos conocido, importantes modificaciones en la regulación 
y cálculo de los importes indemnizatorios en caso de despido y en el abono de los 
salarios de tramitación.

Concretamente, se modificó el alcance del art. 56.1 ET, de modo que cuando se 
declare la improcedencia del despido, el empresario, en caso de optar el empre-
sario por la extinción del contrato de trabajo, sólo vendrá obligado a abonar la 
indemnización legal al trabajador (en el nuevo importe de 33 días por año de ser-
vicio a partir del 12 de febrero de 2012 y, con anterioridad a esta fecha, a razón de 
45 días por año de servicio), sin que venga acompañado, como sucedía antes de 
la expresada reforma, del pago de los salarios de tramitación meritados desde la 
fecha del despido hasta la notificación de la sentencia.

Por lo demás, debe tenerse en cuenta que el legislador ha previsto que en el su-
puesto de no optar el empresario por la readmisión o la indemnización se entiende 
que procede la primera (art. 56.3 ET).

Cuando la readmisión del trabajador, bien mediante opción expresa o tácita, 
se acreditase que fuera imposible por cese o cierre de la empresa obligada o 
cualquier otra causa de imposibilidad material o legal, el juez dictará auto en el 
que declarará extinguida la relación laboral en la fecha de dicha resolución y 
acordará que se abonen al trabajador las percepciones económicas previstas 
en los apartados 1 y 2 del artículo 56 del ET, pudiéndose fijar una indemniza-
ción adicional de hasta quince días de salario por año de servicio y un máximo 
de doce mensualidades en atención a las circunstancias concurrentes y a los 
perjuicios ocasionados por la no readmisión o por la readmisión irregular. En 
ambos casos, se prorratearán los periodos de tiempo inferiores a un año y se 
computará, como tiempo de servicio, el transcurrido hasta la fecha del auto 
(arts. 281.2 y 286.1 de la LRJS).

Realizadas las anteriores observaciones, podemos contemplar diversos supues-
tos específicos en virtud de los cuales la sentencia procede a resolver directamen-
te las consecuencias propias de la opción, con la condición de que se manifieste 
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expresamente durante el acto de juicio, ya sea por el propio trabajador, el empre-
sario o, como tendremos ocasión de comprobar, por el Fondo de Garantía Salarial 
(Fogasa).

1 EL SUPUESTO CONTEMPLADO EN EL ART. 110.1.B) DE  
LA LRJS. LA OPCIÓN EFECTUADA POR EL TRABAJADOR

Conforme lo dispuesto en el art. 110.1.b) de la LRJS, a solicitud de la parte deman-
dante y durante el acto de juicio, si constare no ser realizable la readmisión del tra-
bajador, podrá acordarse, en caso de improcedencia del despido, tener por hecha 
la opción por la indemnización en la sentencia, declarándose extinguida la relación 
en la propia sentencia y condenando al empresario a abonar la indemnización por 
despido, calculada hasta la fecha de la sentencia.

Consecuentemente, se exige acreditar la imposibilidad de la empresa de proceder 
a la readmisión del trabajador, entendida no de manera consciente y voluntaria, 
sin causa que justifique tal comportamiento, como tampoco de manera irregular 
(incorporando al trabajador en condiciones laborales diferentes a las habituales, 
ya sea con respecto de su centro de trabajo, jornada, horario, categoría profesio-
nal, funciones o salario), supuesto en el cual opera la previsión del incidente de no 
readmisión del art. 281 de la LRJS, sino por los motivos contemplados en el art. 
286.1 de la misma ley rituaria, esto es “cuando se acreditase la imposibilidad de 
readmitir al trabajador por cese o cierre de la empresa obligada o cualquier otra 
causa de imposibilidad material o legal”.

Ahora bien, ¿cabe igualmente que la sentencia condene al empresario al pago 
de los salarios de tramitación, atendido que no lo contempla expresamente el art. 
110.1.b) de la LRJS, al contrario de lo que sucede si se acude por la vía del art. 
281.2.b de la LRJS?

En torno a esta cuestión ha habido un cambio de doctrina de nuestros tribunales 
que puede resumirse de la siguiente manera:

1. En una primera fase doctrinal, se sostuvo la interpretación de que había de 
estarse a la literalidad del precepto en cuestión, que sólo alude al pago de la in-
demnización, cuyo importe debe calcularse hasta la fecha de la misma sentencia, 
pero excluyendo el pago de los salarios de tramitación, salvo que se acudiese 
posteriormente al incidente de ejecución.

Ejemplo de lo anterior lo protagonizan las siguientes sentencias:

a) La Sentencia n.º 3275/2015 de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Cataluña, de 20 de mayo de 2015 (recurso n.º 7155/2014), reunida en Sala 
General, resolvió en su FD segundo que:

“Ahora pretendemos, en la medida de sus posibilidades que nos ofrece 
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este asunto, unificar dicho criterio estableciendo que en este tipo de 
supuestos en los que exista imposibilidad de readmitir al trabajador, no 
se devengaran salarios de trámite. En resumen las razones que nos 
llevan a ello se sustentan en las previsiones que contiene el art. 110.1 
de la LRJS, según el cual: “ Si el despido se declara improcedente, se 
condenará al empresario a la readmisión del trabajador en las mismas 
condiciones que regían antes de producirse el despido, así como al 
abono de los salarios de tramitación a los que se refiere el apartado 2 
del artículo 56 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Traba-
jadores o, a elección de aquél, a que le abone una indemnización, cuya 
cuantía se fijará de acuerdo con lo previsto en el apartado 1 del artículo 
56 de dicha Ley , con las siguientes particularidades: 

a) En el acto de juicio, la parte titular de la opción entre readmisión o in-
demnización podrá anticipar su opción, para el caso de declaración de 
improcedencia, mediante expresa manifestación en tal sentido, sobre la 
que se pronunciará el juez en la sentencia, sin perjuicio de lo dispuesto 
en los artículos 111 y 112. 

b) A solicitud de la parte demandante, si constare no ser realizable la 
readmisión, podrá acordarse, en caso de improcedencia del despido, 
tener por hecha la opción por la indemnización en la sentencia, decla-
rando extinguida la relación en la propia sentencia y condenando al 
empresario a abonar la indemnización por despido, calculada hasta la 
fecha de la sentencia “. 

A la vista del contenido de la norma trascrita, puesta en relación a la 
redacción que tenía antes de que fuere modificada por la Ley 3/2012, 
de 6 de julio, se puede apreciar, que el legislador, en el actual apartado 
b), cuando recoge la posibilidad de que se tenga por hecha la opción 
por la indemnización en sentencia para el caso de imposibilidad de re-
admisión, solo prevé que los efectos de dicha extinción judicialmente 
declarada, conlleve el pago de la correspondiente indemnización por 
despido, calculando su importe hasta la fecha de la sentencia, pero 
nada dice ni refiere sobre el pago de salarios que esta contenía antes 
de ser modificada y en el que se añadía a lo anterior la frase  “... sala-
rios de tramitación, cuando procedan, hasta dicha fecha “. Además, tal 
supresión de ese último inciso cohonesta con la redacción del artículo 
56.1 del Estatuto de los Trabajadores que también fue afectado por di-
cha ley, en el sentido de que la opción por la extinción no lleva apareja-
da la obligación del pago de salarios de tramitación. No podemos negar 
que el precepto genera ciertas dudas interpretativas si se compara con 
otros preceptos de la misma norma,  y en concreto con el art. 286.1, 
que establece, que frente a la imposibilidad de readmitir al trabajador no 
solo se extinguirá su contrato de trabajo sino incluso el derecho a per-
cibir salarios de tramitación. Pero dicha contradicción ha de resolverse 
en el sentido que postulamos, pues no solo el precepto se refiere a la 
ejecución de sentencias, sino que no puede obviarse que el Legislador 
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de 2012 ha restringido la indemnización complementaria de los sala-
rios de tramitación a tan sólo los supuestos en los que se opte por la 
readmisión, conforme establece la actual redacción del artículo 56.1 del 
Estatuto de los Trabajadores, precisando dicha norma que la opción por 
la indemnización determinará la extinción del contrato de trabajo, que 
se entenderá producida en la fecha del cese efectivo del trabajo.  

Ahora bien tampoco podemos pasar por alto, que cuando el deman-
dante solicita la extinción de su contrato por imposibilidad manifiesta de 
ser readmitido, si concurre causa legal que lo impida, como ocurre en 
estos autos, debe permitirse al Juzgador decidir extinguir su contrato 
aplicando por analogía lo dispuesto en el art. 286.1 LRJS, pero con los 
efectos que regula el apartado 1.b del art. 110 LRJS, en relación con el 
cálculo de la indemnización, pues este precepto no hace otra cosa que 
modular el alcance de la indemnización para estos supuestos, y que en 
condiciones de normalidad hubiese supuesto su determinación como 
día final para su cálculo, el de la extinción decidida por el demandante, 
pero en cambio, en relación con los salarios de trámite, no habiéndose 
optado por la readmisión, las consecuencias de la concurrencia de una 
causa legal y manifiesta, no puede extenderse más allá, de los efectos 
que impone el art.  56.1 del TRLET, y por tanto, sus efectos se produci-
rán en la fecha efectiva del cese en el trabajo.

Interpretación que no impide ni altera, ni afecta a los supuestos que en 
ejecución regula el art. 286.1 LRJS -en los que no se haya ejercitado el 
derecho de opción, o la solicitud del demandante en el juicio-, y que por 
tanto se generen salarios de trámite, toda vez que, en estos se produjo 
ope legis la readmisión, y las consecuencias no pueden ser otras que 
las que regula dicho precepto. Es cierto, que esta posición puede dar 
lugar a que el demandante nunca pida voluntariamente la extinción de 
su contrato y espere a la fase de ejecución para poder percibir salarios 
de trámite, pero eso es una posibilidad que admitió el legislador, otra 
cosa sería, determinar si se puede anticipar la extinción en sentencia, y 
quien lo puede hacer, cuando existe una imposibilidad manifiesta de re-
admisión, pero esta cuestión no forma parte de este proceso, aunque lo 
correcto sería permitir al Juzgador con referencia al art. 286 LRJS que 
lo hiciera, y solo, en los supuestos de pérdida del derecho de opción 
ope legis, como ha ocurrido en el caso de autos, pero, no en el resto 
de los supuestos, si claro está la empresa o el trabajador no lo piden.”   

b) A similar conclusión llegó la posterior Sentencia de la Sala de lo Social del Tribu-
nal Supremo, de 19 de julio de 2016 (ponente Sr. D. Antonio V. Sempere Navarro), 
cuando en en su Fundamento de Derecho sexto, letra A, afirma lo siguiente:

2. Sin embargo, y con tan solo dos días de diferencia, la misma Sala de lo Social del 
Tribunal Supremo varió su doctrina por medio de su Sentencia de 21 de julio de 2016 (re-
curso nº 879/2015, ponente Sr. Jordi Agustí Julià), al reconocer el derecho al percibo de los 
salarios de tramitación desde la fecha del despido hasta la fecha de la extinción laboral.
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Su Fundamento de Derecho segundo, apartados 3 y 4, asevera que:

“3. Ahora bien, si tenemos en cuenta la descrita situación -declara-
ción de extinción de la relación laboral que, como práctica forense, 
viene siendo seguida por los Juzgados de lo Social- y ponemos en 
relación el silencio del señalado artículo 110.1.b) de la LRJS , res-
pecto a salarios de trámite, con las previsiones de otros preceptos, 
tanto del artículo 56 del Estatuto de  los Trabajadores, y en concreto 
de su apartado 3 –derecho a salarios de tramitación cuando concurre 
opción tácita de la empresa por la readmisión- como los artículos 278 
a 286 de la propia Ley que regulan “la ejecución de las sentencias 
firmes de despido”, y aplicados en la sentencia recurrida- y en con-
creto, el apartado 1 del artículo 286, en cuanto establece que, “sin 
perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, cuando se acre-
ditase la imposibilidad de readmitir al trabajador por cese o cierre de 
la empresa obligada o cualquier otra causa de imposibilidad material 
o legal, el juez dictará auto en el que declarará extinguida la relación 
laboral en la fecha de dicha resolución y acordará se abonen al tra-
bajador las indemnizaciones y los salarios dejados de percibir que 
señala el apartado 2 del artículo 281”, la solución puede -y entende-
mos debe ser- la que ya arbitró esta Sala ante la misma situación, si 
bien con anterioridad al redactado actual del artículo 110.1.b) de la 
LRJS en la sentencia de 6 de octubre de 2009 (rcud.2832/2008 ), de 
reconocer el derecho al percibo de los salarios de tramitación desde 
la fecha del despido hasta la fecha de la extinción laboral, solución 
seguida también en sentencias posteriores de 28 de enero de 2013 
(rcud. 149/2012 ) y 27 de diciembre de 2013 (rcud. 3034/2012), en 
supuestos singulares de imposibilidad de readmisión.

4. Esta interpretación viene avalada por la bondad de los antece-
dentes ya expuestos, en cuanto a la práctica forense señalada, que 
aplicando criterios de economía procesal, anticipaba la ejecución 
prevista en el artículo 284 de la Ley de Procedimiento Laboral -ac-
tualmente el señalado artículo 286 de la LRJS -, para no perjudi-
car más al trabajador injustamente despedido, y que ratificamos en 
nuestra también mencionada sentencia de 6 de octubre de 2009. Por 
el contrario, la interpretación estricta, no sólo perjudicaría al traba-
jador injustamente despedido, que es la parte perjudicada o víctima 
en la situación jurídica de despido improcedente, y beneficiaría a la 
empresa por una decisión injusta y contraria a la Ley, es decir, be-
neficia a quien causa el perjuicio o victimario en la situación jurídica 
del despido improcedente, sino que además desincentivaría, y sería 
contrario a cualquier principio de economía procesal en tanto que 
obligaría, de hecho, a todo trabajador despedido de forma improce-
dente y con la empresa cerrada, a no pedir la extinción contractual 
al momento de la sentencia, a no anticipar la solución del conflicto 
y esperar a la ejecución ordinaria, previsiblemente con readmisión 
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implícita por falta de opción empresarial, y por tanto con devengo de 
salarios de tramitación, a costa de una mayor dilación procesal y de 
un mayor esfuerzo y saturación de la administración de justicia, innece-
sarios para prestar la tutela efectiva”.

	
Y continúa señalando en su ordinal 5 que:

“Conviene señalar, expresamente, que esta interpretación que 
acogemos - que también vendría respaldada no sólo por los des-
critos antecedentes históricos de la singular situación jurídica ex-
puesta, sino también por principios de economía procesal, y tute-
la judicial efectiva en relación con el necesario resarcimiento del 
daño en igualdad de condiciones-, y que implica el reconocimien-
to del derecho del trabajador despedido de forma improcedente 
a percibir los salarios de tramitación desde la fecha del despido 
hasta la fecha de la sentencia que declare la extinción de la re-
lación laboral, requerirá siempre y en todo caso, el cumplimiento 
de los dos siguientes requisitos: a) que la extinción de la relación 
laboral sea solicitada expresamente por el trabajador demandan-
te; y, b) que en el acto del juicio se acredite la imposibilidad de su 
readmisión por cese o cierre de la empresa obligada o cualquier 
otra causa de imposibilidad material o legal.”

Bajo mi criterio, esta última doctrina resulta ser la más ajustada a una interpre-
tación integral y finalística de las normas procesales en aplicación, atendidas 
las siguientes circunstancias:

a) Se inclina por un elemental principio de economía procesal, evitan-
do que el trabajador deba acudir necesariamente a la vía ejecutiva, a 
través del incidente de no readmisión, para reclamar un importe indem-
nizatorio que, junto con el pago de los salarios de tramitación hasta la 
extinción de la relación laboral y aun cuando puedan ser de un quantum 
superior, en la gran mayoría de las ocasiones lo será sin efectividad 
alguna atendidas las limitaciones impuestas por el art. 33 del ET en 
los supuestos de insolvencia de la empresa ejecutada. Y lo anterior sin 
perjuicio del tiempo que medie entre la declaración de firmeza de la sen-
tencia hasta la del auto dando por definitivamente extinguida la relación 
laboral con la condena al pago de aquellos conceptos.

b) Se evita la dilación del procedimiento y una mayor carga de trabajo 
de nuestros tribunales.

c) Interpreta de manera finalística, lógica y contextual el mandato del 
art. 110.1.b) de la LRJS.

Consecuentemente, procede el pago no tan solo de la indemnización legal hasta 
la fecha de la sentencia sino, además, el del importe de los salarios de tramitación 
devengados desde la fecha de efectividad del despido hasta la de la sentencia que 
declare la improcedencia del despido.
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2   EL SUPUESTO CONTEMPLADO EN EL ART. 110.1.A) DE  
LA LRJS. LA OPCIÓN EFECTUADA POR EL EMPRESARIO

El segundo supuesto al que aludía es el establecido en el art. 110.1.a) de la LRJS, 
a cuyo tenor “En el acto de juicio, la parte titular de la opción entre readmisión o 
indemnización podrá anticipar su opción, para el caso de declaración de improce-
dencia, mediante expresa manifestación en tal sentido, sobre la que se pronuncia-
rá el juez en la sentencia, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 111 y 112”.

En tal caso, la sentencia ya no debe contemplar la opción patronal entre readmitir 
al trabajador injustamente despedido, abonándole los salarios de tramitación deja-
dos de percibir desde la fecha de efectos del despido hasta la de la notificación de 
la sentencia, o, de forma alternativa, procediendo a abonarle una indemnización, 
sino que es el empresario quien manifiesta expresamente en el acto de juicio, 
avanzándolo a este instante procesal, su opción por cualquiera de las alternativas 
que la ley le permite, de modo que si lo fuera por el abono de la indemnización 
debe calcularse desde la fecha de incorporación del trabajador a la empresa - esto 
es, considerando su antigüedad acreditada - hasta la fecha de efectos del despido, 
sin abono de salarios de tramitación, siendo estos debidos únicamente cuando la 
opción lo fuera por la readmisión del trabajador y desde la fecha de efectos del 
despido hasta la notificación de la sentencia, conforme a la regla general prevista 
en el art. 56, apartados 1 y 2 del ET y en  el art. 110.1 de la LRJS.

3 �EL DERECHO DE OPCIÓN EJERCIDO POR  
EL FONDO DE GARANTÍA SALARIAL

La reciente Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo nº 294/2019, de 
fecha 04/04/2019, recaída en el Recurso nº 1865/2018, confirmando la Sentencia 
nº 135/2018, de fecha 14/03/2018 de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de 
Justicia de Castilla y León, con sede de Burgos, dictada en el Recurso de Suplica-
ción nº 74/2018, resuelve un supuesto especial de opción.

La cuestión sometida al criterio de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo es 
la relativa a si el Fondo de Garantía Salarial (Fogasa) puede ejercitar la opción 
entre la readmisión o la indemnización en un supuesto de despido improcedente, 
cuando la empresa no comparece al acto del juicio y no es posible la readmisión, 
y su repercusión en orden al abono de los salarios de tramitación, atendiendo a lo 
dispuesto en el artículo 110 de la LRJS, advirtiendo que la cuestión controvertida 
ha sido ya unificada en su igualmente reciente Sentencia nº 160/2019, de fecha 
05/03/2019, recaída en el Recurso nº 620/2018, dictada por el Pleno.

Pues bien, la expresada resolución se remite al artículo 23.3 de la LRJS cuando 
establece que el Fogasa “dispondrá de plenas facultades de actuación en el proce-
so como parte, pudiendo oponer toda clase de excepciones y medios de defensa, 
aun los personales del demandado, y cuantos hechos obstativos, impeditivos o 
modificativos puedan dar lugar a la desestimación total o parcial de la demanda, 
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así como proponer y practicar prueba e interponer toda clase de recursos contra 
las resoluciones interlocutorias o definitivas que se dicten”.

La enumeración de tales facultades y su genérica formulación en aspectos como 
los subrayados, amén de lo que comporta la declaración legal de abonar “a los 
trabajadores el importe de los salarios pendientes de pago a causa de insolvencia 
o concurso del empresario” (art. 33.1 del ET), y las “indemnizaciones reconocidas 
como consecuencia de sentencia, auto, acto de conciliación judicial o resolución 
administrativa a favor de los trabajadores” (art. 33.2 del ET), determina la configu-
ración del Fogasa como acreedor de las citadas cantidades frente a la empresa 
incumplidora, ya que para el reembolso de las cantidades satisfechas la citada 
entidad gestora se subroga “obligatoriamente en los derechos y acciones de los 
trabajadores” (arts. 24 de la LRJS y 33.4 del ET) y como responsable subsidiario 
del abono de tales cantidades en el procedimiento asume el lugar de la empresa 
deudora, cuando ésta no concurre al acto de juicio oral y hace imposible su propia 
defensa.

En consecuencia y en recta aplicación de lo dispuesto el art. 110.1.a) de la LRJS, 
el derecho de opción que se le otorga al empresario cuando el despido se califica 
como improcedente entiende la Sala de lo Social del Tribunal Supremo que puede 
y debe ser ejercitado por el Fogasa con efectos plenos en aquellos casos en los 
que concurran, simultáneamente, las siguientes circunstancias:

a) Que la empresa no haya comparecido en el acto del juicio.

b) �Que estemos en presencia de alguno de los supuestos previstos en 
el artículo 23.2 de la LRJS, esto es, empresas incursas en proce-
dimientos concursales, así como de las ya declaradas insolventes 
o desaparecidas, y en las demandas de las que pudiera derivar la 
responsabilidad prevista en el art. 33.8 del ET, siempre que conste 
que la empresa ha cerrado sus actividades, siendo, en consecuen-
cia, imposible o de difícil realización la readmisión.

c) �Que se trate de un supuesto en el que el titular de la opción fuere el 
empresario, pues parece claro que no se puede sustituir el derecho 
de opción de quien no lo tiene.

d) �Que el Fogasa haya comparecido en el procedimiento en el momento 
de efectuar la opción.

En todo caso, la sentencia objeto de comentario acaba advirtiendo que en el con-
creto supuesto sometido a su consideración fue el trabajador quien ejercitó la op-
ción que le correspondía, de conformidad con lo establecido en el art. 110.1.b) de 
la LRJS, y tal opción resulta prioritaria por ser personal frente a la del Fogasa que 
es sustitutiva de la opción del titular inicial - la empresa -, por lo que al constar no 
ser realizable la readmisión, la opción allí atribuida al trabajador “es preferente 
respecto de la genérica opción establecida en el apartado a) de dicho precepto 
atribuida al que resultare ser titular de la opción”.
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UNIÓN EUROPEA
ADOPCIÓN DEFINITIVA (UE, Euratom) 2021/417 del presupuesto general de la 
Unión Europea para el ejercicio 2021. Ir a texto

Recomendación (UE) 2021/402 de la Comisión, de 4 de marzo de 2021, sobre un 
apoyo activo eficaz para el empleo tras la crisis de la COVID-19 (EASE). Ir a texto 

ESTATAL
Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, de medidas extraordinarias de apoyo a 
la solvencia empresarial en respuesta a la pandemia de la COVID-19. Ir a texto 

Real Decreto 144/2021, de 9 de marzo, por el que se modifica el Real Decreto 
221/2008, de 15 de febrero, por el que se crea y regula el Consejo Estatal de Res-
ponsabilidad Social de las Empresas. Ir a texto

Real Decreto 159/2021, de 16 de marzo, por el que se regulan los servicios de 
auxilio en las vías públicas. Ir a texto

Real Decreto 135/2021, de 2 de marzo, por el que se aprueba el Estatuto General 
de la Abogacía Española. Ir a texto

Real Decreto 177/2021, de 23 de marzo, por el que se modifica el Reglamento de 
retribuciones del personal de las Fuerzas Armadas, aprobado por el Real Decreto 
1314/2005, de 4 de noviembre. Ir a texto
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LEGISLACIÓN 
UNIÓN EUROPEA 
ESTATAL
AUTONÓMICA

LEGISLACIÓN 
UNIÓN EUROPEA 
ESTATAL
AUTONÓMICA

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=OJ:L:2021:093:FULL&from=EN
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/AUTO/?uri=uriserv:OJ.L_.2021.080.01.0001.01.SPA&toc=OJ:L:2021:080:TOC
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F03%2F13%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-3946.pdf&data=04%7C01%7C%7C07c7bf138d2a4c94eb5d08d8e6066131%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637512262496890189%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=Gzv7MfoUfh%2B4ISIZG%2FKGEJc6aHt4L5yxhurbAszj2tU%3D&reserved=0
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2021-3762
https://www.boe.es/boe/dias/2021/03/17/pdfs/BOE-A-2021-4194.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/03/24/pdfs/BOE-A-2021-4568.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/03/24/pdfs/BOE-A-2021-4571.pdf
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Orden SND/181/2021, de 2 de marzo, sobre las condiciones de cuarentena a las 
que deben someterse las personas procedentes de países de riesgo, durante la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. Ir a texto

Acuerdo de 18 de febrero de 2021, del Pleno del Tribunal Constitucional, sobre 
tratamiento de datos de carácter personal. Ir a texto

Acuerdo de 21 de enero de 2021, de la Comisión Permanente del Consejo General 
del Poder Judicial, por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno de la 
Audiencia Nacional, relativo a las normas sobre composición y funcionamiento de 
la Sala de lo Social. Ir a texto

Ley Orgánica 4/2021, de 29 de marzo, por la que se modifica la Ley Orgánica 
6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, para el establecimiento del régimen jurídi-
co aplicable al Consejo General del Poder Judicial en funciones. Ir a texto 

 Ley 2/2021, de 29 de marzo, de medidas urgentes de prevención, contención y coor-
dinación para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por el COVID- 19. Ir a texto

COMUNIDADES AUTÓNOMAS

Andalucía
Decreto 96/2021, de 23 de febrero, de creación de la Ventanilla única para la aten-
ción a las víctimas de violencia de género. Ir a texto

Aragón
CORRECCIÓN de errores de la Orden SAN/1262/2020, de 25 de noviembre, por 
la que se regula el contenido, el acceso, el procedimiento de obtención y los requi-
sitos generales de la prestación ortoprotésica. Ir a texto

ORDEN HAP/92/2021, de 19 de febrero, por la que se adaptan a formato elec-
trónico los anexos del Decreto 150/2010, de 7 de septiembre, del Gobierno de 
Aragón, por el que se regula la concesión de anticipos de retribuciones al personal 
al servicio de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón.  Ir a texto

ORDEN CDS/124/2021, de 22 de febrero, por la que se regula la acción concerta-
da en materia de prestación de servicios sociales en Aragón. Ir a texto
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https://www.boe.es/boe/dias/2021/03/03/pdfs/BOE-A-2021-3310.pdf
https://www.boe.es/eli/es/a/2021/02/18/(2)/dof/spa/pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/02/25/pdfs/BOE-A-2021-2941.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/03/30/pdfs/BOE-A-2021-4907.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/03/30/pdfs/BOE-A-2021-4908.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/boja
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2021/39/9
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERDOC&BASE=BOLE&PIECE=BOLE&DOCS=1-38&DOCR=1&SEC=FIRMA&RNG=200&SEPARADOR=&SECC-C=&PUBL-C=&PUBL=20210311&@PUBL-E=
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.boa.aragon.es%2Fcgi-bin%2FEBOA%2FBRSCGI%3FCMD%3DVERDOC%26BASE%3DBOLE%26PIECE%3DBOLE%26DOCS%3D1-37%26DOCR%3D3%26SEC%3DFIRMA%26RNG%3D200%26SEPARADOR%3D%26SECC-C%3D%26PUBL-C%3D%26PUBL%3D20210309%26%40PUBL-E%3D&data=04%7C01%7C%7C69dd3a814ec844fd974c08d8e2cefe47%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637508726272093144%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=a%2BAX9%2Bo1QptLe69GevwC5mOisletbe8LiJ5ycwBMtEM%3D&reserved=0
http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VERDOC&BASE=BOLE&PIECE=BOLE&DOCS=1-69&DOCR=4&SEC=FIRMA&RNG=200&SEPARADOR=&SECC-C=&PUBL-C=&PUBL=20210315&@PUBL-E=
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Illes Balears
Llei 1/2021, de 19 de febrer, de modificació de la Llei 1/2014, de 21 de febrer, de cans 
d’assistència Ir a texto

Decret 19/2021, de 26 de febrer, de la presidenta de les Illes Balears, pel qual 
es modifica el Decret 18/2020, de 27 de novembre, de la presidenta de les Illes 
Balears, pel qual s’actualitzen les mesures establertes com a conseqüència de la 
declaració de l’estat d’alarma per fer front a la situació d’emergència sanitària pro-
vocada per la COVID-19, i es vinculen als nivells d’alerta sanitària  Ir a texto

Decret 20/2021, de 26 de febrer, de la presidenta de les Illes Balears, pel qual 
s’estableixen mesures temporals i excepcionals per raó de salut pública per a la 
contenció de la COVID-19 a totes les Illes Balears, a l’empara de la declaració de 
l’estat d’alarma  Ir a texto

Decret 27/2021, de 12 de març, de la presidenta de les Illes Balears, pel qual 
s’estableixen mesures temporals i excepcionals per raó de salut pública per a la 
contenció de la COVID-19 a totes les Illes Balears, a l’empara de la declaració de 
l’estat d’alarma. Ir a texto
 
Acord del Consell de Govern de 12 de març de 2021 pel qual s’estableixen els 
nivells d’alerta sanitària per illes que han de vigir a la comunitat autònoma de les 
Illes Balears i s’estableixen mesures excepcionals de prevenció del contagi de la 
COVID-19 aplicables temporalment a les illes.  Ir a texto

Canarias
Decreto-ley 20/2020, de 26 de noviembre, por el que se establecen medidas ur-
gentes para paliar los efectos sociales derivados de la COVID-19 mediante el abo-
no de una prestación extraordinaria a las personas titulares de las pensiones no 
contributivas, del fondo de asistencia social, del subsidio de garantía de ingresos 
mínimos y de la prestación canaria de inserción, residentes en la Comunidad Au-
tónoma de Canarias. Ir a texto 

Decreto-ley 23/2020, de 23 de diciembre, por el que se modifica la normativa de 
atención a la infancia para adaptar los centros de atención inmediata como dispo-
sitivos de emergencia para el acogimiento de menores extranjeros no acompaña-
dos. Ir a texto

Cantabria
Ley Orgánica 2/2021, de 23 de marzo, de reforma de la Ley Orgánica 8/1981, de 
30 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para Cantabria, para la eliminación del 
aforamiento de los Diputados y Diputadas del Parlamento y del Presidente y Con-
sejeros del Gobierno. Ir a texto
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https://www.caib.es/eboibfront/es
http://www.caib.es/eboibfront/ca/2021/11345/645369/llei-1-2021-de-19-de-febrer-de-modificacio-de-la-l
http://www.caib.es/eboibfront/CA/2021/11346/645614/decret-19-2021-de-26-de-febrer-de-la-presidenta-de
http://www.caib.es/eboibfront/CA/2021/11346/645614/decret-19-2021-de-26-de-febrer-de-la-presidenta-de
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.caib.es%2Feboibfront%2Fpdf%2Fca%2F2021%2F28%2F1081191&data=04%7C01%7C%7Ccd1e521d73aa4cac702e08d8db06a6e2%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637500169200692367%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=kW5dHfvltmgV4il5StuffVGZHjFnHTmKRvakp4HrJVk%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.caib.es%2Feboibfront%2Fpdf%2Fca%2F2021%2F35%2F1082607&data=04%7C01%7C%7C07c7bf138d2a4c94eb5d08d8e6066131%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637512262496900171%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=uSny7aIxJ2jlj%2F73UqFtIUuprgl6gUp3OzisvN8ismw%3D&reserved=0
http://www.caib.es/eboibfront/CA/2021/11353/646321/acuerdo-del-consejo-de-gobierno-de-12-de-marzo-de-
http://www.gobiernodecanarias.org/boc/
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F03%2F20%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-4373.pdf&data=04%7C01%7C%7C8196554e5525409d2e3f08d8ec4f6eac%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637519173487634112%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=9pNjdH%2B57qYuAjsL5FO2teVfzfW2xat49y9u69l8wpg%3D&reserved=0
https://www.boe.es/boe/dias/2021/03/22/pdfs/BOE-A-2021-4398.pdf
https://boc.cantabria.es/boces/
https://www.boe.es/boe/dias/2021/03/24/pdfs/BOE-A-2021-4567.pdf
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Castilla La Mancha
Ley 11/2020, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Junta de Co-
munidades de Castilla-La Mancha para 2021. Ir a texto

Castilla y León
LEY 1/2021, de 22 de febrero, de Medidas Tributarias, Financieras y Administrati-
vas. Ir a texto

LEY 2/2021, de 22 de febrero, de Presupuestos Generales de la Comunidad de 
Castilla y León para 2021. Ir a texto

Catalunya
RESOLUCIÓ SLT/516/2021, de 26 de febrer, per la qual es prorroguen i es modifi-
quen les mesures en matèria de salut pública per a la contenció del brot epidèmic 
de la pandèmia de COVID-19 al territori de Catalunya. Ir a texto

RESOLUCIÓ SLT/612/2021, de 5 de març, per la qual es prorroguen i es modifi-
quen les mesures en matèria de salut pública per a la contenció del brot epidèmic 
de la pandèmia de COVID-19 al territori de Catalunya.  Ir a texto 

RESOLUCIÓ SLT/716/2021, de 12 de març, per la qual es prorroguen i es modifi-
quen les mesures en matèria de salut pública per a la contenció del brot epidèmic 
de la pandèmia de COVID-19 al territori de Catalunya. Ir a texto

Extremadura
Resolución de 9 de marzo de 2021, la Dirección General de Trabajo, por la que se 
modifica el anexo de la Resolución de 12 de noviembre de 2020, la Dirección Ge-
neral de Trabajo, por la que se hace público el calendario laboral oficial de fiestas 
locales para la Comunidad Autónoma de Extremadura en el año 2021. Ir a texto 

Galicia
LEI 8/2021, do 25 de febreiro, de modificación da Lei 8/2008, do 10 de xullo, de 
saúde de Galicia. Ir a texto

LEI 9/2021, do 25 de febreiro, de simplificación administrativa e de apoio á reacti-
vación económica de Galicia. Ir a texto

LEI 10/2021, do 9 de marzo, reguladora da acción exterior e da cooperación para 
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https://docm.castillalamancha.es/portaldocm/
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F03%2F09%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-3634.pdf&data=04%7C01%7C%7C69dd3a814ec844fd974c08d8e2cefe47%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637508726272123130%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=aaGh7G587kE4cDB0V3Xk0SYLU9QSrcHhe57q5xTIBvA%3D&reserved=0
https://bocyl.jcyl.es/
https://bocyl.jcyl.es/html/2021/02/25/html/BOCYL-D-25022021-1.do
https://bocyl.jcyl.es/html/2021/02/25/html/BOCYL-D-25022021-2.do
https://dogc.gencat.cat/es/inici/
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdogc.gencat.cat%2Fca%2Fdocument-del-dogc%2F%3FdocumentId%3D894371&data=04%7C01%7C%7Ccd1e521d73aa4cac702e08d8db06a6e2%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637500169200712352%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=Os58FqKujewV%2FVnX%2F3SpA4F40I8oCT1rGytQ8%2FtDLVQ%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdogc.gencat.cat%2Fca%2Fdocument-del-dogc%2F%3FdocumentId%3D894953&data=04%7C01%7C%7C35ecb4d4e36c40b58f5c08d8e094ca01%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637506277310716198%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=T7ZHZt2nzn5lcnWazTdJPdTIcV5DGLze7QyVzPLAx7M%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdogc.gencat.cat%2Fca%2Fdocument-del-dogc%2F%3FdocumentId%3D895571&data=04%7C01%7C%7C07c7bf138d2a4c94eb5d08d8e6066131%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637512262496950142%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=Vcp0FeDTwUG%2FuayuCUVK213zNIMMEAlSjYlEVq3wKNA%3D&reserved=0
http://doe.gobex.es/
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fdoe.gobex.es%2Fpdfs%2Fdoe%2F2021%2F510o%2F21060747.pdf&data=04%7C01%7C%7Cbfc4e78c2b7b48a4036808d8e84fa4e0%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637514776179669474%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=JaxiRVWi6ILD6wsTLH6%2B2jiud2Swd%2BZlz4Qgq3kGaag%3D&reserved=0
http://www.es.parlamentodegalicia.es/Leis/
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2021/20210226/AnuncioC3B0-240221-0001_gl.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2021/20210226/AnuncioC3B0-240221-0002_gl.html
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o desenvolvemento de Galicia. Ir a texto

CORRECCIÓN DE ERROS. Lei 4/2021, do 28 de xaneiro, de medidas fiscais e 
administrativas. Ir a texto

DECRETO 34/2021, do 11 de febreiro, polo que se crea a categoría estatutaria de per-
soal médico de hospitalización a domicilio do Servizo Galego de Saúde. Ir a texto

Madrid
◗ Decreto 9/2021, de 26 de febrero, de la Presidenta de la Comunidad de Madrid, 
por el que se modifica el Decreto 29/2020, de 26 de octubre, de la Presidenta de la 
Comunidad de Madrid, por el que se establecen las medidas de contención adop-
tadas para hacer frente a la COVID-19, en aplicación del Real Decreto 926/2020, 
de 25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para contener la pro-
pagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2, y el Decreto 7/2021, de 12 
de febrero, de la Presidenta de la Comunidad de Madrid, por el que se establecen 
medidas temporales para hacer frente a la COVID-19, en aplicación del Real De-
creto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para 
contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2.  Ir a texto

◗  Orden 226/2021, de 26 de febrero, de la Consejería de Sanidad, por la que se 
prorroga la Orden 154/2021, de 12 de febrero, de la Consejería de Sanidad, por 
la que se adoptan medidas específicas temporales y excepcionales por razón de 
salud pública para la contención del COVID-19 en la Comunidad de Madrid y se 
modifica la Orden 1405/2020, de 22 de octubre, por la que se adoptan medidas 
específicas temporales y excepcionales por razón de salud pública para la conten-
ción del COVID-19 en determinados núcleos de población, como consecuencia de 
la evolución epidemiológica. Ir a texto

◗ Orden 286/2021, de 5 de marzo, de la Consejería de Sanidad, por la que se mo-
difica la Orden 1405/2020, de 22 de octubre, por la que se adoptan medidas espe-
cíficas temporales y excepcionales por razón de salud pública para la contención 
del COVID-19 en determinados núcleos de población, como consecuencia de la 
evolución epidemiológica. Ir a texto

Navarra
Ley Foral 1/2021, de 11 de febrero, de Cuentas Generales de Navarra de 2019. 
Ir a texto 

Euskadi
Ley 1/2021, de 11 de febrero, por la que se aprueban los Presupuestos Generales 
de la Comunidad Autónoma de Euskadi para el ejercicio 2021. Ir a texto
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https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2021/20210315/AnuncioC3B0-090321-0001_gl.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2021/20210301/AnuncioC3B0-250221-0001_gl.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2021/20210301/AnuncioC3K1-240221-0001_gl.html
http://www.bocm.es/
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.bocm.es%2Fbocm-20210227-1%3Fajax_popup%3D1&data=04%7C01%7C%7Ccd1e521d73aa4cac702e08d8db06a6e2%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637500169200722346%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=JoVmFJl%2FVr85IzCUt4SAhRugP%2BQ8SatRcBFWnJVvmzc%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.bocm.es%2Fbocm-20210227-2%3Fajax_popup%3D1&data=04%7C01%7C%7Ccd1e521d73aa4cac702e08d8db06a6e2%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637500169200722346%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=CR6K97WVd7O7EgV9Vzg6Zuw6nrYb%2FfGm5cM%2BhZ9O2ks%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.bocm.es%2Fboletin%2FCM_Orden_BOCM%2F2021%2F03%2F06%2FBOCM-20210306-1.PDF&data=04%7C01%7C%7C35ecb4d4e36c40b58f5c08d8e094ca01%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637506277310716198%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=nwrwV9Al1GfSQp53rflno0kRjA%2F%2FNZlrrUAq1k%2Bxi5E%3D&reserved=0
https://bon.navarra.es/es/inicio
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F03%2F06%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-3491.pdf&data=04%7C01%7C%7C35ecb4d4e36c40b58f5c08d8e094ca01%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637506277310726198%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=oPzOyscjiLzd%2BvFlewjkCdtFEbyVT5YrYXSKaZIIbEo%3D&reserved=0
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/Ultimo.shtml
https://www.boe.es/boe/dias/2021/03/11/pdfs/BOE-A-2021-3764.pdf
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ESTATAL
Resolución de 18 de febrero de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el VIII Convenio colectivo de Iberdrola Grupo. Ir a texto

Resolución de 18 de febrero de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el Convenio colectivo de Compañía Logística de Hidro-
carburos CLH, SA. Ir a texto

Resolución de 3 de marzo de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el IV Convenio colectivo de baloncesto profesional ACB.Ir a 
texto

Resolución de 10 de marzo de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el III Convenio colectivo marco estatal del sector ocio educa-
tivo y animación sociocultural.   Ir a texto

Resolución de 18 de marzo de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el Acta de acuerdo de modificación del IV Convenio colectivo 
único para el personal laboral de la Administración General del Estado. 
Ir a texto

NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA
ESTATAL
AUTONÓMICA

NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA
ESTATAL
AUTONÓMICA
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https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F03%2F02%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-3284.pdf&data=04|01||702fcfddcc0e4dd5df5908d8dd4c18b7|84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa|1|0|637502666332871859|Unknown|TWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D|1000&sdata=khOMC2qyhzJkYQWmqousWuKNk72Bde%2BxZ6bxWr%2BnG0w%3D&reserved=0
https://www.boe.es/boe/dias/2021/03/03/pdfs/BOE-A-2021-3350.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/03/17/pdfs/BOE-A-2021-4226.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/03/17/pdfs/BOE-A-2021-4226.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/03/22/pdfs/BOE-A-2021-4476.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2021/03/24/pdfs/BOE-A-2021-4611.pdf
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Ocio educativo y animación sociocultural. Ir a texto

Resolución de 17 de marzo de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica el XXIV Convenio colectivo del sector de la banca. Ir a texto

AUTONÓMICA
Cantabria
Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Acuerdo de 
la Comisión Negociadora del Convenio Colectivo de sector de Comercio de Car-
nicerías y Charcuterías de Cantabria, por el que se aprueban las Tablas Salaria-
les para el año 2021. Ir a texto

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Acuerdo de 
la Comisión Negociadora del Convenio Colectivo de sector de Transporte de Mer-
cancías por Carretera de Cantabria, por el que se aprueban las Tablas Salariales 
para el año 2021. Ir a texto

CONSIGNATARIAS DE BUQUES Y AGENCIAS ADUANAS.  Ir a texto 

Catalunya
RESOLUCIÓ TSF/679/2021, de 25 de febrer, per la qual es disposa la inscripció i 
la publicació de l’acta de la Comissió negociadora del III Conveni col·lectiu inter-
provincial de treball per a oficines de farmàcia de les províncies de Girona, Lleida i 
Tarragona (codi de conveni núm. 79100075012013). Ir a texto

Extremadura
Resolución de 1 de febrero de 2021, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se ordena la inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos de 
Trabajo de la Comunidad Autónoma de Extremadura y se dispone la publicación 
del Acta de fecha 30 de noviembre de 2020, en la que se acuerda el Calendario 
Laboral para 2021, del “Convenio Colectivo Industria Siderometalúrgica para la 
provincia de Badajoz”. Ir a texto

Galicia
RESOLUCIÓN do 10 de febreiro de 2021, da Dirección Xeral de Relacións Labo-

JU
RI

SD
IC

CI
Ó

N 
SO

CI
AL

 M
AR

ZO
 2

02
1

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2021%2F03%2F22%2Fpdfs%2FBOE-A-2021-4476.pdf&data=04|01||c653e23b4a2a4892d86a08d8edd058d3|84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa|1|0|637520826503806606|Unknown|TWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D|1000&sdata=Q5krXPiFJit4PcqW54qUmc47uvaa%2FvgiVmsmYavqB8Y%3D&reserved=0
https://www.boe.es/boe/dias/2021/03/30/pdfs/BOE-A-2021-5003.pdf
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=358736
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=358737
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fexpinterweb.mitramiss.gob.es%2Fregcon%2Fpub%2FconsultaPublicaEstatal%3Fpagina%3D2&data=04|01||c653e23b4a2a4892d86a08d8edd058d3|84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa|1|0|637520826503836590|Unknown|TWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D|1000&sdata=YZCCSbrAcSPuk6N37xjtMuTGemjxLObSIzSEej%2B8olY%3D&reserved=0
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=895732
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2021/400o/21060518.pdf
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rais, pola que se dispón a inscrición no rexistro e a publicación, no Diario Oficial 
de Galicia, do acordo da Comisión Paritaria do VI Convenio colectivo autonómico 
para o sector de pompas fúnebres. Ir a texto

Murcia
Resolución de la Dirección General de Diálogo Social y Bienestar Laboral, por la 
que se dispone la inscripción en el registro y publicación del acuerdo de tabla sa-
larial año 2020 del convenio colectivo del Sector Oficinas y Despachos. Ir a texto

Resolución de la Dirección General de Diálogo Social y Bienestar Laboral, por la 
que se dispone la inscripción en el registro y publicación del acuerdo de convenio 
colectivo del sector Industrias Pimentoneras. Ir a texto

Navarra
RESOLUCIÓN 52C/2021, de 17 de febrero, de la Directora General de Política 
de Empresa, Proyección Internacional y Trabajo, por la que se acuerda el regis-
tro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de Navarra del Acuerdo de revi-
sión salarial para el año 2021 del Convenio Colectivo del Sector de Industrias 
Siderometalúrgicas de Navarra. Ir a texto

RESOLUCIÓN 54C/2021, de 17 de febrero, de la Directora General de Política 
de Empresa, Proyección Internacional y Trabajo, por la que se acuerda el regis-
tro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de Navarra del Convenio Colectivo 
del Sector de Industrias de la Madera de Navarra. Ir a texto 
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https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2021/20210301/AnuncioG0599-160221-0001_gl.html
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.borm.es%2Fservices%2Fanuncio%2Fano%2F2021%2Fnumero%2F1752%2Fpdf%3Fid%3D792339&data=04|01||4346d70d715444e1df6a08d8e91c0b96|84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa|1|0|637515654122538029|Unknown|TWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D|1000&sdata=q7FnON%2FHYyymP2RPUIg23ZIa435awwI6dVxviONwGdc%3D&reserved=0
https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2021/numero/1755/pdf?id=792342
https://www.asprometal.es/convenios-metal/31/188-tabla-salarial-2021-convenio-navarra.pdf
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2021/54/10
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TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL

JURISPRUDENCIA

VIUDEDAD
STC 1/2021. Ir a texto

Resumen: Pensión de viudedad 
Ponente: Excma. Sra. Dña. Encarnación 
Roca Trías. Recurso de amparo núm. 1343-
2018. Promovido por doña Joaquina Cortés 
Cortés en relación con la sentencia de la 

Sala de lo Social del Tribunal Supremo que 
desestimó su demanda de reconocimiento 
de pensión de viudedad. Supuesta discri-
minación por razón de raza: denegación de 
la pensión de viudedad consecuencia de la 
inexistencia de unión matrimonial recono-
cida por el ordenamiento español (STEDH 
de 8 de diciembre de 2009, asunto Muñoz 
Díaz c. España). Voto Particular.  

Accede a nuestra web:

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fhj.tribunalconstitucional.es%2FHJ%2Fdocs%2FBOE%2FBOE-A-2021-2820.pdf&data=04%7C01%7C%7C76138399f169493b38bc08d8f1c2b459%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637525166027806282%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=cc%2F%2Bgs%2BCwaCwdcuar8o3PCuzFkRMHsTjq9nEUDX3zxE%3D&reserved=0
http://www.juecesdemocracia.es/
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TRIBUNAL 
SUPREMO

JURISPRUDENCIA

CONDICION MÁS 
BENEFICIOSA
STS 4-2-2021.  Ir a texto 

Roj: STS 472/2021 - ECLI: 
ES:TS:2021:472  
No de Recurso: 147/2019 No de Resolu-
ción: 160/2021  
Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO AS-
TABURUAGA
 
Resumen: Condición más beneficiosa: la 
decisión de la empresa QUALITEL SERVI-
CES SA de realizar donaciones a diversas 
ONG, no resulta ajustada a derecho la for-
ma en que se ha realizado, a saber, susti-
tuir de forma unilateral el obsequio de Navi-
dad que desde el año 2002 venía haciendo 
a sus trabajadores por la citada donación, 
sin haber negociado ni, por ende, haber lle-
gado a ningún acuerdo al respecto con la 
representación legal de los trabajadores. 

CONVENIOS COLECTIVOS
STS 12-2-2021.  Ir a texto 

Roj: STS 486/2021 - ECLI: 
ES:TS:2021:486  
No de Recurso: 2839/2019  
No de Resolución: 197/2021   

Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: Convenio colectivo: aplicable: Se 
aplica el de Limpieza y no el de hostelería 
a empresa contratada para servicio de lim-
pieza en hotel. A efectos de la fijación de 
la categoría y del salario regulador de las 
consecuencias derivadas de la declaración 
de nulidad del despido de la trabajadora, el 
convenio colectivo aplicable debe ser el de 
limpieza y no el de hostelería, ambos pro-
vinciales. 

DAÑOS Y PERJUICIOS
STS 10-2-2021.  Ir a texto 

Roj: STS 654/2021 - ECLI:ES:TS:2021:654
No de Recurso: 4211/2018
No de Resolución: 190/2021
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PE-
LLICER

Resumen: Indemnización por daños y per-
juicios: los herederos de la trabajadora fa-
llecida por enfermedad profesional, cuya 
contingencia profesional fue declarada judi-
cialmente con posterioridad al fallecimiento, 
poseen legitimación para reclamar de la em-
presa la correspondiente indemnización que 
hubiera correspondido a la referida trabaja-
dora por daño derivado de culpa contractual.  
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EXCEDENCIA  
FAMILIARES
STS 5-2-2021. Ir a texto 

Roj: STS 456/2021 - ECLI: 
ES:TS:2021:456  
No de Recurso: 2102/2018  
No de Resolución: 161/2021   
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: Excedencia para el cuidado de 
familiares:    La excedencia por cuidado de 
familiares ( artículo 46.3, párrafo segundo, 
ET ) no incluye el supuesto de hijo de nueve 
años que necesita ayuda escolar para su-
perar el curso. Diferencia con la excedencia 
por cuidado de hijos ( artículo 46.3, párrafo 
primero, ET ).  

EXTINCION DEL 
CONTRATO DE TRABAJO
STS 3-2-2021. Ir a texto 

Roj: STS 408/2021 - ECLI: 
ES:TS:2021:408  
No de Recurso: 998/2018 
No de Resolución: 142/2021  
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: Extinción del contrato de trabajo: 
la extinción del contrato de trabajo por incapa-
cidad permanente total ( artículo 49.1 e) ET) 
que no va a ser objeto de revisión por mejoría 
antes de dos años ( artículo 48.2 ET), requiere 
comunicación escrita del empresario al traba-
jador, y si la ausencia de dicha comunicación 
escrita constituye un despido improcedente.  

HUELGA
STS 3-2-2021.  Ir a texto 

Roj: STS 643/2021 - ECLI: 
ES:TS:2021:643  
No de Recurso: 36/2019  
No de Resolución: 153/2021    
Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY 
SAHUN  

Resumen: Derecho de huelga. Vulnera-
ción existente.   Esquirolaje: conducta con-
sistente en la cobertura de actividades de 
trabajadores huelguistas por parte de otras 
personas no asignadas a las mismas. Du-
rante la huelga, se produjo  la  intervención 
de la empresa que implico la sustitución de 
los huelguistas y, en definitiva, la minimiza-
ción o merma de la acción pretendida con el 
conflicto, lo que siendo indicio para activar 
la tutela del derecho fundamental, solo si la 
empresa prueba que tal hecho obedeció a 
razones totalmente ajenas a esa finalidad, 
cabrá negar que la vulneración efectiva-
mente se hubiera producido

STS 9-2-2021. Ir a texto 

Roj: STS 681/2021 - ECLI:ES:TS:2021:681  
No de Recurso: 113/2019 
No de Resolución: 174/2021  
Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLE-
GO  

Resumen: Huelga: no resulta conforme a 
derecho la actuación de la empresa durante 
la huelga convocada por la representación 
legal de los trabajadores, consistente en im-
poner la realización de unos determinados 
servicios mínimos en cada uno de sus dife-
rentes centros de trabajo.  
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EXCEDENCIA  
FAMILIARES
STS 5-2-2021. Ir a texto 

Roj: STS 456/2021 - ECLI: 
ES:TS:2021:456  
No de Recurso: 2102/2018  
No de Resolución: 161/2021   
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: Excedencia para el cuidado de 
familiares:    La excedencia por cuidado de 
familiares ( artículo 46.3, párrafo segundo, 
ET ) no incluye el supuesto de hijo de nueve 
años que necesita ayuda escolar para su-
perar el curso. Diferencia con la excedencia 
por cuidado de hijos ( artículo 46.3, párrafo 
primero, ET ).  

IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACION
STS 2-2-2021. Ir a texto 

Roj: STS 453/2021 - ECLI: 
ES:TS:2021:453  
No de Recurso: 43/2019  
No de Resolución: 137/2021    
Ponente: RICARDO BODAS MARTIN  

Resumen: Derecho a la igualdad de trato: 
doble escala salarial. Inexistente. l abono 
de 105 euros de PS a los trabajadores, con-
tratados con anterioridad al 1-01-2013, no 
deriva de una decisión de FCC, sino que le 
vino impuesta por dos sentencias firmes, 
que declararon, en primer lugar, que la re-
ducción del PS, operada por FCC en 2012, 
constituyó una modificación sustancial de 
condiciones de trabajo, que se anuló, por-
que no se siguió el período de consultas, 
obligado por el art. 41.4 ET y declararon 

injustificada la medida, en segundo lugar, 
cuando FCC redujo el importe de la PS a 50 
euros, tras concluir sin acuerdo el período 
de consultas, mientras que los trabajado-
res, contratados después del 1-01-2013, no 
percibieron nunca la PS por un importe de 
105 euros, toda vez que ninguno de ellos 
estuvo afectado en el ámbito personal de 
aquellos conflictos colectivos.  

Por consiguiente, no nos encontramos, ante 
situaciones iguales a las que se da un tra-
to salarial injustificado, como pretenden los 
recurrentes. - Por el contrario, los trabaja-
dores, que percibían una PS de 105 euros 
con anterioridad al 1-01-2013, la continúan 
percibiendo, porque así se dispuso en sen-
tencias judiciales firmes, mientras que, 
los trabajadores, contratados después del 
1-01-2013, perciben la PS de 50 euros, por-
que así lo dispuso el pliego de condiciones 
de 2012 en adelante, lo que permite cons-
tatar que las situaciones de partida están 
diferenciadas claramente.  

STS 4-3-2021. Ir a texto 

Roj: STS 885/2021 - ECLI:ES:TS:2021:885  
No de Recurso: 130/2019 
No de Resolución: 272/2021  
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: Discriminación por razón de gé-
nero: No es discriminatorio por razón de 
género ek art,38e) Convenio Colectivo, que 
dice “ “Las labores de carga y descarga que 
exijan subirse a camiones y buques, serán 
realizadas por el personal que con cargo 
a su clasificación profesional corresponda, 
respetando el que en la actualidad esté ads-
crito a dichas tareas
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INTEGRIDAD FISICA
STS 17-2-2021.  Ir a texto

Roj: STS 449/2021 - ECLI: 
ES:TS:2021:449  
Id Cendoj: 28079149912021100008 
No de Recurso: 129/2020 
No de Resolución: 217/2021  
Procedimiento: Recurso de casación 
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PE-
LLICER  

Resumen: Tutela de derechos fundamenta-
les. Jurisdicción: se confirma la estimación 
parcial la demanda de tutela de derechos 
fundamentales (derecho a la salud, a la vida 
y a la integridad física) condenando al Ser-
vicio Vasco de Salud al cese inmediato en 
su conducta vulneradora y al cumplimiento 
de su deuda de seguridad, en concreto, a 
llevar a cabo la evaluación de riesgos por 
COVID 19 de los puestos de trabajo y por 
tareas específicas en los centros hospitala-
rios de Santa Marina, Gorlitz y en la red de 
salud mental de Araba.  

Competencia del orden social de la jurisdic-
ción para conocer de la demanda de tutela 
de derechos fundamentales interpuesto por 
el sindicato CCOO frnete al Servicio Vasco 
de Salud (Osakidetza). Así se desprende de 
la recta interpretación del artículo 2 e) LRJS 
y de la jurisprudencia de esta Sala Cuarta 
citada y del auto de la Sala de Conflictos de 
Competencia de este Tribunal núm. 12/2019, 
16 de mayo de 2019 (conf. 22/2018), que 
han interpretado aquel precepto.  

Sostiene el informe del Fiscal que se ha 
producido un uso “estratégico” y, por tanto, 
abusivo del proceso de derechos fundamenta-
les que banaliza el concepto de los derechos 
fundamentales a la vida y a la integridad física 
intentando igualarlos con los derechos a la se-
guridad e higiene en el trabajo que se contie-
nen dentro del Capítulo que la CE dedica a los 
principios de la política social y económica.  
2.- La Sala no comparte las referidas apre-

ciaciones del Ministerio Fiscal, ni con ca-
rácter general, ni mucho menos ante la si-
tuación que han vivido, y siguen viviendo a 
fecha de hoy, los profesionales sanitarios 
en su lucha contra la pandemia ocasiona-
da por el COVID 19, situación de absoluta 
excepcionalidad que ha afectado a toda la 
población y en la que ha descansado sobre 
los profesionales sanitarios la mayor parte 
de la respuesta que los estados están pu-
diendo dar.  

De la doctrina constitucional (SSTC 160/2007, 
de 2 de julio y 62/2007, de 7 de marzo), im-
porta destacar las siguientes afirmaciones:  

a) El art. 15 CE ampara de forma autónoma 
el derecho fundamental a “la integridad físi-
ca y moral”, y su ámbito constitucionalmen-
te garantizado protege “la inviolabilidad de 
la persona, no sólo contra ataques dirigidos 
a lesionar su cuerpo o espíritu, sino también 
contra toda clase de intervención en esos 
bienes que carezca del consentimiento de 
su titular”.  

b) Estos derechos, destinados a proteger 
la “incolumidad corporal” ( STC 207/1996, 
de 16 de diciembre), han adquirido también 
una dimensión positiva en relación con el li-
bre desarrollo de la personalidad, orientada 
a su plena efectividad, razón por la que se 
hace imprescindible asegurar su protección 
no sólo frente a las injerencias ya mencio-
nadas, sino también frente a los riesgos que 
puedan surgir en una sociedad tecnológica-
mente avanzada ( STC 119/2001, de 24 de 
mayo).  

c) El derecho a que no se dañe o perjudique 
la salud personal queda también compren-
dido en el derecho a la integridad personal 
( STC 35/1996, de 11 de marzo) aunque no 
todo supuesto de riesgo o daño para la salud 
implique una vulneración del derecho funda-
mental, sino tan sólo aquél que genere un 
peligro grave y cierto para la misma ( SSTC 
5/2002, de 14 de enero y 119/2001, de 24 
de mayo).  
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Estas afirmaciones, como pone de relieve la 
citada STC 160/2007 no implican situar en 
el ámbito del artículo 15 CE una suerte de 
cobertura constitucional frente a cualquier 
orden de trabajo que en abstracto, apriorís-
tica o hipotéticamente pudiera estar contra-
indicada para la salud. Al contrario, supone 
únicamente admitir que una determinada 
actuación u omisión de la empleadora en 
aplicación de sus facultades de especifica-
ción de la actividad laboral podría compor-
tar, en ciertas circunstancias, un riesgo o 
daño para la salud de la persona trabajadora 
cuya desatención conllevara la vulneración 
del derecho fundamental citado. En concre-
to, tal actuación u omisión podría afectar 
al ámbito protegido por el artículo 15 CE 
cuando tuviera lugar existiendo un riesgo 
constatado de producción cierta, o potencial 
pero justificado ad casum, de la causación 
de un perjuicio para la salud. Precisamente 
por esa razón, el TC ha precisado que para 
apreciar la vulneración del artículo 15 CE 
en esos casos no será preciso que la lesión 
de la integridad se haya consumado, lo que 
convertiría la tutela constitucional en una 
protección ineficaz ex post, bastando por el 
contrario que se acredite un riesgo relevan-
te de que la lesión pueda llegar a producirse 
(en este sentido, SSTC 221/2002, de 25 no-
viembre y 220/2005, de 12 de septiembre, 
entre otras).  

3.- A la Sala no le cabe ninguna duda de 
que una hipotética omisión de los elemen-
tales deberes de prevención (no evaluación 
de riesgos, no realización de la actividad 
preventiva o no entrega de equipos de pro-
tección 6 individual) ante la existencia de 
un riesgo constatado de producción cierta 
o potencial de un daño para la salud deriva-
do del COVID 19 podría afectar, en función 
de las circunstancias en las que se produ-
jera, a los derechos que protege el artícu-
lo 15 CE. En este sentido, resulta evidente 
que los profesionales sanitarios han estado 
especialmente expuestos, por razón de su 
actividad laboral, a sufrir las consecuencias 

de la infección por el mencionado virus. No 
cabe duda de que, en este excepcional caso 
de pandemia, el ejercicio de las diversas ac-
tividades sanitarias supone, por el estrecho 
contacto con los enfermos, un riesgo grave 
y concreto sobre su vida e integridad física 
que puede materializarse o incrementarse 
por el incumplimiento de normas de preven-
ción de riesgos laborales, pudiendo existir, 
en atención a las extraordinarias circuns-
tancias que derivan de la pandemia, una 
relación directa de causa a efecto entre el 
incumplimiento de obligaciones preventivas 
y el riesgo cierto y concreto de afectación 
a los derechos fundamentales a la integri-
dad física o a la vida; lo que, al margen de 
que tal hipótesis pudiera constatarse, justi-
fica sobradamente la utilización del proceso 
preferente y sumario de tutela de los dere-
chos fundamentales.  

Por ello, parece lógico, con independencia 
de la solución del fondo del asunto, que 
quien pretenda reclamar el cumplimiento de 
obligaciones preventivas ante el riesgo que 
supone, especialmente para el personal sa-
nitario, la incidencia del COVID 19, pueda 
utilizar el procedimiento de tutela de dere-
chos fundamentales para la protección del 
derecho a la salud, a la vida y a la integridad 
física de los empleados, sin que pueda con-
siderarse que tal utilización sea abusiva o in-
adecuada, ya que, lo decisivo pues, a efec-
tos de la adecuación del procedimiento, no 
es que la pretensión deducida esté correc-
tamente fundada y deba ser estimada, sino 
que formalmente se sustancie como una 
pretensión de tutela, es decir, que se afir-
me por el demandante la existencia de una 
violación de un derecho fundamental. Así lo 
declaró el Tribunal Constitucional, al afirmar 
que «para deslindar el problema procesal y 
la cuestión de fondo, es preciso reconocer 
que basta con un planteamiento razonable 
de que la pretensión ejercitada versa sobre 
un derecho fundamental, lo que es bastan-
te para dar al proceso el curso solicitado, 
con independencia de que posteriormente 
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el análisis de la cuestión debatida conduzca 
o no al reconocimiento de la infracción del 
derecho constitucional invocado». Porque 
«si, ejercitándose una pretensión cualifica-
da por la indicada fundamentación se niega 
el proceso, se está privando al que acciona 
de garantías jurisdiccionales de derechos o 
libertades fundamentales» (STC 31/1984). 

JUBILACION  
ANTICIPADA
STS 10-2-2021. Ir a texto 

Roj: STS 526/2021 - ECLI: 
ES:TS:2021:526  
No de Recurso: 3370/2018  
No de Resolución: 183/2021   
Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY 
SAHUN  

Resumen: Jubilación anticipada: No proce-
de cuando la extinción de la relación laboral 
se produce a instancia del trabajador por 
imago reiterado de salarios. Esa minora-
ción de la edad de jubilación se halla es-
trictamente vinculada a la concurrencia de 
la circunstancia que constituye el elemento 
esencial de la propia institución jurídica: la 
involuntariedad del cese. Ahora bien, el pre-
cepto no equipara a ello cualquier supuesto 
de desempleo, sino que efectúa una clara 
concreción de los supuestos en que, “a es-
tos efectos” (sic), se reconoce la existencia 
de una situación de “reestructuración em-
presarial que impida la continuación de la 
relación laboral”.  
Por consiguiente, la ley excluye todas las 
demás situaciones que dan lugar a la extin-
ción del contrato de trabajo y también obe-
decen a causa no imputable al trabajador. 
Y, en este punto, hemos de sostener que 
tampoco cabe incluir los incumplimientos 
contractuales del empresario -como son los 
que sirven para el ejercicio de la acción del 

art. 50 ET, de la que se trata en el presente 
caso-.  
Sostener lo contrario llevaría a desdibujar 
la finalidad buscada por el legislador que 
expresa y taxativamente ha querido centrar 
de forma limitada y estricta la posibilidad 
de acceso a la jubilación anticipada y, para 
ello, ha definido un concepto, elaborado “ad 
hoc”, como es el de la “reestructuración em-
presarial”, fijando y concretando el conteni-
do y alcance del mismo.

JURISDICCION  
SOCIAL
STS 10-2-2021. Ir a texto 

Roj: STS 659/2021 - ECLI:ES:TS:2021:659 
Fecha: 10/02/2021 
No de Recurso: 3740/2018 
No de Resolución: 186/2021 
Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE 
NAVARRO 

Resumen: Jurisdicción: Despido concursal 
y grupo de empresas.  El orden social de la 
jurisdicción no es competente para conocer 
la impugnación individual del despido colec-
tivo concursal cuando se demanda tanto a 
la empresa concursada cuanto a una terce-
ra. Imposibilidad de que la competencia del 
Juez del Concurso, incluso tras la entrada 
en vigor de las reformas de 2011 en la LC, 
se extienda a personas diversas a la con-
cursada, pero no se refieren al cuestiona-
miento del despido concursal.  
Con arreglo a nuestra más reciente doctri-
na, cuando se quiere cuestionar la validez 
del despido acordado en el seno del concur-
so hay que accionar (individual o colectiva-
mente) ante el Juzgado de lo Mercantil. Eso 
es así incluso si se desea plantear la exis-
tencia de un posible fenómeno empresarial 
de agrupación. Se trata de criterio acogido 
tanto antes cuanto después de las modifica-
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ciones introducidas en la LC que entraron 
en vigor a principio de enero de 2012.  

Pero si no se cuestiona la validez del despi-
do concursal, sino que se reclama el abono 
de determinadas cantidades derivadas de 
la extinción contractual que comporta (sean 
indemnizatorias o retributivas) la solución 
debe ser la opuesta. La competencia exclu-
siva del Juez Mercantil desaparece cuando 
se trata de una reclamación laboral dirigida 
frente a quienes no son sujetos concursa-
dos. En estos casos, la excepcionalidad de 
la atribución competencial en favor del Juez 
del Concurso juega en favor de la jurisdic-
ción social cuando no aparezca una norma 
explícita que le asigne el conocimiento de 
determinado asunto.  

STS 18-2-2021. Ir a texto 

Roj: STS 502/2021 - ECLI: ES:TS:2021:502  
No de Recurso: 105/2020 
No de Resolución: 218/2021  
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN  

Resumen: Tutela de derechos fundamen-
tales: se confirma la estimación parcial de 
la demanda interpuesta por el sindicato Ert-
zaintzaren Sindikatu Abertzale Nazionala 
(ESAN) contra la Consejería de Seguridad 
del Gobierno Vasco en materia de dere-
chos fundamentales y prevención de ries-
gos laborales, que declaró la obligación de 
aquella Consejería de suministrar a todos 
los efectivos de la Ertzaintza determinados 
medios de protección frente a la Covid-19.  

Debe insistirse, así, en la competencia «ple-
na» de la jurisdicción laboral en materia de 
prevención de riesgos laborales ( STS, 4a, 
14 de octubre 2014, rec. 265/2013, reitera-
da por otras posteriores, y STS, Pleno Sala 
4a; 483/2019, 24 de junio de 2019, rec. 

123/2018), aun cuando los afectados sean 
personal funcionarial o estatutario (y no la-
boral) de la Administración empleadora.  

LITISPENDENCIA
STS 2-2-2021. Ir a texto 

Roj: STS 452/2021 - ECLI: ES:TS:2021:452  
No de Recurso: 54/2019  
No de Resolución: 138/2021    
Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY SA-
HUN  

Resumen: Litispendencia. Existencia. los 
acuerdos que constituyen el núcleo de la de-
nuncia de vulneración de la libertad sindical 
en el presente caso fueron también la base 
para la demanda de impugnación de los 
mismos por vulneración de derechos fun-
damentales del sindicato CGT, a la que se 
adhirió el sindicato ahora accionante. Dicha 
demanda fue desestimada por la sentencia 
de la misma Sala de instancia de 14 de sep-
tiembre de 2018 (autos 220/2018).  
La demanda rectora del presente procedi-
miento se presentó el 28 de septiembre de 
2018 y, como queda ya consignado, a ella 
se adhirió el sindicato CGT.  

3. Nos encontramos, sin duda, ante preten-
siones análogas frente a las mismas partes 
demandadas planteadas por los mismos 
actores. Las escasas diferencias que pudie-
ran apreciarse entre una y otra demanda no 
alteran el hecho de que ambas plasmaban 
la misma pretensión con base a idénticos 
fundamentos de Derecho. Tampoco es óbi-
ce a ese análisis comparativo el que en un 
supuesto se pidiera la nulidad de los acuer-
dos y en el otro la declaración de la vulne-
ración de los derechos fundamentales. Para 
los dos sindicatos, respectivamente de-
mandantes y adherentes a la demanda, los 
acuerdos alcanzados por la empresa - re-
flejados en el relato fáctico de la sentencia- 
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constituyen actos vulneradores del derecho 
a la libertad sindical y a la no discriminación 
en razón de aquélla. Ésa es la cuestión nu-
clear de los dos litigios -insistimos, con in-
dependencia de la precisa formulación con 
mayor o menor acento en la búsqueda de 
la nulidad de los acuerdos controvertidos-, 
tanto del que había sido resuelto por la Sala 
de instancia unos días antes de presentar-
se la demanda que aquí nos trae, como del 
presente.  

Compartimos plenamente la apreciación de 
la excepción de litispendencia que hace la 
sentencia recurrida.  

NEGOCIACION 
COLECTIVA
STS 27-1-2021. Ir a texto 

Roj: STS 396/2021 - ECLI: 
ES:TS:2021:396  
No de Recurso: 116/2019 
No de Resolución: 109/2021   
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE  

Resumen: Negociación colectiva: vulnera-
ción inexistente de la libertad sindical. Com-
posición de la comisión negociadora. No 
se ha vulnerado la libertad sindical porque 
el sindicato CSIF ha podido designar a los 
miembros de la Comisión Negociadora que 
ha querido. El hecho de que el sindicato no 
pueda modificar discrecional e injustificada-
mente la composición de dicha Comisión en 
cada pleno no constituye una violación de la 
libertad sindical. La finalidad de mantener una 
cierta estabilidad de la Comisión Negociado-
ra, para favorecer la negociación, así como la 
vinculación del sindicato a la designación de 
los miembros de dicha Comisión efectuada 
unos días antes, suponen que la negativa 
empresarial a dicho cambio no ha causado 
la infracción del citado derecho fundamental.  

La tesis de la parte demandante vulneraría 
la seguridad jurídica al introducir incerti-
dumbre acerca de los miembros asistentes 
a cada reunión de la Comisión Negociado-
ra. Supondría un cuestionamiento constan-
te de éstos incompatible con el desarrollo 
normal y estable de un proceso de nego-
ciación.  

Por último, no consta que la empresa haya 
permitido que otros sindicatos cambien dis-
crecionalmente los integrantes de la Co-
misión Negociadora del convenio colectivo 
pocos días después de su designación, por 
lo que ni concurre una condición más bene-
ficiosa, ni un trato desigual en relación con 
otras organizaciones sindicales.

STS 2-2-2021. Ir a texto 

Roj: STS 401/2021 - ECLI: 
ES:TS:2021:401  
No de Recurso: 128/2019 
No de Resolución: 141/2021  
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE  

Resumen: Negociación colectiva: nulidad del 
convenio por fraude en la negociación colecti-
va. Se han acreditado los siguientes indicios: 
1) El convenio colectivo impugnado es tra-
sunto casi literal del suscrito en 2013, con 
las citadas salvedades puntuales. 
2) Las elecciones de los delegados de per-
sonal de los centros de trabajo de Alcudia y 
Madrid, con seis trabajadores cada uno, se 
celebraron el 30 de abril de 2013. Uno de 
los dos delegados de personal elegidos es 
Jefe de Administración de la empresa.  
3) Veintidós días más tarde, el 22 de mayo 
de 2013, se constituyó la comisión nego-
ciadora del convenio colectivo de empresa. 
Siete días después se aprobó el convenio 
colectivo.  
3) El convenio colectivo de 2018 se suscri-
bió por los mismos miembros de la comisión 
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negociadora del primer convenio anulado.  
4) Este segundo proceso negociador se ini-
ció el día 4 de enero de 2018. El día 8 de 
enero se constituyó la comisión negociadora, 
aprobando un calendario que se incumplió.  
5) Hubo una primera reunión de la comisión 
negociadora el 15 de enero de 2018; la se-
gunda el 4 de abril de 2018, que aprobó el 
borrador del convenio sin efectuar modifica-
ción alguna; y la tercera el 25 de abril, en la 
que se manifestó la conformidad con todo el 
articulado del convenio, firmándolo.  
6) Las únicas tablas salariales del convenio 
colectivo de 2018 son las del año 2013. Se 
fija un salario de 750 euros mensuales para 
el grupo II y 645 euros mensuales para el 
grupo III. En los años sucesivos el incre-
mento salarial se ajusta al IPC.  
7) Se fija una jornada anual de 1.823 horas, 
con distribución irregular libre mensual, de 
lunes a domingo.  
8) El convenio colectivo tiene cinco años de 
aplicación retroactiva y prolonga su vigen-
cia hasta el año 2025, con una duración to-
tal inicial de 13 años. 

PERSONAL LABORAL 
AL SERVICIO DE LA 
ADMINISTRACION

STS 2-3-2021. Ir a texto 

Roj: STS 851/2021 - ECLI:ES:TS:2021:851  
No de Recurso: 1577/2019  
No de Resolución: 255/2021 
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO PE-
LLICER  

Resumen: Personal laboral administración 
pública: hay que aplicar los efectos de cosa 
juzgada en un supuesto en el que la traba-
jadora reclamó por despido contra su cese y 
consiguiente extinción del contrato ,habien-

do recaído sentencia firme que declaró la 
extinción ajustada a derecho; y, con poste-
rioridad, presentó demanda en reclamación 
de una indemnización de veinte días por 
año de servicio derivada de la extinción de 
su contrato  

PROTECCION DE DATOS
STS 8-2-2021. Ir a texto 

Roj: STS 518/2021 - ECLI: ES:TS:2021:518  
No de Recurso: 84/2019  
No de Resolución: 163/2021    
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PAREDES  

Resumen: Derecho a la protección de da-
tos de carácter personal: a nulidad del 
denominado por la empresa “ Proyecto 
Tracker”, que supone la obligación para 
el trabajador con categoría de repartidor 
de aportar a la actividad empresarial de 
un teléfono móvil con conexión a internet 
de su propiedad, y la aplicación informá-
tica de la empresa que permite la geolo-
calización del dispositivo y del trabajador 
durante su jornada laboral; así como la 
nulidad de las cláusulas introducidas en 
los contratos/tipo o novaciones que exi-
jan la aportación del teléfono móvil con 
conexión a internet del trabajador en be-
neficio de la empresa por aplicación del 
referido “Proyecto Trucker, que la implan-
tación del Proyecto Tracker ha incumplido 
los requisitos de información y consulta 
previa establecidos en el art. 64.5 del ET 
y la nulidad de las medidas disciplinarias 
previstas en el proyecto Tracker y en las 
cláusulas contractuales al no ajustarse al 
régimen establecido en el convenio colec-
tivo ni a los supuestos previstos en el art. 
45 y 49 del ET”.  
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SALARIOS
STS 3-3-2021. Ir a texto 

Roj: STS 880/2021 - ECLI:ES:TS:2021:880  
No de Recurso: 1762/2018  
No de Resolución: 256/2021   
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PAREDES  

Resumen: Complementos no salariales 
Plus de peligrosidad, penosidad y toxicidad: 
si procede el reconocimiento del plus de pe-
nosidad, peligrosidad y toxicidad que se ha 
reclamado de la Comisión del Convenio Co-
lectivo, sin que ésta haya dado respuesta 
a dicha solicitud.   Reitera doctrina: a STS 
de 28 de octubre de 2020, rcud 3120/2018 
ha dado respuesta al debate que se trae al 
presente recurso, reiterándose en ella la 
doctrina que se recogía en la STS de 14 de 
febrero de 2019, rcud 670/2017, citada en el 
informe del Ministerio Fiscal, así como en la 
de 8 de julio de 2019, rcud 1021/2018 y 12 
de noviembre de 2019, rcud 936/2017.  

SANCIONES 
DISCIPLINARIAS
STS 10-2-2021. Ir a texto 

Roj: STS 517/2021 - ECLI: 
ES:TS:2021:517  
No de Recurso: 1329/2018  
No de Resolución: 178/2021   
Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO AS-
TABURUAGA  

Resumen: Sanciones disciplinarias:  Recu-
rribilidad en suplicación.   No es ajustado a 
derecho que el Juez de instancia mantenga 
la calificación de falta muy grave y revoque 
en parte la sanción impuesta, autorizando al 
empresario a imponer una sanción diferen-
te, adecuada a la gravedad de la falta. Tal 
revocación parcial solo procede en aque-
llos casos en los que, como dice el artícu-

lo 115.1 c) LPL , la falta no hubiese sido 
adecuadamente calificada. En el supuesto 
examinado la Sala de lo Social del Tribu-
nal Superior de Justicia del País Vasco, 
en la sentencia ahora recurrida, sentencia 
del 16 de enero de 2018, recurso número 
2494/2017, confirma la sentencia de instan-
cia que, manteniendo la calificación de falta 
muy grave apreciada por el empresario, tipi-
ficada en el Anexo, artículo 2.3 b) del Con-
venio Colectivo del Sector de la Industria 
Siderometalúrgica de Bizkaia para los años 
2001-2003, revoca parcialmente la sanción 
impuesta de suspensión de empleo y suel-
do de 21 días, autorizando la imposición en 
el plazo de diez días siguientes a la notifica-
ción de la sentencia firme, de una sanción 
adecuada a la gravedad de la falta.  

SEGURIDAD SOCIAL
STS 15-2-2021. Ir a texto 

Roj: STS 662/2021 - ECLI:ES:TS:2021:662  
No de Recurso: 2582/2018  
No de Resolución: 198/2021   
Ponente: RICARDO BODAS MARTIN  

Resumen: Seguridad social de trabajadores 
migrantes: los firmantes del Convenio de 
Seguridad Social Hispano Argentino quisie-
ron que la residencia en uno u otro país no 
pudiera afectar a las prestaciones económi-
cas, reconocidas por las partes, lo que in-
cluye a la pensión de jubilación o vejez (art. 
2.1.b), con más sus complementos, suple-
mentos o revalorizaciones (art. 1.J), convi-
niendo expresamente que, no estarán suje-
tas a reducción, modificación, suspensión, 
supresión o retención por el hecho de que el 
beneficiario se encuentre o resida en el terri-
torio de la otra Parte, y se le harán efectivas 
en el mismo, conforme a los procedimientos 
vigentes en cada Parte ( art. 5.1), es claro 
que el Reino de España no puede apartarse 
del cumplimiento de sus obligaciones inter-

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2F5f0b46ebfa9391ca%2F20210323&data=04%7C01%7C%7C76138399f169493b38bc08d8f1c2b459%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637525166027816276%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=%2BVvazFstZwOCD%2FFGI%2FJFdjyCppolBH5QR7qPOSxqrIc%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2F2466a1c43feb1a8a%2F20210301&data=04%7C01%7C%7C35ecb4d4e36c40b58f5c08d8e094ca01%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637506277310926075%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=33T8NLKOCruj9gh094enl58N%2BosH4R79CvUw9ep4jDc%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2F4cef1fd83c8d6748%2F20210308&data=04%7C01%7C%7C07c7bf138d2a4c94eb5d08d8e6066131%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637512262497020102%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=pfVOPMRQjeBBcw5j34%2BMk6NijU%2FOYSx%2FZ40ugEmFqks%3D&reserved=0
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nacionales, mediante la publicación de un 
simple Real Decreto, siendo necesario, por 
el contrario, que negocie la modificación del 
propio Convenio de Seguridad Social, que 
suscribió con la República Argentina, que 
se mantiene vigente en los términos pacta-
dos y no puede ser derogado mediante un 
Real Decreto

TUTELA JUDICIAL 
EFECTIVA
STS 23-2-2021. Ir a texto 

Roj: STS 876/2021 - ECLI:ES:TS:2021:876  
No de Recurso: 1562/2018  
No de Resolución: 221/2021   
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE  

Resumen: Tutela judicial efectiva: no es vá-
lida la primera citación al demandado, que 
tiene la condición de persona jurídica priva-
da, realizada por el Juzgado de lo Social a 
través de Lexnet. Aplica doctrina TC: STC 
6/2019, 47/2019 y 40/2020. 

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.poderjudicial.es%2Fsearch%2FAN%2FopenDocument%2Fd95bab918e3e38a9%2F20210323&data=04%7C01%7C%7C76138399f169493b38bc08d8f1c2b459%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637525166027866241%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=8s7AiXjR9xqmp0jjMVoblZJBcGvMChtVWthq9AfGjDk%3D&reserved=0
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TRIBUNALES SUPERIORES 
DE JUSTICIA

JURISPRUDENCIA

Sentencia del Tribunal Superior 
de Justicia de País Vasco.  
Rec. 200/2021

Accede a la sentencia

DESPIDO NULO COVID 
19.TRABAJADORA INCLUIDA EN 
ERTE COVID CESADA EL MISMO 
DÍA POR NO SUPERACIÓN 
PERIODO DE PRUEBA.

La Sala declara la nulidad del despido de una 
trabajadora, que el mismo día de su inclusión 
en un ERTE por causa de la pandemia es 
cesada alegando que no había superado el 
período de prueba. No funda la nulidad del 
despido en la posible existencia de fraude de 
ley, sino en la creación por parte del legisla-
dor de un marco de derecho necesario que 
ha situado la protección del empleo frente a 
la pandemia en un rango electivo similar al 
de la protección de los derechos fundamen-
tales. Añade también un elemento de legali-
dad ordinaria fundado en que el RDL 8/2020 
ha buscado una vía paralela a la del despido 
objetivo y ha impuesto una vía de actuación a 
los titulares de los derechos laborales por un 
cauce de derecho necesario. A la misma con-
clusión de nulidad llega por vía de aplicación 
de la teoría general del derecho que examina 

en su fundamento jurídico quinto. La Senten-
cia cuenta con un voto particular favorable a 
confirmar la declaración de improcedencia 
declarada por el Juzgado de lo Social.

Sentencia del Tribunal Superior 
de Justicia de País Vasco. 
Rec. 57/2021

Accede a la sentencia

CONTRATO TEMPORAL EN 
FRAUDE DE LEY. DESPIDO NULO 
COVID. VOTO PARTICULAR QUE 
DEFIENDE LA DECLARACIÓN DE 
IMPROCEDENCIA.

La Sala, con una argumentación que guarda 
similitudes con la anterior (rec. 200/2021), 
declara la nulidad de la finalización del con-
trato temporal de una trabajadora que ha-
bía venido encadenando sucesivos contra-
tos temporales y que se produce estando 
vigente la prohibición de despedir recogida 
en el artículo 2 RDL 9/2020. La Sentencia 
cuenta con un voto particular favorable a 
confirmar la declaración de improcedencia 
declarada por el Juzgado de lo Social, en el 
que además de exponer los distintos argu-
mentos que ya han venido esgrimiéndose 

https://drive.google.com/file/d/1JmYGiy9hOYRt2fkfVNU4YVafNn-Crsef/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1JyHyjnU9yXDKtlDhIN3bYIcii6dJa3cC/view?usp=sharing
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en defensa de la declaración de improce-
dencia de los despidos operados bajo la vi-
gencia de la normativa de urgencia, añade 
como elemento excluyente de la existencia 
de fraude de ley la normativa confusa exis-
tente sobre la posibilidad de que las em-
presas contratista de servicios públicos se 
acogieran a un ERTE.

Sentencia del Tribunal Superior 
de Justicia de País Vasco. Rec. 
76/2021

Accede a la sentencia 

PERMISO RETRIBUIDO RECUPE-
RABLE DEL RDL 10/20

En esta Sentencia, la Sala concluye que ha 
lugar a la aplicación del permiso retribuido 
recuperable regulado en el RDL 10/2020, 
por no ser de aplicación al litigo la Nota In-
terpretativa del Ministerio de Industria Co-
mercio y Turismo de 31/03/20, por contravenir 
tal RDL y no ser autoridad competente para 
su dictado. Considera que tratándose de una 
empresa mayoritariamente exportadora no 
puede ser considerada su actividad servicio 
esencial, y que el inicio del disfrute del per-
miso posteriormente interrumpido es un acto 
inequívoco contrario a la interpretación que 
ahora defiende la empresa. Tras declarar que 
la actuación de la empresa no es congruente 
con lo establecido en el RDL, la Sala asume 
que se ha producido la infracción constitucio-
nal del art. 15, de la Constitución así como la 
indemnización postulada por la parte actora, 
frente a la que la demandad no articuló opo-
sición ni alternativa. La Sentencia cuenta 
con un voto particular concurrente que ar-
gumenta la falta de competencia manifiesta 
del Ministerio de Industria para la emisión 
de la Nota Interpretativa de 31/03/20,  lo 

que determina la declaración, con carácter 
prejudicial, de la nulidad de dicho acto. 

Sentencia del Tribunal Superior 
de Justicia de Canarias. Rec. de 
suplicación 0000641/2020

Accede a la sentencia 

PRESTACIONES SEGURIDAD 
SOCIAL II. REQUISITOS GENE-
RALES. CARENCIA ESPECÍFICA. 
DOCTRINA DEL PARÉNTESIS. 
PERSPECTIVA GÉNERO. VOTO 
PARTICULAR CON CUESTIÓN 
PREJUDICIAL

Esta sentencia, que versa sobre el cómputo 
de la carencia específica de dos años exigido 
en el artículo 205.1 b) LGSS y sobre la apli-
cación de la doctrina del paréntesis, y con-
firma la Sentencia del Juzgado de lo Social 
por la que se desestimaba la pretensión de la 
demandante, cuenta con un novedoso voto 
particular de nuestra compañera Gloria Poya-
tos, en el que incluye la redacción de la cuestión 
prejudicial que propone plantear en relación a la 
regulación de la carencia específica para ac-
ceder a la pensión de jubilación.
La cuestión que suscita es la posible oposi-
ción de la prohibición de discriminación por 
razón de sexo establecida en el art. 4.1 de 
dicha Directiva 79/7/CEE del Consejo, con la 
norma nacional (artículo 205.1 b) TRLGSS) 
que no tiene en cuenta, para determinar el 
cumplimiento del requisito de carencia es-
pecífica en el acceso a la pensión de ju-
bilación contributiva, el tiempo durante el 
cual las personas trabajadoras (mayorita-
riamente mujeres según los datos estadísti-
cos que se aportan) se apartan del mercado 
laboral para cuidar hijos/as u otros familiares 
dependientes.

https://drive.google.com/file/d/1D0ARGPsrezSm5T1DCKvB0FGLKgza1aM6/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/1cW0ZO15ZrCIXk2KKrHlwVraXyYQu1rZo/view?usp=sharing
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Juzgado de lo Social nº 30 
de Madrid 

Accede a la sentencia

PRESTACIONES SEGURIDAD 
SOCIAL II. REGÍMENES 
ESPECIALES. NORMATIVA COVID.

En esta sentencia la Magistrada de instan-
cia acoge la pretensión del demandante al 
considerar que la interpretación restrictiva 
del artículo 2 del Real Decreto 17/20 man-
tenida por el SEPE es contraria a la  fina-
lidad protectora de la norma, recogida en 
la Exposición de Motivos del Real Decre-
to 17/20,  pues dicha interpretación provo-
ca la exclusión de su paraguas protector 
a un sector de profesionales dedicados a 
desempeñar su trabajo en un espectáculo 
público, como es el espectáculo taurino. 
Esta interpretación supone tratar de for-
ma distinta, sin justificación suficiente,   a 
los profesionales un determinado sector 
de «espectáculos públicos», como son 
los espectáculos taurinos. Sin olvidar que 
la actividad taurina es dependiente del 
Ministerio de cultura y deporte, dándole con 

ello un carácter cultural, circunstancia que 
se acredita  por el registro de profesionales 
taurinos inscritos en el registro de la Subse-
cretaría del Ministerio de Cultura y deporte.

Juzgado de lo Social nº 25
de Barcelona

Accede a la sentencia

JUBILACIÓN. COMPLEMENTO DE 
MATERNIDAD. PERSPECTIVA DE 
GÉNERO.

En esta Sentencia, se hace un análisis de 
la aplicación del complemento previsto en 
el art 60 de la TRLGSS, en el caso de em-
barazos seguidos de un aborto, sin que se 
llegue a tener el status jurídico de perso-
na previsto en el art. 30 CC. La sentencia 
concluye, con cita  del voto particular de 
la compañera Gloria Poyatos en la STSJ 
de Canarias de fecha 11 de septiembre de 
2019, que no se debe compartir una visión 
meramente “productivista” de dicho artícu-
lo 60 (y que parece que es la que rige la 
Sentencia del TJUE interpretando este ar-
tículo), debiéndose valorar el proceso de 
embarazo y todas las circunstancias, socia-

JURISPRUDENCIA
JUZGADOS 
DE LO SOCIAL

https://drive.google.com/file/d/1-zD-s4bapBkTkQq81_XQmHi3CPM8V_9p/view?usp=sharing
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les, económicas y personales que el mismo 
conlleva en el marco de interpretación con 
perspectiva de género. 

Juzgado de lo Social nº 1 
Mataró

Accede a la sentencia 

CONTRATAS Y SUBCONTRATAS. 
FRANQUICIAS.  
ARTÍCULO 42 ET.

En esta Sentencia la Magistrada condena 
solidariamente a la empresa franquiciante 

respecto de la deuda salarial que la franqui-
cia mantenía con uno de sus empleados, 
por considerar –a la luz de la doctrina ju-
risprudencial contenida en la STS de 21 de 
julio de 2016 -707/2016-, aplicable el artí-
culo 42 ET. Señala que lo relevante a efec-
tos de determinar si la empresa codeman-
dada debe responder de la deuda salarial 
no es la clase de contrato que vincula a las 
empresas, sino la prestación de servicios 
correspondientes a la propia actividad, de 
forma que concluye que los empleados de 
la franquicia –empresa contratista- actúan 
en nombre de la principal -que ejercita un 
control sobre la organización del produc-
to- siendo la actividad desarrollada por la 
franquicia inherente al ciclo productivo de la 
empresa principal, lo que determina la res-
ponsabilidad solidaria de esta.  

https://drive.google.com/file/d/105JErRPWhBY6SFLy6gchH9NtRhV3c_-9/view?usp=sharing
https://drive.google.com/file/d/14h9uSULm22fBg-EJEgxI-Jr0Mv3yA0xK/view?usp=sharing
http://www.juecesdemocracia.es/publicaciones-2/
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TRIBUNAL DE JUSTICIA 
DE LA UNIÓN EUROPEA

JURISPRUDENCIA

CONTRATOS 
DE DURACION 
DETERMINADA
STJUE 17-3-2021. Ir a texto 

Procedimiento prejudicial  — Política so-
cial  — Directiva 1999/70/CE  — Acuerdo 
Marco de la CES, la UNICE y el CEEP so-
bre el Trabajo de Duración Determinada — 
Cláusula  4  — Principio de no discrimina-
ción — Razones objetivas que justifican un 
trato diferente de los trabajadores con con-
trato de duración determinada  — Directiva 
98/59/CE — Despido colectivo — Normativa 
nacional relativa a la protección que debe 
concederse a un trabajador objeto de un des-
pido colectivo improcedente — Aplicación de 
un régimen de protección menos favorable a 
los contratos de duración determinada cele-
brados antes de la fecha de su entrada en 
vigor, transformados en contratos de dura-
ción indefinida después de esa fecha» 

En el asunto C652/19, que tiene por objeto 
una petición de decisión prejudicial plantea-
da, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el 
Tribunale di Milano (Tribunal de Milán, Ita-
lia), mediante resolución de 5 de agosto de 
2019, recibida en el Tribunal de Justicia el 2 
de septiembre de 2019, en el procedimiento 
entre KO y Consulmarketing SpA, en quie-

bra, con intervención  de: Filcams CGIL, 
Confederazione Generale Italiana del Lavo-
ro (CGIL),  l Tribunal de Justicia (Sala Se-
gunda) declara: 

1) Una normativa nacional que prevé, en el 
marco de un único procedimiento de des-
pido colectivo, la aplicación simultánea de 
dos regímenes diferentes de protección de 
los trabajadores fijos en caso de despido 
colectivo efectuado sin observar los crite-
rios establecidos para determinar qué tra-
bajadores serán despedidos no está com-
prendida en el ámbito de aplicación de la 
Directiva 98/59/CE del Consejo, de 20 de 
julio de 1998, relativa a la aproximación de 
las legislaciones de los Estados miembros 
que se refieren a los despidos colectivos, y, 
por lo tanto, no puede ser examinada a la 
luz de los derechos fundamentales garanti-
zados por la Carta de los Derechos Funda-
mentales de la Unión Europea, en particular 
de sus artículos 20 y 30. 

2) La cláusula 4 del Acuerdo Marco sobre 
el Trabajo de Duración Determinada, cele-
brado el 18 de marzo de 1999, anexo a la 
Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de 
junio de 1999, relativa al Acuerdo Marco de 
la CES, la UNICE y el CEEP sobre el Traba-
jo de Duración Determinada, debe interpre-
tarse en el sentido de que no se opone a una 
normativa nacional que, en caso de despido 
colectivo improcedente, extiende un nuevo 
régimen de protección de los trabajadores 
fijos a los trabajadores cuyo contrato de du-

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fcuria.europa.eu%2Fjuris%2Fdocument%2Fdocument.jsf%3Ftext%3D%26docid%3D238962%26pageIndex%3D0%26doclang%3Des%26mode%3Dreq%26dir%3D%26occ%3Dfirst%26part%3D1%26cid%3D2368127&data=04%7C01%7C%7C8196554e5525409d2e3f08d8ec4f6eac%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637519173487714062%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=P8p0EvMPQt95irPM%2FNKKgGT9nN82Zm9eetHfxTQBE3A%3D&reserved=0
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ración determinada, celebrado antes de la 
fecha de entrada en vigor de dicha normati-
va, se haya transformado en un contrato de 
duración indefinida después de esa fecha. 

LIBRE CIRCULACION  
DE TRABAJADORES
STJUE 25-2-2021. Ir a texto 
Procedimiento prejudicial — Reconocimien-
to de cualificaciones profesionales — Direc-
tiva 2005/36/CE — Artículo 4 septies, apar-
tado 6 — Normativa nacional — Admisión 
de la posibilidad del acceso parcial a una de 
las profesiones a las que se aplica el meca-
nismo de reconocimiento automático de las 
cualificaciones profesionales» 

En el asunto C940/19, que tiene por objeto 
una petición de decisión prejudicial plantea-
da, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el 
Conseil d’État (Consejo de Estado, actuan-
do como Tribunal Supremo de lo Contencio-
so-Administrativo, Francia), mediante reso-
lución de 19 de diciembre de 2019, recibida 
en el Tribunal de Justicia el 30 de diciembre 
de 2019, en el procedimiento entre Les chi-
rurgiens-dentistes de France, anteriormen-
te la confédération nationale des syndicats 
dentaires, Confédération des syndicats mé-
dicaux français, 

Fédération des syndicats pharmaceutiques 
de France, 

Syndicat des biologistes, 

Syndicat des laboratoires de biologie clini-
que, 

Syndicat des médecins libéraux, 

Union dentaire, 

Conseil national de l’ordre des chirur-
giens-dentistes, 

Conseil national de l’ordre des masseu-

rs-kinésithérapeutes, 

Conseil national de l’ordre des infirmiers 

yMinistre des Solidarités et de la Santé, 

Ministre de l’Enseignement supérieur, de la 
Recherche et de l’Innovation, 

Premier ministre,  el Tribunal de Justicia 
(Sala Primera) declara: 

El artículo 4 septies, apartado 6, de la Direc-
tiva 2005/36/CE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 7 de septiembre de 2005, 
relativa al reconocimiento de cualificaciones 
profesionales, en su versión modificada por 
la Directiva 2013/55/UE del Parlamento Eu-
ropeo y del Consejo, de 20 de noviembre 
de 2013, debe interpretarse en el sentido de 
que no se opone a una normativa que admi-
te la posibilidad del acceso parcial a una de 
las profesiones a las que se aplica el me-
canismo de reconocimiento automático de 
las cualificaciones profesionales previsto en 
las disposiciones del título III, capítulo III, de 
dicha Directiva, en su versión modificada. 

STJUE 17-3-2021. Ir a texto

Procedimiento prejudicial  — Política so-
cial  — Protección de la seguridad y de la 
salud de los trabajadores  — Ordenación 
del tiempo de trabajo — Directiva 2003/88/
CE — Artículo 2 — Concepto de “tiempo de 
trabajo” — Artículo 3 — Período mínimo de 
descanso diario  — Trabajadores que han 
celebrado varios contratos de trabajo con 
un mismo empresario — Aplicación por tra-
bajador» 

En el asunto C585/19, que tiene por objeto 
una petición de decisión prejudicial plantea-
da, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el 
Tribunalul Bucureşti (Tribunal de Distrito de 
Bucarest, Rumanía), mediante resolución 
de 24 de julio de 2019, recibida en el Tri-
bunal de Justicia el 2 de agosto de 2019, 

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fcuria.europa.eu%2Fjuris%2Fdocument%2Fdocument.jsf%3Ftext%3D%26docid%3D238172%26pageIndex%3D0%26doclang%3DES%26mode%3Dreq%26dir%3D%26occ%3Dfirst%26part%3D1%26cid%3D1722259&data=04%7C01%7C%7Ccd1e521d73aa4cac702e08d8db06a6e2%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637500169200842278%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=3G4fO9pdvg9boJHt9iWkkA%2B0gmlh8%2FTMqxfL3%2FCszhA%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fcuria.europa.eu%2Fjuris%2Fdocument%2Fdocument.jsf%3Ftext%3D%26docid%3D238961%26pageIndex%3D0%26doclang%3Des%26mode%3Dreq%26dir%3D%26occ%3Dfirst%26part%3D1%26cid%3D2368127&data=04%7C01%7C%7C8196554e5525409d2e3f08d8ec4f6eac%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637519173487714062%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=W68LZMdHgGVNYXZvopGJ%2FReImLwk2ktuCeWsXgDqc84%3D&reserved=0
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en el procedimiento entre Academia de Stu-
dii Economice din Bucureşti  y  Organismul 
Intermediar pentru Programul Operaţional 
Capital Uman — Ministerul Educaţiei Naţio-
nale, El Tribunal de Justicia (Sala Quinta) 
declara: 

El artículo 2, punto 1, y el artículo 3 de la 
Directiva 2003/88/CE del Parlamento Euro-
peo y del Consejo, de 4 de noviembre de 
2003, relativa a determinados aspectos de 
la ordenación del tiempo de trabajo, deben 
interpretarse en el sentido de que, cuando 
un trabajador ha celebrado con un mismo 
empresario varios contratos de trabajo, el 
período mínimo de descanso diario, esta-
blecido en dicho artículo 3, se aplica a tales 
contratos considerados en su conjunto y no 
a cada uno de ellos por separado. 

PERMISO PARENTAL
STJUE 25-2-2021. Ir a texto

«Procedimiento prejudicial  — Política 
social — Directiva 2010/18/UE — Acuerdo 
Marco revisado sobre el permiso parental — 
Normativa nacional que supedita la 
concesión del derecho a un permiso parental 
a la ocupación de un puesto de trabajo y a la 
afiliación obligatoria del trabajador como tal 
al correspondiente régimen de la seguridad 
social en la fecha de nacimiento del hijo» 

En el asunto C129/20, que tiene por objeto 
una petición de decisión prejudicial plantea-
da, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el 
Cour de cassation du Grand-Duché de Lu-
xembourg (Tribunal de Casación del Gran 
Ducado de Luxemburgo, Luxemburgo), me-
diante resolución de 27 de febrero de 2020, 
recibida en el Tribunal de Justicia el 9 de 
marzo de 2020, en el procedimiento entre 
XI y Caisse pour l’avenir des enfants,  el Tri-
bunal de Justicia (Sala Octava) declara: 

Las cláusulas 1.1, 1.2, 2.1, y 3.1, letra b), 
del Acuerdo Marco (revisado) sobre el per-
miso parental de 18 de junio de 2009, que 
figura en el anexo de la Directiva 2010/18/
UE del Consejo, de 8 de marzo de 2010, por 
la que se aplica el Acuerdo Marco revisa-
do sobre el permiso parental, celebrado por 
BUSINESSEUROPE, la UEAPME, el CEEP 
y la CES, y se deroga la Directiva 96/34/CE, 
deben interpretarse en el sentido de que no 
se oponen a una normativa nacional que su-
pedita la concesión del derecho a un permi-
so parental a la ocupación sin interrupción 
por el progenitor en cuestión de un puesto 
de trabajo durante un período de, como mí-
nimo, doce meses, inmediatamente anterior 
al inicio del permiso parental. En cambio, 
estas cláusulas se oponen a una normativa 
nacional que supedita la concesión del de-
recho a un permiso parental a la condición 
de trabajador del progenitor en el momento 
del nacimiento o de la adopción de su hijo. 

TIEMPO DE TRABAJO
STJUE 9-3-2021. Ir a texto

«Procedimiento prejudicial — Protección de la 
seguridad y de la salud de los trabajadores — 
Ordenación del tiempo de trabajo — Directiva 
2003/88/CE  — Artículo  2  — Concepto de 
“tiempo de trabajo” — Período de guardia en 
régimen de disponibilidad no presencial  — 
Trabajo específico relativo al mantenimiento 
de transmisores de televisión situados 
lejos de zonas habitadas  — Directiva 
89/391/CEE  — Artículos 5  y  6  — Riesgos 
psicosociales — Deber de prevención» 

En el asunto C344/19, que tiene por objeto 
una petición de decisión prejudicial plantea-
da, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el 
Vrhovno sodišče (Tribunal Supremo, Eslo-
venia), mediante resolución de 2 de abril de 
2019, recibida en el Tribunal de Justicia el 2 
de mayo de 2019, en el procedimiento entre 

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fcuria.europa.eu%2Fjuris%2Fdocument%2Fdocument.jsf%3Ftext%3D%26docid%3D238165%26pageIndex%3D0%26doclang%3DES%26mode%3Dreq%26dir%3D%26occ%3Dfirst%26part%3D1%26cid%3D1722259&data=04%7C01%7C%7Ccd1e521d73aa4cac702e08d8db06a6e2%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637500169200852278%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=oNIaYpClXYO%2BY9XabQgp%2Fn7Fppr2y7eU1Vp2%2Bf5mCEE%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fcuria.europa.eu%2Fjuris%2Fdocument%2Fdocument.jsf%3Ftext%3D%26docid%3D238662%26pageIndex%3D0%26doclang%3DES%26mode%3Dreq%26dir%3D%26occ%3Dfirst%26part%3D1%26cid%3D802937&data=04%7C01%7C%7C07c7bf138d2a4c94eb5d08d8e6066131%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637512262497030098%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=BkUSJl%2Fi55r1OmCKYTwX7SEBk%2FlDgUxV1Cy2lBhmnP4%3D&reserved=0
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D. J. y Radiotelevizija Slovenija, el Tribunal 
de Justicia (Gran Sala) declara: 

El artículo 2, punto 1, de la Directiva 
2003/88/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 4 de noviembre de 2003, re-
lativa a determinados aspectos de la orde-
nación del tiempo de trabajo, debe inter-
pretarse en el sentido de que un período 
de guardia en régimen de disponibilidad 
no presencial durante el cual un trabajador 
solo debe estar localizable por teléfono y 
poder presentarse en su lugar de trabajo, 
en caso de necesidad, en el plazo de una 
hora, pudiendo residir en un alojamien-
to de servicio puesto a su disposición por 
el empresario en dicho lugar de trabajo, 
pero sin estar obligado a permanecer en 
él, solo constituye, en su totalidad, tiempo 
de trabajo en el sentido de esta disposición 
si de una apreciación global de todas las 
circunstancias del caso de autos, en parti-
cular de las consecuencias de dicho plazo 
y, en su caso, de la frecuencia media de 
intervención en el transcurso de ese pe-
ríodo, se desprende que las limitaciones 
impuestas a dicho trabajador durante ese 
período son de tal naturaleza que afectan 
objetivamente y de manera considerable a 
su capacidad para administrar libremente, 
en ese mismo período, el tiempo durante 
el cual no se requieren sus servicios pro-
fesionales y para dedicarlo a sus propios 
intereses. El hecho de que el entorno in-
mediato del lugar en cuestión sea poco 
propicio para el ocio carece de pertinencia 
a efectos de dicha apreciación

STJUE 9-3-2021. Ir a texto

Procedimiento prejudicial — Protección de 
la seguridad y de la salud de los trabaja-
dores  — Ordenación del tiempo de traba-
jo — Directiva 2003/88/CE — Artículo 2 — 
Concepto de “tiempo de trabajo” — Período 

de guardia en régimen de disponibilidad no 
presencial  — Bomberos profesionales  — 
Directiva 89/391/CEE — Artículos 5 y 6 — 
Riesgos psicosociales — Deber de preven-
ción» 

En el asunto C580/19, que tiene por objeto 
una petición de decisión prejudicial plantea-
da, con arreglo al artículo 267  TFUE, por 
el Verwaltungsgericht Darmstadt (Tribunal 
de lo Contencioso-Administrativo de Dar-
mstadt, Alemania), mediante resolución de 
21 de febrero de 2019, recibida en el Tribu-
nal de Justicia el 30 de julio de 2019, en el 
procedimiento entre RJ y Stadt Offenbach 
am Main, el Tribunal de Justicia (Gran Sala) 
declara: 

El artículo 2, punto 1, de la Directiva 2003/88/
CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 4 de noviembre de 2003, relativa a de-
terminados aspectos de la ordenación del 
tiempo de trabajo, debe interpretarse en el 
sentido de que un período de guardia en 
régimen de disponibilidad no presencial du-
rante el cual un trabajador debe poder pre-
sentarse en el término municipal de la ciu-
dad en la que está destinado en un plazo 
de veinte minutos, con su uniforme de inter-
vención y el vehículo de servicio puesto a 
su disposición por su empresario, haciendo 
uso de las excepciones a las normas de trá-
fico de aplicación general y de los derechos 
de preferencia vinculados a ese vehículo, 
solo constituye, en su totalidad, «tiempo de 
trabajo» en el sentido de esta disposición si 
de una apreciación global de todas las cir-
cunstancias del caso de autos, en particu-
lar, de las consecuencias de dicho plazo y, 
en su caso, de la frecuencia media de inter-
vención en el transcurso de ese período, se 
desprende que las limitaciones impuestas 
a dicho trabajador durante ese período son 
de tal naturaleza que afectan objetivamente 
y de manera considerable a su capacidad 
para administrar libremente, en ese mismo 
período, el tiempo durante el cual no se re-
quieren sus servicios profesionales y para 
dedicarlo a sus propios intereses.

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fcuria.europa.eu%2Fjuris%2Fdocument%2Fdocument.jsf%3Ftext%3D%26docid%3D238663%26pageIndex%3D0%26doclang%3DES%26mode%3Dreq%26dir%3D%26occ%3Dfirst%26part%3D1%26cid%3D802937&data=04%7C01%7C%7C07c7bf138d2a4c94eb5d08d8e6066131%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637512262497030098%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=Ys058LHIE74uKmVMIsfC3jcQKElw5alypPv6FHU2iEk%3D&reserved=0
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STJUE 24-3-2021. Ir a texto

«Procedimiento prejudicial — Aproximación 
de las legislaciones — Aparato de control en 
el sector de los transportes por carretera — 
Reglamento (CEE) n.º  3821/85  — 
Artículo 15, apartado  7  — Reglamento 
(CE) n.º  561/2006  — Procedimiento de 
control  — Sanción administrativa  — Falta 
de presentación de las hojas de registro 
del tacógrafo relativas al día en curso y a 
los 28 días anteriores — Infracción única o 
múltiple» 

En los asuntos acumulados C870/19 y 
C871/19, que tienen por objeto sendas pe-
ticiones de decisión prejudicial planteadas, 
con arreglo al artículo 267 TFUE, por la Cor-
te suprema di cassazione (Tribunal Supre-
mo de Casación, Italia), mediante resolucio-
nes de 19 de septiembre de 2019, recibidas 
en el Tribunal de Justicia el 26 de noviem-
bre de 2019, en los procedimientos entre 
Prefettura Ufficio territoriale del governo di 
Firenze y MI (asunto C870/19), TB (asunto 

C871/19), el Tribunal de Justicia (Sala Dé-
cima) declara: 

El artículo 15, apartado 7, del Reglamento 
(CEE) n.º  3821/85 del Consejo, de 20 de 
diciembre de 1985, relativo al aparato de 
control en el sector de los transportes por 
carretera, en su versión modificada por el 
Reglamento (CE) n.º  561/2006 del Parla-
mento Europeo y del Consejo, de 15 de 
marzo de 2006, y el artículo 19 del Re-
glamento n.º  561/2006 deben interpretar-
se en el sentido de que, en caso de que 
no se presenten, por parte del conductor 
de un vehículo de transporte por carrete-
ra sometido a control, las hojas de registro 
del aparato de control correspondientes a 
varios días de actividad durante el período 
que abarca el día del control y los 28 días 
anteriores, las autoridades competentes 
del Estado miembro del lugar del control 
estarán obligadas a constatar una única 
infracción con respecto a ese conductor y, 
en consecuencia, a imponerle una sola san-
ción por ella. 

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fcuria.europa.eu%2Fjuris%2Fdocument%2Fdocument.jsf%3Ftext%3D%26docid%3D239244%26pageIndex%3D0%26doclang%3Des%26mode%3Dreq%26dir%3D%26occ%3Dfirst%26part%3D1%26cid%3D671638&data=04%7C01%7C%7C76138399f169493b38bc08d8f1c2b459%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637525166027876239%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=TMRbJnJKCYrIDCsAbyYn7L9Kx2buwCmxpiedaLnrMc8%3D&reserved=0
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TRIBUNAL EUROPEO 
DE DERECHOS HUMANOS

JURISPRUDENCIA

DERECHO A LA 
INTIMIDAD 
 
STDH 23-2-2021 (Vilela)
Ir a texto 

Art 8 (sustantivo) • Privacidad • Alegacio-
nes de negligencia médica en el momento 
del nacimiento que resulten en la invalidez 
del niño • Ausencia de circunstancias ex-
cepcionales que puedan comprometer la 
responsabilidad del Estado Art 8 (procesal) 
• Proceso de responsabilidad civil contra 
el hospital que se considera responsable • 
Falta de prontitud • No se cumplen los re-
quisitos derivados de la obligación procesal 
derivada del art 8 

STDH 23-3-2021 (Ghailan)
Ir a texto 

Art 8 • Respeto de la vivienda • Demolición 
justificada de la vivienda construida ilegal-
mente por los demandantes y desalojo • 
Falta de un examen   de la proporcionalidad 
de la demolición atribuible al incumplimiento 
inexplicable de los solicitantes de utilizar los 
recursos legales existentes a su disposición 

DERECHO A UN 
PROCESO JUSTO
 
STDH 2-3-2021 (Voronkov)
Ir a texto

Resumen: Derecho a un proceso justo: 
(art.6.CEDH). El demandante, Valeriy Yako-
vlevich Voronkov, es un ciudadano ruso que 
nació en 1939 y vive en Samara (Rusia). El 
caso se refería a dos tribunales que, a su 
vez, se habían negado a conocer la jurisdic-
ción caso del solicitante. 

En marzo de 2016, el Sr.Voronkov entabló 
una demanda contra su empleador recla-
mando el pago de salario pendiente y soli-
citando la confirmación de la existencia de 
la relación laboral. En 4 de abril de 2016, 
el Tribunal de Distrito de Promyshlenny de 
Samara determinó que no tenía jurisdicción, 
considerando que el procedimiento debe 
iniciarse en el Tribunal de Distrito de Okt-
yabrskiy de Samara, que tenía jurisdicción 
para el área en la que se encontraba la em-
presa demandada.

Asimismo, el 3 de octubre de 2016 el juez 
de dicho tribunal declinó la jurisdicción terri-
torial, al observar que la empresa no tenía 

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fhudoc.echr.coe.int%2Feng%23%257B%2522display%2522%3A%5B2%5D%2C%2522languageisocode%2522%3A%5B%2522FRE%2522%5D%2C%2522documentcollectionid2%2522%3A%5B%2522GRANDCHAMBER%2522%2C%2522CHAMBER%2522%5D%2C%2522itemid%2522%3A%5B%2522001-207842%2522%5D%257D&data=04%7C01%7C%7Cbd1013773b0842b64ae908d8d0091803%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637488085136925498%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=T2ZREbc7XhQfrCHqu%2FW7lxYYcOGldD%2F2TGTnVkG4IHk%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fhudoc.echr.coe.int%2Feng%23%257B%2522documentcollectionid2%2522%3A%5B%2522GRANDCHAMBER%2522%2C%2522CHAMBER%2522%5D%2C%2522itemid%2522%3A%5B%2522001-208751%2522%5D%257D&data=04%7C01%7C%7C76138399f169493b38bc08d8f1c2b459%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637525166027886232%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=EYwqgZhRp0Tv6AA2xTgtSGh3JKTjJKBEKxNayP6ir48%3D&reserved=0
https://hudoc.echr.coe.int/eng#%7B%22itemid%22:%5B%22001-208310%22%5D%7D
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su sede en el distrito de Oktyabrskiy e indi-
caba una dirección en Promyshlenny.
Basándose en el artículo 6 § 1 (derecho a 
un juicio imparcial), el solicitante alegó una 
violación de su derecho de acceso a un tri-
bunal debido al hecho de que cada uno de 
los dos tribunales a su vez había declinado 
la jurisdicción territorial para escuchar su 
caso. 

LIBERTAD DE 
EXPRESIÓN

STDH 9-3-2021 
(Benítez vs España)
Ir a texto 

Art 10 • Libertad de expresión • Condena 
penal injustificada de miembros de asocia-
ciones sin ánimo de lucro, por carta abierta 
en periódico criticando a un juez en un pro-
ceso en materia ambiental • Críticas de la 
naturaleza que un juez podría esperar reci-
bir en el desempeño de sus funciones y no 
susceptibles de socavar el buen desarrollo 
de los procesos judiciales • Se impusieron 
importantes sanciones de carácter penal, 
sin considerar que las declaraciones fueron 
realizadas por profanos que no fueron parte 
en el proceso 

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fhudoc.echr.coe.int%2Feng%23%257B%2522documentcollectionid2%2522%3A%5B%2522GRANDCHAMBER%2522%2C%2522CHAMBER%2522%5D%2C%2522itemid%2522%3A%5B%2522001-208412%2522%5D%257D&data=04%7C01%7C%7C07c7bf138d2a4c94eb5d08d8e6066131%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637512262497040091%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=8G6qEMNdvvAHNyMYsCHUkq70imy4AQ%2Fdcx6JvjMpRMo%3D&reserved=0
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ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL 
DEL TRABAJO

ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL 
DEL TRABAJO
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OIT NEWS
¿Las plataformas digitales de trabajo pueden crear una competición leal y empleos 
decentes? 
Ir a texto

Los datos son muy claros en un punto: la pandemia de COVID-19 ha tenido un 
impacto desproporcionadamente negativo en las mujeres. Dado que hay más 
mujeres que trabajan en el turismo, el comercio minorista y los sectores informales, 
que han sido los más afectados por la pandemia, sus medios de vida se han 
visto alterados. Comprender el alcance de este impacto es el primer paso para 
invertir el rumbo. Sin embargo, la pandemia también ha puesto de manifiesto y 
ha exacerbado las lagunas de datos que socavan nuestra capacidad para actuar 
intencionadamente y elaborar respuestas políticas eficaces. 
Ir a texto

¿Y si tu lápiz fuera una herramienta contra el trabajo forzoso?
 Ir a texto

https://ilo.org/infostories/es-ES/Campaigns/WESO/World-Employment-Social-Outlook-2021
https://ilo.org/infostories/es-ES/Campaigns/WESO/World-Employment-Social-Outlook-2021
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Filostat.ilo.org%2Fes%2Fhow-to-strengthen-gender-measures-and-data-in-the-covid-19-era%2F&data=04%7C01%7C%7C702fcfddcc0e4dd5df5908d8dd4c18b7%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637502666332951813%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=EC5%2F5yOFya07fckIEPXOuj7luUWjzIaJwDiNEX0BNAM%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Filostat.ilo.org%2Fes%2Fhow-to-strengthen-gender-measures-and-data-in-the-covid-19-era%2F&data=04%7C01%7C%7C702fcfddcc0e4dd5df5908d8dd4c18b7%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637502666332951813%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=EC5%2F5yOFya07fckIEPXOuj7luUWjzIaJwDiNEX0BNAM%3D&reserved=0
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_775105/lang--es/index.htm


63

COVID-19 Y EL TRANSPORTE POR CARRETERA 

Se necesita ayuda para los “héroes” de la carretera 
Los riesgos relacionados con la infección, el robo y la cuarentena, combinados 
con el cierre de las instalaciones de bienestar y otras restricciones, han creado 
complejos problemas sociales y económicos para los conductores y las empresas 
de transporte por carretera durante la pandemia de COVID-19.
 Ir a texto

Esclavitud moderna. Hacer de la esclavitud moderna una prioridad política.
 Ir a texto

COVID-19 Y EL TRANSPORTE MARÍTIMO Y AÉREO 
La gente de mar y las tripulaciones de vuelo deben ser prioritarias en las vacunas 
contra la COVID-19 
Organizaciones de la ONU hacen un llamamiento conjunto para priorizar la vacu-
nación a la gente de mar y las tripulaciones de vuelo. 
Ir a texto

Cómo se está dejando atrás a las mujeres en la búsqueda de un trabajo decente 
para todos.
 Ir a texto
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Accede a todas nuestras publicaciones a través nuestra web 

www.juecesdemocracia.es

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ilo.org%2Fglobal%2Fabout-the-ilo%2Fnewsroom%2Fnews%2FWCMS_776049%2Flang--es%2Findex.htm&data=04%7C01%7C%7C8196554e5525409d2e3f08d8ec4f6eac%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637519173487724059%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=wS44SU1CeQdaRXFOadQ%2Fj%2BK21tHN2f%2BYoHiDTNcE%2Fgs%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ilo.org%2Fglobal%2Fabout-the-ilo%2Fmultimedia%2Fvideo%2Finstitutional-videos%2FWCMS_776430%2Flang--es%2Findex.htm&data=04%7C01%7C%7Cc8c82e1d40b145fb795c08d8eea4d5c9%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637521739311706779%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=jRPsZbgf5yGeZOSq6vtm2TtEhrHonxo9DBfTffKBMoo%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ilo.org%2Fglobal%2Fabout-the-ilo%2Fnewsroom%2Fnews%2FWCMS_776805%2Flang--es%2Findex.htm&data=04%7C01%7C%7C76138399f169493b38bc08d8f1c2b459%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637525166027896231%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=42SLdvzsHuepnwXrktiSGuR5sbcoc3qB4h4%2FwdZCWNc%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ilo.org%2Fglobal%2Fabout-the-ilo%2Fnewsroom%2Fnews%2FWCMS_776805%2Flang--es%2Findex.htm&data=04%7C01%7C%7C76138399f169493b38bc08d8f1c2b459%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637525166027896231%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=42SLdvzsHuepnwXrktiSGuR5sbcoc3qB4h4%2FwdZCWNc%3D&reserved=0
https://ilostat.ilo.org/es/how-women-are-being-left-behind-in-the-quest-for-decent-work-for-all/
http://www.juecesdemocracia.es/publicaciones-2/
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MINISTERIO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
Yolanda Díaz firma la alianza con los graduados sociales para formación y la me-
jora de las relaciones laborales en las empresas.

La ministra de Trabajo y Economía Social, Yolanda Díaz, junto con el director del 
Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE), Gerardo Gutiérrez Ardoy, y el presiden-
te del Consejo General de Colegios Oficiales de Graduados Sociales de España.  
Ir a texto

Yolanda Díaz y el viceprimer ministro belga acuerdan impulsar un grupo de trabajo 
para promover la propuesta de directiva de Salario Mínimo europeo. Ir a texto
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https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fprensa.mites.gob.es%2FWebPrensa%2Fnoticias%2Fministro%2Fdetalle%2F3949&data=04%7C01%7C%7Ccd1e521d73aa4cac702e08d8db06a6e2%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637500169200872262%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=r9hBalpQuphFBrT%2FEWvCo7%2F3joahwY3T8qnJoO8%2FIYA%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fprensa.mites.gob.es%2FWebPrensa%2Fnoticias%2Fministro%2Fdetalle%2F3950&data=04%7C01%7C%7C702fcfddcc0e4dd5df5908d8dd4c18b7%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637502666332961810%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=7jKWpsecSibzvPA8zqrO2U7zVhOSu5cndNACZC9Y1OE%3D&reserved=0
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España y Francia refuerzan la cooperación para avanzar en la dimensión social 
de Europa. Ir a texto

Díaz: “Me propongo abordar la asignatura pendiente de la democracia en España: 
el trabajo decente”. Ir a texto

La Ministra de Trabajo y Economía Social, Yolanda Díaz y la presidenta del Go-
vern, Francina Armengol, acompañadas del secretario de Estado de Empleo y 
Economía Social, Joaquín Pérez Rey y el Conseller de Modelo Económico, Turis-
mo y Trabajo, Iago Negueruela. Ir a texto

CALENDARIO ESTADÍSTICO

Índices de precios industriales. Ir a texto

Índice de cifra de negocios empresarial. Ir a texto

IPC (Indicador Adelantado). Ir a texto

IPCA (Indicador Adelantado). Ir a texto

Encuesta de población activa. Media anual de los cuatro trimestres. Ir a texto

Estadística de Movimientos Turísticos en Fronteras (FRONTUR)  

Diciembre 2020 y año 2020. Datos provisionales  

España recibe 648.669 turistas internacionales en diciembre, un 84,9% menos 
que en el mismo mes de 2019  

En el conjunto de 2020 han visitado España 19,0 millones de turistas, frente a los 
83,5 millones de 2019.  Ir a texto 

ENCUESTA DE GASTO TURÍSTICO   
DICIEMBRE 2020 Y AÑO 2020. DATOS PROVISIONALES  

El gasto total de los turistas internacionales que visitan España en diciembre dis-
minuye un 86,1% respecto al mismo mes de 2019 

El gasto por turista baja un 7,8%, hasta los 1.073 euros  
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https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fprensa.mites.gob.es%2FWebPrensa%2Fnoticias%2Fministro%2Fdetalle%2F3960&data=04%7C01%7C%7Cbfc4e78c2b7b48a4036808d8e84fa4e0%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637514776179739428%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=iX9v8SHAg7edYkY3yzRyjoa5Hu4Lwmto19Kq6m4AHAU%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fprensa.mites.gob.es%2FWebPrensa%2Fnoticias%2Fministro%2Fdetalle%2F3963&data=04%7C01%7C%7Cc653e23b4a2a4892d86a08d8edd058d3%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637520826503846588%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=%2FqkP%2BYpX3PysYZ0eAyhh1fhgjzVbu4f3iiebi%2FzxhoU%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fprensa.mites.gob.es%2FWebPrensa%2Fnoticias%2Fministro%2Fdetalle%2F3967&data=04%7C01%7C%7C76138399f169493b38bc08d8f1c2b459%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637525166027906226%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=MEFsR%2FtAJVy8gL9LaR6hvl62dnHInP5BlI1C%2F0Ek9zU%3D&reserved=0
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736147699&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176958&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176802&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176803&menu=ultiDatos&idp=1254735976607
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176918&menu=resultados&secc=1254736195128&idp=1254735976595
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdaco%2Fdaco42%2Ffrontur%2Ffrontur1220.pdf&data=04%7C01%7C%7C702fcfddcc0e4dd5df5908d8dd4c18b7%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637502666332971802%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=cjJydcuEfbgemZmqw0kcjv6toqGqzfhtjsM0Ks4SK%2FI%3D&reserved=0
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En el conjunto del año 2020 el gasto acumulado alcanzó los 19.740 millones de 
euros, frente a los 91.912 millones de 2019. Ir a texto 

Encuesta  de ocupación en alojamientos turísticos y precios. Egatur. Enero 2021.
Ir a texto

Encuesta coyuntural sobre stock y existencias. ECSE. Tercer trimestre 2020. 
 Ir a texto

Índices de producción industrial. Ir a texto

Índice de Precios de Vivienda (IPV). Base 2015  

TERCER TRIMESTRE DE 2020  

La tasa de variación anual del Índice de Precios de Vivienda disminuye cuatro dé-
cimas y se sitúa en el 1,7%  

Los precios de la vivienda suben un 1,1% respecto al trimestre anterior. Ir a texto 

Estadística de Transmisiones de Derechos de la Propiedad (ETDP). Ir a texto 

DICIEMBRE 2020 Y AÑO 2020. DATOS PROVISIONALES  

En diciembre se inscriben en los registros de la propiedad 150.891 fincas, un 9,1% 
más que en el mismo mes de 2019  

Las compraventas de viviendas inscritas aumentan un 3,7% en tasa anual, y dis-
minuyen un 8,9% en tasa mensual  

En el año 2020 la compraventa de viviendas bajó un 17,7%  

Encuesta trimestral de coste laboral. Cuarto trimestre 2020. Ir a texto

Encuesta de población activa. (variables de submuestra). Ir a texto

Las pernoctaciones en establecimientos hoteleros disminuyen un 85,0% en enero 
respecto al mismo mes de 2020. Los hoteles facturan 62,0 euros de media por 
habitación ocupada, lo que supone un descenso. Ir a texto 

https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdaco%2Fdaco42%2Fegatur%2Fegatur1220.pdf&data=04%7C01%7C%7C702fcfddcc0e4dd5df5908d8dd4c18b7%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637502666332981800%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=aeJGhCzKYZPA57dFRyWuzR3Nb2xkKriFR3fMZEMRudI%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736177002%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735576863&data=04%7C01%7C%7Cba7e61c9459d46b4e21008d8de1933c2%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637503547269206057%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=%2FMV5IvhPhTACdbE%2BH8fdgJHcXeRimV0ctkDWNyZ0y%2BE%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736177002%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735576863&data=04%7C01%7C%7Cba7e61c9459d46b4e21008d8de1933c2%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637503547269206057%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=%2FMV5IvhPhTACdbE%2BH8fdgJHcXeRimV0ctkDWNyZ0y%2BE%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736176995%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735576799&data=04%7C01%7C%7Cba7e61c9459d46b4e21008d8de1933c2%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637503547269216051%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=fKsGB7owi6gBXaN8ziyUPtyFaHp3m%2B4DPbgr2jHnfPA%3D&reserved=0
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736145519&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdaco%2Fdaco42%2Fipv%2Fipv0320.pdf&data=04%7C01%7C%7C69dd3a814ec844fd974c08d8e2cefe47%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637508726272223067%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=utia%2FNX9AIeRKGRnqSnFg1f%2BzTgJAtryiex15znlsNg%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdaco%2Fdaco42%2Fetdp%2Fetdp1220.pdf&data=04%7C01%7C%7Cbfc4e78c2b7b48a4036808d8e84fa4e0%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637514776179749421%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=WkvT8DlQHU9bme%2Fy%2FNtNeEHZz9a9g7V%2BuU8U6Xcx0uQ%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736045053%26menu%3DultiDatos%26idp%3D1254735976596&data=04%7C01%7C%7C4346d70d715444e1df6a08d8e91c0b96%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637515654122558019%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=AvrW5uA2Q6J3OkQjRriGujE0PPizrawZ%2BwXOlOhdGag%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdyngs%2FINEbase%2Fes%2Foperacion.htm%3Fc%3DEstadistica_C%26cid%3D1254736176918%26menu%3Dresultados%26secc%3D1254736195128%26idp%3D1254735976595&data=04%7C01%7C%7Cc8c82e1d40b145fb795c08d8eea4d5c9%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637521739311716775%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=38RH8zTx6apfHUyGGtlVwV1iLQhzR9f73poe6uP%2FLj4%3D&reserved=0
https://emea01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.ine.es%2Fdaco%2Fdaco42%2Fprechote%2Fcth0121.pdf&data=04%7C01%7C%7Cc653e23b4a2a4892d86a08d8edd058d3%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637520826503856579%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=LYos5U5aflDAFm%2FChjJAjDgJaElgQbB0e3n%2F4%2Ff5238%3D&reserved=0
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CULTURA Y TRABAJO   

El rincón de la 
conTraCultura Silvia Ayestarán y 

AG Stakanov

ADÚ 
(119 min.) 
4 nominaciones. 
Dir. Salvador Calvo. 
Guion: Alejandro 
Hernández. Producida 
por Ikiru films, La Terraza 
films y Mogambo. 2020. 
Disponible en Netflix.
 

BABY
(104 min.). 
2 nominaciones. 
Dir. Juanma Bajo Ulloa 
(Guionista). Producida 
por Frágil Zinema, 
La Charito films. 
Disponible en Movistar. 

SENTIMENTAL
(82 min.) 
Dir. Cesc Gay 
(Guionista). 
Producida por Impossible 
Films y Sentimentalfilm. 
Disponible en Filmin. 

GOYAS, SEGUNDA ENTREGA
CINE

(Trailer) (Trailer)  (Trailer)

https://www.youtube.com/watch?v=PdJbkVEkAMM
https://www.youtube.com/watch?v=p3Nx1CRO7KU
https://www.youtube.com/watch?v=xevlX43eS5Y
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Las niñas se llevó el cabezón, sí, y contra 
el criterio de muchos, incluido el nuestro. 
Y en el empeño de llevar la contraria una 
vez visto el miembro del rumiante, hemos 
pospuesto para esta segunda parte el co-
mentario de las que tenemos por mejores 
películas del año. Vamos con ello.

En Adú nos encontramos con un niño pe-
queño y su huida precipitada para evitar 
ser asesinado, como su madre, por haber 
presenciado un delito medioambiental. 
Épica odisea en torno a una bicicleta que 
permite el cruce con otras dos historias 
sobre un activista que lucha contra la caza 
furtiva de elefantes (Luis Tosar) y un agen-
te de la guardia civil que se enfrenta a la 
muerte de un inmigrante en un asalto a las 
concertinas de Melilla (Álvaro Cervantes). 
Aunque cada una de las tres situaciones 
presente ingredientes diferenciados, el 
Director consigue mantener una única tra-
ma, lo que nos lleva a pasar la película es-
perando la confluencia de los tres hilos. El 
guion de Alejandro Hernández (Goya por 

Todas las mujeres en 2013, y autor tam-
bién de Mientras dure la guerra) habla sin 
correcciones impostadas de temas pro-
pensos a reclamar el aplauso fácil, tales 
como el abordaje de la frontera sur o las 
relaciones entre padres e hijos de hogares 
rotos. Salvador Calvo resuelve el intrinca-
do planteamiento con buen pulso y no de 
forma previsible, creando una película de 
gran empaque, de mucha mayor comple-
jidad conceptual y riesgo narrativo que la 
ganadora final.

Baby es un caso aparte y no encontrarán 
nada igual. Nos sobrecoge una trama sen-
cilla vestida con una fantástica fotografía 
y sórdidos decorados inspirados en un 
terrorífico cuento gótico: una joven ma-
dre toxicómana que trata de recuperar 
al bebé que acaba de vender. Y para 
ello se adentra en un siniestro caserón 
del bosque donde conviven tres turbias 
mujeres, magníficas interpretaciones 
que, junto con la protagonista, son res-
ponsables de una fábula brutal y tier-

El rincón de la 
conTraCultura JURISDICCIÓN SOCIAL MARZO 2021
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na a la vez, donde son los numerosos 
detalles los encargados de dialogar -la 
película carece de ellos- y ofrecer al 
espectador una suerte de alquimia fa-
bulosa donde se conjuga la oprimente 
necesidad de escapar del asfixiante 
caserón y el dar rienda suelta al instin-
to de conservación y protección mater-
nal. Mención aparte la extraordinaria 
banda sonora, apreciada en su justa 
medida en Sitges y en los Feroz, y des-
preciada en los siempre desconcertantes 
Goya en beneficio de Akelarre.

La última película de la tanda, Senti-
mental es, en opinión de quien escribe, 
la mejor de todas ellas. Basada en una 
obra de teatro -y se nota-, la trama es 

bien sencilla: se trata de la reunión de 
dos parejas que, en el terreno sexual 
pero también en el vital, se encuentran 
en las antípodas. Cesc Gay opone a los 
personajes interpretados por Alberto San 
Juan y Belén Cuesta -pareja que vive su 
relación de forma desinhibida y abierta 
a experimentaciones en el campo eró-
tico-festivo- a los más convencionales 
Javier Cámara y Griselda Siciliani, en-
vueltos ambos en rencores y contrarie-
dades no resueltas, tras haber quemado 
muchas etapas. Maravillosa dirección 
de actores, con diálogos chispeantes 
capaces de arrancar estruendosas car-
cajadas si eres capaz de relegar a un 
segundo plano la tristeza que destilan 
los feroces comentarios entre Cámara 
y Siciliani.

Este mes: AL GREEN.  
“Greatest hits” (EMI, 1975. Soul).

Hemos hablado de la Suma Sacerdotisa del 
Soul (Simone), del Rey (Cooke), otro día le 
tocará al Padrino (Brown), y hoy nos acorda-
remos del Reverendo, nombre con el que se 
apoda en el género a Al Green. La cosa se 
debe a una epifanía religiosa provocada por 
un incidente de violencia dentro de la pareja. 
El trance iniciático consistió en un bautizo con 

BLUES/ROCK/SOUL.
LOS TRES COLORES BÁSICOS…

MÚSICA
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olla hirviendo por parte de una mujer recha-
zada por el cantante. Las quemaduras de 
tercer grado y la posterior convalecencia 
llevaron a Green a los púlpitos de la Iglesia 
pentecostal, aunque sin dejar de lado su 
“otra” vocación.

Este LP constituye una recopilación de 
una buena parte de sus éxitos hasta 1975. 
Cierto que se echa a faltar Take me to the 
river, por tratarse de una de sus más nota-
bles producciones (si reparamos en las ve-
ces que ha sido versioneada), pero se in-
cluyen Let’s stay together (nº 1 en 1972), 

I’m still in love with you (nº 3 en 1972), 
y You ought to be with me (también nº 3 
en ese mismo año).

La aportación de Al Green, subrayada por 
ese falsetto que harían odioso los Bee 
Gees en los 70, desciende desde Sam 
Cooke y discurre en paralelo con la de 
Marvin Gaye (el otro gran discípulo de ese 
antecesor común), confirmando un estilo 
que posteriormente aburrirá Barry White, 
responsable de endulzar la fórmula hasta 
el riesgo diabético.

Asociar a Carlos Santana con esa amal-
gama pop que embadurna el rock con 
salsa describiría sus aportaciones más 
conocidas, sirviendo asimismo a la defi-
nición de tanto sus inicios como actuales 
y decadentes derivas, en el afán por sa-
car tajada del puñetero boom latino mile-
nial. Afortunadamente para él, Santana 
es mucho más que un super-guitarrista 
con cara de pistolero.

Tras acreditarse en el negocio con sus 
tres primeros LPs (1969/1972), clara-
mente alineados en ese rock latino semi-
nal que late en “Abraxas” (todo un patrón 
para posteriores continuadores), Carlos 
Santana recompuso su banda a la bús-
queda de nuevos horizontes, rompiendo 
esas influencias que corrían peligro de 
encasillar su producción. 

…Y SUS DERIVADOS (COMBINACIONES, 
PERMUTACIONES Y PERVERSIONES)

Este mes: CARLOS SANTANA   
“Caravanserai” (Columbia, 1972,  
Progresivo).

https://www.youtube.com/watch?v=spKtGNBL6hY
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Este Caravanserai conjuga junto con 
Amigos y Borboleta una tríada mágica 
en el que se combinan experimentación 
y experiencia, obras abiertas al progre-
sivo y a la exploración sonora -más evi-
dentes en el primero y tercero que en 
el segundo, algo más comercial, qui-
zá-. Creaciones empeñadas en sugerir 

ambientes y atmósferas exóticas, con-
formadores de un inspirado momento 
artístico con el que se tributa rendida 
admiración al álbum con el que Miles 
Davis había abierto la década (Bitches 
Brew), y que pocos músicos habrán lle-
gado a comprender como lo hizo Carlos 
Santana.

Este mes: JOHN COLTRANE. 
“Impressions” (Impulse!, 1963;  
Jazz modal). 

John Coltrane, uno de los 5 grandes del 
Jazz junto con Armstrong, Ellington, Davis 
y Bird, despegó a los 30 años acumulan-
do colaboraciones con Gillespie, Monk y 
el propio Davis, todo eso antes de formar 
su primer cuarteto, en el que alumbró a 
otro continuador de su genio, Eric Dolphy, 
abiertos ambos a la exploración de las 
fronteras del Jazz con el Free style. 

Coltrane es la cima del saxo tenor, instru-
mento al que se dedicó de forma prácti-
camente monográfica a lo largo de su 
carrera, a salvo de algunas incursiones 
con el clarinete (con el que se inició como 
músico) y el saxo soprano (utilizado ante 
todo en este Impressions). Justamente, y 
haciendo gala de nuestra costumbre de 
transitar el camino más oscuro, hemos 
preferido introducir a Trane tomando como 
pretexto un álbum en el que apenas utiliza 
su principal herramienta; ello a excepción 
del tema principal, y que da título al LP, 
en el que podemos encontrar uno de los 
solos más icónicos de la historia del ins-
trumento. 

Críticos ven en Impressions elementos 
que hubieron de servir de propuesta para 
vanguardias llamadas a cristalizar en los 
70, como el jazz rock, señalando a Up’ 
gainst the Wall como tema seminal para 
el género. Más allá de estas bizarras es-
peculaciones, el LP destaca por reclamar 
raíces ajenas al blues e incluso a la in-
fluencia clásica contemporánea europea 
(Debussy, Ravel…), investigando en las 
cadencias árabes o hindúes; una palanca 
que habría de utilizar el monstruo de Ca-
rolina para respaldar esa radical apuesta 
por la atonalidad que domina en sus me-
nos comprendidas obras de ocaso.

JAZZ/EXPERIMENTAL
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CARTA SOCIAL 
EUROPEA

ARTÍCULOS Y 
JURISPRUDENCIA 

DEL COMITÉ EUROPEO 
DE DERECHOS SOCIALES 

Traducido por Carlos Hugo PRECIADO DOMÈNECH
Magistrado especialista del Orden Social. Doctor en DerechoSocial

Artículo 16 Derecho de la familia  
a la protección social, jurídica y económica

La familia, como unidad fundamental de la sociedad, tiene derecho a una 
protección social, jurídica y económica adecuada para asegurar su pleno 
desarrollo.

Con miras a lograr las condiciones de vida indispensables para el pleno de-
sarrollo de la familia, unidad fundamental de la sociedad, las Partes se com-
prometen a promover la protección económica, jurídica y social de la vida 
familiar mediante prestaciones sociales y familiares, normas tributarias, es-
tímulos para la construcción de viviendas adaptadas a las necesidades de 
las familias, asistencia a hogares jóvenes o cualquier otra medida adecuada

Anexo: Se entiende que la protección que otorga esta disposición cubre a las fa-
milias monoparentales.

Siendo el concepto de “familia” un concepto variable en el espacio y el tiempo, la 
Carta se refiere a la forma en que lo define el derecho interno de cada Estado Par-
te. Por tanto, cualquier situación definida como “familia” por la legislación nacional 
está cubierta por el artículo 16 de la Carta. Sin embargo, la legislación nacional no 
debería prever una definición demasiado restrictiva.

El alcance del artículo 16, en cualquier caso, no se limita a la familia fundada en 
los lazos del matrimonio.1 Además, en todo caso, las familias monoparentales se 

1.   Conclusiones 2011, Azerbaiyán
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benefician de los derechos garantizados por el artículo 16.

Los Estados Partes son libres de elegir los medios para garantizar la protección 
social, jurídica y económica de los diferentes tipos de familias que componen la 
población.2

1. PROTECCIÓN SOCIAL

Vivienda para familias
El artículo 16 garantiza el derecho a una vivienda digna para las familias. El hecho 
de que el derecho a la vivienda esté contemplado en el artículo 31 de la Carta no 
impide, de hecho, que las cuestiones pertinentes relativas a la vivienda se exa-
minen en el contexto del artículo 16, que trata de la vivienda como elemento del 
derecho de las familias a la vivienda. protección social, jurídica y económica3.

El derecho a la vivienda permite el ejercicio de muchos otros derechos, tanto civi-
les y políticos como económicos, sociales y culturales, y es de suma importancia 
para la familia. Para cumplir con el artículo 16, los Estados Partes deben esforzar-
se por proporcionar un suministro adecuado de vivienda a las familias, tener en 
cuenta las necesidades de las familias en las políticas de vivienda y garantizar que 
las viviendas existentes estén disponibles, dignas y equipadas con las comodida-
des esenciales (calefacción y electricidad, en particular). Vivienda digna significa 
no solo una vivienda que no sea insalubre y que tenga suministros básicos, sino 
también una vivienda de tamaño adecuado a la composición de la familia que la 
ocupa. La obligación de promover la vivienda y brindar vivienda también incluye 
la garantía contra el desalojo ilegal4. Para estar en conformidad con la Carta, la 
protección legal de las personas amenazadas por una orden de desahucio debe 
estar prevista por la ley e incluir:

obligación de consultar con los interesados ​​para encontrar soluciones alternati-
vas a la expulsión;

la obligación de fijar un plazo razonable de preaviso antes de la fecha del des-
alojo;

 prohibición de los desahucios nocturnos o en invierno;

 acceso a recursos legales;

2.   Conclusiones 2006, comentario de interpretación sobre el artículo 16
3.   �Centro Europeo de Derechos de los Romaníes (ERRC) v. Bulgaria, denuncia núm. 31/2005, decisión de 

admisibilidad de 10 de octubre de 2005, § 9
4.   �Centro Europeo de Derechos de los Romaníes (ERRC) v. Grecia, denuncia No. 15/2003, decisión sobre el 

fondo de 8 de diciembre de 2004, § 24
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acceso a asistencia jurídica;

 indemnización en caso de desahucio ilegal.

Además, cuando se produzca el desahucio, debe ser:

 �llevado a cabo en condiciones que respeten la dignidad de las personas intere-
sadas;

 �previstos por normas suficientemente protectoras de los derechos de los inte-
resados;

acompañado de soluciones de realojo5   6. 

Los conceptos de vivienda adecuada y desahucio son los mismos en los artículos 
16 y 31.7 8 

Es probable que la ocupación ilegal de terrenos o viviendas justifique el desahucio 
de ocupantes ilegales. Sin embargo, los criterios para la ocupación ilegal no deben 
entenderse de una manera demasiado amplia. Además, la expulsión debe estar 
prevista por normas suficientemente protectoras de los derechos de las personas 
afectadas y llevada a cabo de conformidad con estas normas9.

Además, el hecho de destruir o evacuar por la fuerza áreas residenciales es con-
trario al artículo 16. Si tales hechos han ocurrido, los Estados Partes deben prever 
la posibilidad de que las víctimas busquen reparación en los tribunales, así como 
medidas que les permitan reubicarse en lugares decentes. vivienda o para conce-
derles ayuda económica10 

Debido a su historia, los romaníes constituyen un tipo particular de minoría desfa-
vorecida y vulnerable (…). Por tanto, necesitan una protección especial. (…) [Esto] 
implica prestar especial atención a sus necesidades y a su propio modo de vida 
tanto en el marco normativo en consideración como en la toma de decisiones en 
los casos. proteger los intereses de las propias minorías, pero también preservar 
la diversidad cultural que es beneficiosa para la sociedad en su conjunto11.Debe 
existir una vivienda temporal o permanente adecuada.

5.   �Centro Europeo de Derechos de los Romaníes (CEDR) v. Italia, denuncia n ° 27/2004, decisión sobre el 
fondo del 7 de diciembre de 2005, §41

6.   Conclusiones 2011, Turquía, artículo 31 §2.
7.   �Centro de Derechos de Vivienda y Desalojos (COHRE) v. Italia, Demanda No. 58/2009, decisión sobre el 

fondo del 25 de junio de 2010, § 115
8.   Conclusiones 2011, Azerbaiyán
9.  � Centro Europeo de Derechos de los Romaníes (ERRC) v. Grecia, denuncia No. 15/2003, decisión sobre el 

fondo de 8 de diciembre de 2004, § 51
10. Conclusiones XIII-3 (1995), Turquía
11. �Centro de Derechos de Vivienda y Desalojos (COHRE) v. Italia, denuncia n ° 58/2009, decisión sobre el 

fondo del 25 de junio de 2010, §§ 39-40
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La aplicación del artículo 16 con respecto a las poblaciones nómadas, incluidos 
los romaníes itinerantes, implica que se les proporcionen plazas de aparcamiento 
adecuadas. El artículo 16 establece obligaciones a este respecto similares a las 
establecidas en el artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos12.

Los Estados partes tienen la obligación, de modo que se pueda comprobar que la 
situación está en conformidad con el tratado,

a) implementar medios (normativos, financieros, operativos), adecuados 
para permitir un progreso real hacia el logro de los objetivos asignados por 
la Carta,

b) mantener estadísticas dignas de ese nombre que permitan comparar ne-
cesidades, recursos y resultados,

c) realizar una verificación periódica de la eficacia de las estrategias adop-
tadas,

d) definir hitos, y no posponer indefinidamente el final de la actuación que le 
han asignado,

e) prestar especial atención al impacto de las decisiones que tomen en to-
das las categorías de personas afectadas y especialmente en aquellas cuya 
vulnerabilidad es mayor. (Federación Europea de Asociaciones Nacionales 
que trabajan con personas sin hogar)13. 

Instalaciones de cuidado de niños
Si un Estado Parte ha aceptado el Artículo 27 de la Carta, las medidas adoptadas 
para desarrollar y promover las guarderías infantiles se examinan en virtud de esta 
disposición14.

Los Estados Partes deben asegurarse de que existan estructuras de acogida de 
calidad y económicamente asequibles (número de niños menores de 6 años cu-
biertos, número de niños / número de personal, formación del personal, locales 
adecuados, costo para los padres, etc.)15 .

12.   �Centro Europeo de Derechos de los Romaníes (CEDR) v. Grecia, Demanda No. 15/2003, Decisión sobre 
el fondo del 1 de diciembre de 2015, § 19-25

13.   �Centro Europeo de Derechos de los Romaníes (CEDR) v. Irlanda, Demanda No. 100/2013, decisión sobre 
el fondo del 8 de diciembre de 2004, § 53-59

14.   Conclusiones 2011, Azerbaiyán
15.   Conclusiones XVII-1 (2004), Turquía
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Servicios de asesoría familiar
Las familias deben poder acudir a los servicios sociales adecuados, especialmente 
cuando se encuentran en dificultades. Los Estados Partes deberían, en particular, 
establecer servicios de asesoramiento familiar y psicológico para la educación de 
los niños.

Participación de asociaciones representantes de familias
Para que la perspectiva de las familias se tenga en cuenta en el desarrollo de las 
políticas familiares, las autoridades competentes deben consultar a todas las aso-
ciaciones representantes de las familias16.

 

2. PROTECCIÓN JURÍDICA

Derechos y responsabilidades de los cónyuges
Debe garantizarse la igualdad entre los cónyuges en materia de derechos y res-
ponsabilidades dentro de la pareja, en particular en materia de propiedad17, admi-
nistración y uso de la propiedad, etc. y hacia los niños, en particular en materia de 
patria potestad y gestión de los bienes del niño.

En caso de un deterioro irreparable de las relaciones familiares, el artículo 16 re-
quiere que se adopten disposiciones legales para resolver las disputas entre los 
cónyuges y las disputas relacionadas con los hijos: cuidado y manutención, pri-
vación y restricción de la patria potestad, custodia de los hijos en caso de ruptura 
familiar. y posibilidad de que los niños expresen su punto de vista en los procedi-
mientos que les conciernen.

Derechos de los padres
Cualquier restricción o limitación de los derechos de custodia parental debe ba-
sarse en criterios adecuados y razonables establecidos por la ley y no debe ir 
más allá de lo necesario para la protección y el interés superior del niño y para la 
reunificación de la familia18.

La acogimiento debe ser una medida excepcional y solo está justificada si se basa 
en las necesidades del niño, es decir, si mantenerlo en el entorno familiar lo pone 
en peligro. Las circunstancias económicas o materiales de la familia no deben ser 

16.    Conclusiones de 2006, comentario de interpretación sobre el artículo 16
17.    Conclusiones XVI-1 (2002), Reino Unido
18.    Conclusiones XV-2 (2001), Observación interpretativa del artículo 17 §1
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el único motivo del acogimiento. En todos los casos, se deberían haber buscado 
alternativas al acogimiento de antemano, y teniendo en cuenta las opiniones y de-
seos expresados ​​por el niño, sus padres u otros miembros de la familia.

Cuando el acogimiento es necesario, debe verse como una solución temporal, 
durante la cual se mantiene la continuidad de la relación con la familia. La reinte-
gración del niño en su familia debe ser un objetivo y se debe proporcionar contacto 
con la familia durante el acogimiento, si esto no va en contra del interés superior 
del niño. Siempre que sea posible, el acogimiento en una familia de acogida o en 
un entorno de tipo familiar debe tener prioridad sobre el acogimiento institucional19.

Servicios de mediación
Los Estados Partes deben establecer servicios de mediación familiar. Así, se exa-
minan las siguientes: las condiciones de acceso a los servicios de mediación fa-
miliar así como el libre acceso, distribución en todo el territorio y la efectividad de 
dichos servicios20.

En virtud del artículo 16 de la Carta, la protección jurídica de la familia incluye la 
prestación de servicios de mediación destinados a evitar que se agraven los con-
flictos familiares. Para cumplir con el artículo 16, estos servicios deben ser de fácil 
acceso para todas las familias. En particular, no se les debe desanimar a que lo 
utilicen por motivos económicos. Para ello, la libre prestación de estos servicios 
constituye una medida adecuada. De lo contrario, se debe proporcionar la posibi-
lidad de acceso para las familias en caso de necesidad.21

Violencia doméstica contra la mujer
El artículo 16 se aplica a toda la violencia doméstica, pero dado que la violencia 
contra los niños está cubierta más específicamente por el artículo 17, se examina 
en el marco de esta última disposición.

El artículo 16 no solo implica un deber de abstención por parte del Estado, sino 
también obligaciones positivas encaminadas a asegurar el respeto efectivo de los 
derechos que garantiza.

Por lo tanto, los Estados Partes deben garantizar la protección jurídica de las mu-
jeres (medidas y sanciones adecuadas contra los autores de estos actos, incluidas 
medidas de expulsión, una indemnización justa por los daños materiales y morales 

19.   Conclusiones 2011, Interpretación de los artículos 16 y 17 §1
20.   Conclusiones de 2006, Observación interpretativa del artículo 16
21.   Conclusiones 2015, Austria
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causados ​​a las víctimas, la posibilidad de emprender acciones legales para las 
víctimas, pero también para las asociaciones que las defienden. , condiciones es-
peciales para escuchar a las víctimas) y en la práctica (recogida de datos fiables y 
evaluación, formación en particular del personal policial, prevención de riesgos de 
maltrato, apoyo y rehabilitación de las víctimas de tales actos). Estos elementos 
se examinan a la luz, en particular, de los principios establecidos en la Recomen-
dación del Comité de Ministros del Consejo de Europa a los Estados miembros 
sobre la protección de las mujeres contra la violencia (Rec (2002) 5) y por la Re-
comendación del Consejo de Europa. Asamblea Parlamentaria del Consejo de 
Europa 1681 (2004) sobre la campaña para combatir la violencia doméstica contra 
las mujeres en Europa22. 

3. PROTECCIÓN ECONÓMICA

Resumen de las prestaciones familiares
Los Estados Partes deben garantizar la protección económica de la familia por los 
medios adecuados. El primero de ellos debería ser las prestaciones familiares o 
las prestaciones de la seguridad social para niños, que pueden ser universales o 
estar sujetas a verificación de recursos23.

Prestaciones familiares de cantidad suficiente

Los beneficios deben proporcionar un complemento de ingresos suficiente para 
un número significativo de familias. La suficiencia de las prestaciones se evalúa 
en relación con el valor neto de la renta media mensual calculada por Eurostat 
(para establecer la “renta media ajustada” según Eurostat, se tienen en cuenta los 
ingresos de un hogar que corresponden a la suma de todos ingresos monetarios 
recibidos, cualquiera que sea la fuente, por cada uno de sus miembros. Para refle-
jar las diferencias en el tamaño y la composición del hogar, este total se divide por 
el número de “equivalentes de adultos” determinado usando una escala estándar 
(conocida como la “escala de equivalencia modificada de la OCDE. El resultado 
así obtenido se atribuye a cada miembro del hogar).24 25

Los beneficios deben ajustarse periódicamente para cubrir la tasa de inflación. 
Otras formas de protección económica, como subsidios por nacimiento, presta-
ciones complementarias para familias numerosas o exenciones fiscales para los 
niños, forman parte de la aplicación de esta disposición.

22.   Conclusiones de 2006, comentario de interpretación sobre el artículo 16
23.   Conclusiones 2006, comentario de interpretación sobre el artículo 16
24.   Conclusiones 2006, comentario de interpretación sobre el artículo 16
25.   Conclusiones 2006, Estonia
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Familias vulnerables
Los Estados Partes deben garantizar la protección de las familias vulnerables, en 
particular las familias monoparentales y las familias romaníes, de conformidad con 
el principio de igualdad de trato.

Trato justo
Los Estados Partes deben, en principio, garantizar la igualdad de trato en materia 
de prestaciones familiares a los nacionales de otros Estados Partes que residan 
legalmente o trabajen regularmente en su territorio.

Sin embargo, por analogía con el artículo 12 § 4º según el Apéndice de esta dis-
posición, el artículo 16 no admite ninguna condición de duración de la residencia 
con respecto a las prestaciones contributivas, pero los Estados Partes pueden 
establecer una condición de duración de la residencia con respecto a prestaciones 
no contributivas siempre que la duración no sea excesiva26.

La proporcionalidad de dicha obligación de tiempo de residencia se examina caso 
por caso en función de la naturaleza y finalidad del servicio: los plazos de 6 a 12 
meses son razonables y, por tanto, cumplen con el artículo 16.27. Por otro lado , 
las duraciones de 3 a 5 años son manifiestamente excesivas y, por lo tanto, con-
travienen la Carta28.

La cuestión de si la residencia de un niño en el territorio es necesaria para el pago 
de la prestación por hijo se examina exclusivamente en el artículo 12 § 4.29

26.   Conclusiones XIV-1 (1998), Suecia
27.   Conclusiones XIV-1 (1998), Suecia
28.   Conclusiones XVIII-1 (2006), Dinamarca
29.   Conclusión XVI-1 (2002), Comentario interpretativo sobre el artículo 16
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